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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Arancibia Reyes, Jorge

--Ávila Contreras, Nelson 

--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Coloma Correa, Juan Antonio

--Escalona Medina, Camilo
--Flores Labra, Fernando

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Navarro Brain, Alejandro

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Ominami Pascual, Carlos

--Orpis Bouchón, Jaime

--Pérez Varela, Victor
--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Concurrieron, además, los señores Ministros del Interior, don Belisario Velasco Barahona, y de Relaciones Exteriores, don Alejandro Foxley Rioseco, y la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, doña Claudia Serrano Madrid.
Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:18, en presencia de 13 señores Senadores.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Las actas de las sesiones 55ª, ordinaria, en 13 de septiembre; 56ª, ordinaria y 57ª, especial, ambas en 3 de octubre, todas del año en curso, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.

IV. CUENTA

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de acuerdo aprobatorio del Acuerdo de Asociación Estratégica entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en Viña del Mar, Chile, el 26 de enero de 2006 (boletín Nº 4.323-10). (Véase en los Anexos, documento....1.).


--Pasa a la Comisión de Relaciones Exteriores y a la de Hacienda, en su caso.



Con el segundo informa que ha aprobado el proyecto que introduce modificaciones al decreto ley Nº 3.472, de 1980, que creó el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios (FOGAPE) (boletín Nº 4.363-03). (Véase en los Anexos, documento....2.).


--Pasa a la Comisión de Economía y a la de Hacienda, en su caso.



De la Comisión de Control Ético Funcionario de la Corte Suprema, que transcribe la resolución que ha dictado respecto de la denuncia efectuada por el Senador señor Ávila.



De la señora Contralora General de la República subrogante, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, acerca de la adjudicación de áridos para camino de Carahue.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, por medio del cual contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, respecto de las actividades de una secta ubicada en Santiago.



De la señora Ministra de Defensa Nacional, mediante el cual da respuesta a un oficio emitido en nombre del Senador señor Bianchi, sobre remuneración de los soldados conscriptos.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero responde un oficio expedido en nombre de la Senadora señora Alvear, atinente al Programa de Educación Emocional en la Gestión.



Con el segundo da contestación a un oficio remitido en nombre de la Senadora señora Matthei, referido al Liceo Politécnico de Salamanca.



De la señora Ministra de Justicia subrogante, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor García, con respecto a servicios de psiquiatría.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Eduardo Frei, en cuanto a los requisitos para optar a Programa de Agua Potable Rural.



Con el segundo responde un oficio emitido en nombre del Senador señor Horvath, acerca de camino en Lago Portales.



De la señora Ministra de Salud, con el que da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Naranjo, referido a negligencias médicas ocurridas el 2005.



De la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, mediante el cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de pavimentación en comuna de Tomé.



De la señora Ministra de Bienes Nacionales, con el que da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Horvath, sobre regularización de títulos de dominio.



Dos del señor Subsecretario del Interior:



Con el primero contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Eduardo Frei, atinente a los planteamientos de junta de vecinos de San Pablo.



Con el segundo responde un oficio remitido en nombre del Senador señor García, en cuanto a escuela “Santa Inés”.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, mediante el cual da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Navarro, acerca de mejoramiento de barrios de Tomé.



Del señor Subsecretario de Salud Pública, con el que responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Horvath, relativo a la planta de celulosa Nueva Aldea.



De la señora Subsecretaria de Bienes Nacionales, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Senador señor Espina, referido a Fundo Chumay.



De la señora Directora Nacional de Pesca, por medio del cual responde un oficio remitido en nombre del Senador señor Navarro, respecto de solicitud de concesión pesquera del sindicato de la caleta de Chome.



De la señora Secretaria General del Instituto de Normalización Previsional, mediante el cual da respuesta a un oficio dirigido en nombre del Senador señor Cantero, sobre jubilación que indica.



Del señor Secretario Ministerial de Vivienda y Urbanismo de la Segunda Región, por medio del cual da contestación a un oficio expedido en nombre del Senador señor Cantero, en cuanto a la construcción de dos edificios en Antofagasta.



Del señor Director del SERVIU Metropolitano, con el que responde los oficios emitidos en nombre de los Senadores señores Navarro y Prokurica referidos a la comuna de Tomé y a la entrega de subsidios habitacionales en Vallenar, respectivamente.



--Quedan a disposición de los señores Senadores.

Informe



Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, con el objeto de establecer la comunicación al Boletín Comercial de los incumplimientos graves de deudas alimenticias, penalizar el incumplimiento malicioso en el pago de pensiones alimenticias y otorgar competencia a juez que indica para conocer aumento, disminución o cese de la pensión alimenticia de menores (boletines Nºs 2.600-18, 3.093-18 y 3.619-18) (Véase en los Anexos, documento....3.).


--Queda para tabla.

Mociones



De los Senadores señores Orpis, Larraín y Longueira, con la que inician un proyecto de reforma constitucional que deroga el fuero parlamentario (boletín Nº 4.591-07). (Véase en los Anexos, documento....4.).


De los Senadores señores Coloma y Novoa, mediante la cual inician un proyecto de reforma constitucional sobre fecha de elecciones presidenciales (boletín Nº 4.592-07). (Véase en los Anexos, documento....5.).


De los Senadores señores Naranjo, Escalona y Muñoz Aburto, a través de la cual inician un proyecto de ley sobre reclamos por cobros de notarios, conservadores y archiveros (boletín Nº 4.593-07). (Véase en los Anexos, documento....6.).


--Pasan a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, con la que inician un proyecto de ley sobre salida de menores desde Chile (boletín Nº 4.594-07). (Véase en los Anexos, documento....7.).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Carta Fundamental, se manda poner en conocimiento de la Excelentísima Corte Suprema.



De los Senadores señores Muñoz Aburto, Escalona y Letelier, por medio de la cual inician un proyecto de ley que modifica el Código Aeronáutico en materia de transporte de pasajeros y sus derechos (boletín Nº 4.595-15). (Véase en los Anexos, documento....9.).


--Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.

Declaraciones de inadmisibilidad



Moción de los Senadores señores Larraín, Allamand, Coloma, Espina y Pérez Varela, a través de la cual inician un proyecto de ley sobre integración y obligaciones de la Comisión Nacional encargada de investigar las distorsiones en el precio de las mercaderías importadas y la aplicación de valores aduaneros, sobretasas y derechos compensatorios.


Moción de los Senadores señores Muñoz Aburto y Bianchi con la que presentan un proyecto de ley que modifica atribuciones de la Superintendencia de Casinos respecto a la operación de casinos en Puerto Natales.



--Se declaran inadmisibles por corresponder a materias de la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. La primera moción, en virtud de lo dispuesto en el inciso segundo y en el Nº 2º del inciso cuarto, ambos del artículo 65 de la Constitución Política, por referirse a tributos y determinar obligaciones del Primer Mandatario y de la Comisión. La segunda, de conformidad con lo preceptuado por el Nº 2º del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, al modificar atribuciones de la Superintendencia de Casinos.

Proyecto de acuerdo



De los Senadores señores Naranjo, Muñoz Aburto y Ominami, sobre condena al ensayo nuclear realizado por Corea del Norte (boletín Nº S 909-12). (Véase en los Anexos, documento....9.).


--Queda para el Tiempo de Votaciones de la próxima sesión ordinaria.
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

El señor LARRAÍN.- Pido la palabra, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- La tiene, Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- La Mesa declaró inadmisible la moción que presentamos un grupo de Senadores para revisar la situación de la Comisión Nacional de Distorsiones. Sabidas son las dificultades que a ésta  se le presentan para proteger las actividades nacionales, en especial la agrícola, de la invasión de productos que llegan subsidiados desde el extranjero. Por eso, esa situación necesita ser examinada.



Por lo tanto, pido al señor Presidente enviar, en nombre de los Senadores que suscribimos la moción, un oficio a la Presidenta de la República a los efectos de requerir su patrocinio para la iniciativa pertinente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se remitirá el oficio en la forma solicitada por Su Señoría.

El señor LARRAÍN.- Gracias, señor Presidente.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario para dar cuenta de lo resuelto por los Comités.

ACUERDOS DE COMITÉS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Los Comités, en sesión celebrada el día de hoy, acordaron unánimemente lo siguiente:



1. Tratar en tabla de Fácil Despacho de la sesión de mañana el proyecto que establece el Día Nacional del Teatro. En consecuencia, el señor Presidente lo anuncia reglamentariamente en este momento.


2. Respecto de la consulta formulada por la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento sobre el destino que debería darse a los oficios con que el Tribunal Constitucional pone en conocimiento del Senado los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad,  primero, no innovar el actual procedimiento aplicado por la Corporación a las comunicaciones del mencionado organismo -es decir, continuar acusando recibo de ellas-;  y, segundo, encomendar a la misma Comisión de Constitución que proponga el establecimiento de las normas tendientes a consagrar la idea contenida en su primera recomendación respecto de las iniciativas que modifican las Leyes Orgánicas Constitucionales tanto del Congreso Nacional cuanto del Tribunal Constitucional, correspondientes a los boletines 3.962-7 y 4.059-7, respectivamente.

V. ORDEN DEL DÍA

CREACIÓN DE DECIMOCUARTA REGIÓN DE LOS RÍOS 

Y PROVINCIA DE RANCO EN SU TERRITORIO

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre creación de la Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4049-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 21ª, en 7 de junio de 2006.


Informe de Comisión:


Gobierno, sesión 56ª, en 3 de octubre de 2006.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- El principal objetivo de la iniciativa es crear la Decimocuarta Región, denominada “de Los Ríos”.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió sólo en general el proyecto. Escuchó previamente a diversas entidades y organismos de Osorno y de Valdivia, y terminó por aprobar la idea de legislar sobre la materia por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Núñez, Orpis, Pérez Varela y Sabag, conforme al texto despachado en su oportunidad por la Cámara de Diputados, el que se consigna en la parte pertinente del informe.



Cabe tener presente que a una de las sesiones celebradas por la Comisión asistió el señor Ministro del Interior subrogante, quien dio algunas ideas que luego plasmó en una indicación, la que recoge varias de las sugerencias formuladas durante la discusión general. Su texto se transcribe también en el informe.



Los artículos 1º, 2º, 5º, 6º, 8º, 9º 10 y 13 permanentes y primero, segundo y tercero transitorios tienen rango de orgánico constitucional, por lo que requieren para su aprobación, hoy día, el voto conforme de veintidós señores Senadores.



Finalmente, es del caso destacar que esta iniciativa, cuando se discuta en particular, deberá ser analizada igualmente por la Comisión de Hacienda.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En la discusión general del proyecto, tiene la palabra el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, la Comisión, al igual como procedió respecto de la creación de la Región de Arica y Parinacota, resolvió, por la unanimidad de sus miembros, celebrar sesiones en la Región correspondiente -en este caso, la Décima-, para escuchar, el 6 de julio, a la comunidad de Osorno, y al día siguiente, a la de la provincia de Valdivia. 



Por lo tanto, el primer hecho que deseo dejar absolutamente claro frente a los señores Senadores es el esfuerzo de la Comisión para recibir de parte de quienes son los verdaderamente interesados en un proyecto de esta naturaleza -las organizaciones comunitarias y los ciudadanos- la mayor cantidad de información, datos y opiniones.



Por consiguiente, el trabajo de la Comisión, una vez de regreso a la sede del Congreso, en Valparaíso, fue procesar y analizar cada una de las posturas que las personas y dirigentes nos plantearon durante los dos días en que sesionamos en la Décima Región, ya sea en la ciudad de Osorno o en la de Valdivia. Creo que el ejercicio ahí desarrollado nos permitió a cada uno de nosotros tener una visión global de las necesidades que presentan las distintas Regiones del país y, en particular las provincias que visitamos.



En el informe que está en el escritorio de los señores Senadores aparece un detallado resumen de las posiciones que en esos días nos entregaron las organizaciones y los dirigentes. Pienso que, si uno puede sacar un común denominador de lo ahí planteado, necesariamente él debe coincidir con lo que en su oportunidad planteó la gente de la Primera Región, en especial la de las provincias de Arica y Parinacota: Chile es un país cultural, política y económicamente muy centralizado, donde las decisiones relevantes -incluso las medianamente importantes pasan por golpear puertas en la Región Metropolitana, y a nivel comunal, en las distintas instancias de gobierno. Esa realidad de centralismo ha motivado que muchas provincias y regiones estén hoy en día anhelando la profundización del proceso de regionalización, ante el cual podemos tener diferentes opiniones y visiones, pero que en todo caso, sin duda, es imprescindible abordar a la brevedad.



En tal sentido, uno de los mecanismos -tal como lo dijimos al debatir lo concerniente a Arica y Parinacota- es la creación de nuevas Regiones, y, por cierto, es opinable. Incluso, algunas de las personas mencionadas en estudios que recoge el informe han planteado, en otros ámbitos, la necesidad de establecer macrorregiones. Pero, la decisión política se ha inclinado por dar lugar a nuevas Regiones. Así, el Senado ya aprobó la creación de la Región de Arica y Parinacota y la Comisión de Gobierno, que presido, acogió por unanimidad la idea de crear la Región de Los Ríos, capital Valdivia. Ése es un hecho sobre el cual debemos empezar a trabajar a lo largo de esta sesión,…



--(Aplausos en tribunas).


… cuando vamos a votar en general el proyecto.



Señor Presidente, a diferencia de la Región de Arica y Parinacota, donde había una mayor comunión y unidad en las provincias que la integrarán, aquí nos encontramos con opiniones disímiles, distintas en Osorno y en Valdivia. Y como el propósito de esta sesión es votar la idea de legislar, en lo personal voy a hacer especial referencia al proyecto que aprobó la Cámara de Diputados, que es el que verdaderamente estamos discutiendo hoy,…



--(Aplausos en tribunas).


…toda vez que la indicación ingresada por el Ejecutivo a efectos de incorporar a Osorno debe ser analizada y debatida, de acuerdo con el Reglamento, en una sesión posterior y seguramente también al interior de la Comisión de Gobierno. 



Sin embargo, es cierto que la Comisión estudió esta materia en conocimiento de las indicaciones que fueron presentadas, primero, a través de una minuta, por el señor Ministro del Interior, don Belisario Velasco, y posteriormente, como aparece en el informe, por el Ministro del Interior subrogante, don Felipe Harboe. Pero a nadie escapa -y estoy seguro de que a ninguno de los miembros de la Comisión- que analizar la creación de la Región con la ciudad de Osorno o sin ella hace una diferencia importante y, sin duda, tenemos que examinar este punto con objetividad, seriedad, responsabilidad y apego a los datos.



Hoy, sí, queremos dejar absolutamente en claro -interpreto aquí a la Comisión y a mi bancada- que vamos a votar a favor de que exista la Región de Los Ríos, capital Valdivia. Ésa es una decisión que hoy esperamos ratificar aquí, en el debate del Senado. 



Esa decisión nace, principalmente, en la sesión que desarrollamos en la Municipalidad de Valdivia, el 7 de julio. Sin duda, todas las personas que ahí intervinieron y las distintas organizaciones que nos hicieron llegar sus antecedentes demostraron fehacientemente y más allá de toda duda que crear una Región con capital en Valdivia no es un mero anhelo ni la expresión de un sentimiento, sino también una necesidad fundamental para desarrollar esa zona. Se trata de una decisión política basada en estudios, en antecedentes, en características que sin duda hablan de su conveniencia.



Valdivia lleva mucho tiempo luchando por ser la capital de una Región. Y esa lucha está fundada en características muy claras, en antecedentes muy fidedignos en materia económica, geográfica, poblacional, que dan cuenta de una realidad que verdaderamente impone hoy día al Senado la aprobación del proyecto -ojalá- en forma unánime. 



Yo me quedo principalmente con las intervenciones que escuchamos ese día 7 de julio a las distintas organizaciones de Valdivia; pero no sólo con ellas, sino además con las opiniones provenientes de representantes del conjunto de comunas que en la actualidad conforman la provincia de Valdivia y, también, de las que integrarán en el futuro la provincia de Ranco. 



De todas y cada una de esas intervenciones se desprende con claridad la existencia de actividades que hacen viable una Región: como la agrícola, forestal, ganadera, universitaria, de servicios. Y ello, en términos objetivos, basado principalmente en un estudio realizado por la Universidad Católica -en particular, de su Instituto Geográfico; el cual también se encuentra mencionado en el informe que Sus Señorías tienen sobre sus escritorios- que establece con nitidez que la provincia de Valdivia reúne todas las características que se pueden hacer exigibles a una Región. 



Es más, dicha provincia -y cuando me refiero a ella lo hago también considerando a la de Ranco- presenta hoy día mejores condiciones y mayores particularidades de Región que, incluso, seis o siete de las actuales. 



Ése no es un dato menor que pueda dejarse por completo de lado a fin de avanzar en algo fundamental para nuestro país: la profundización del proceso de regionalización. Para lograr un avance sostenido en materia de descentralización debemos tener absolutamente claro los elementos relativos a la identidad y al ámbito geográfico donde desarrollan su vida nuestros conciudadanos. Y no hay duda de que en la provincia de Valdivia éstos se encuentran presentes con largueza. 



Así nos los hicieron ver el día 7 de julio distintas organizaciones. Y, de igual manera, lo hemos constatado a través de diferentes estudios que hemos tenido sobre la mesa con el propósito de resolver el tema que hoy día nos convoca. 



Pero con la misma fuerza, señor Presidente, señalo que debemos tener presente que la sola creación de la Región de Los Ríos no solucionará los problemas de la gente de Valdivia. Por eso, es muy importante que el Protocolo de Acuerdo firmado por la Comisión de Gobierno con el Ejecutivo sea también aplicado a dicha Región, en el sentido de que haya un nuevo diseño institucional y un traspaso de competencias. 



Nosotros anhelamos que los valdivianos tengan una nueva Región, pero que sea moderna, dinámica, con competencias, facultades y recursos. No deseamos condenarla a los mismos problemas que experimentan las distintas Regiones del país, las cuales siempre deben estar mirando y golpeando las puertas de Santiago. 



Ése debe ser nuestro principal esfuerzo y preocupación, el cual debe llevarnos hoy a la convicción de que estamos dando un paso adelante en materia de descentralización y en el proceso de regionalización en que se encuentra nuestro país. 



En definitiva, se trata de crear una nueva Región, pero que tenga las competencias necesarias, las facultades, los recursos que le permitan en verdad ser dueña de su propio destino. 



A eso invito a los señores Senadores hoy día: a analizar y votar a favor la creación de la Región de Los Ríos, capital Valdivia, que, a mi juicio, representa un importante paso. 



Como expresé hace algunos momentos, el tema de Osorno debe ser también motivo de un profundo análisis y de una reflexión muy a fondo, para ver si estamos resolviendo bien el problema o estamos adosando a la nueva Región un territorio en el cual primarán siempre ciertas incompatibilidades. No tengo juicios formados sobre el particular. Sólo llamo a una reflexión y a un estudio en profundidad, para resolver bien la materia que hoy tenemos sobre nuestros escritorios.



Señor Presidente, la Región de Los Ríos, con Valdivia como capital, va a contar sin duda con nuestros votos. El análisis pormenorizado de lo relativo a la incorporación de Osorno, a nuestro juicio, merece una mayor reflexión.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Ministro del Interior.

El señor VELASCO (Ministro del Interior).- Señor Presidente, señores Senadores, el proyecto de ley que crea la Decimocuarta Región, denominada “de Los Ríos”, y la provincia de Ranco en su territorio fue aprobado ya por la Honorable Cámara de Diputados e informado por vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización para su discusión en general, que es la que nos ocupa.



El texto que la Sala conoce hoy es el aprobado por la Cámara Baja, que consideró la creación de la Región de Los Ríos, conformada por las provincias de Valdivia y de Ranco.



Ya durante la discusión en la otra rama del Congreso, y en el marco del amplio proceso de consultas que se llevó a cabo con motivo de la tramitación del proyecto, fue tomando fuerza la idea de incorporar la provincia de Osorno en la nueva Región de Los Ríos, principalmente por la complementaria vocación productiva y de desarrollo que ésta conjuga con las de Valdivia y de Ranco.



A partir de lo anterior, y frente a la evidencia de los antecedentes que demostraban que esta nueva composición significaría la creación de una Región con dimensiones y fortalezas que permitirían imprimirle mayor potencia, en aras del desarrollo y descentralización del país, el Ejecutivo tomó la decisión de enviar una indicación que incorporaba la provincia de Osorno a la Región de Los Ríos.



Pese a que el Reglamento del Senado establece que la oportunidad para el estudio de las indicaciones es durante la discusión en particular, la decisión de los Senadores de la Comisión de conocer la voluntad del Gobierno nos llevó a presentar un conjunto de indicaciones que dan cuenta de la Región que queremos construir, a fin de facilitar el análisis y aprobación de este proyecto tan relevante.



El Ejecutivo cumplió con lo solicitado por los Senadores de la Comisión de Gobierno y, ratificando lo acordado después de escuchar y conversar con organizaciones y autoridades representantes de las provincias de Valdivia y de Osorno, elaboró y presentó formalmente las indicaciones que proponen la incorporación de la provincia de Osorno (manteniendo las de Valdivia y Ranco ya contenidas en el texto de la iniciativa) y las demás adecuaciones a la estructura institucional de la nueva Región.



Por lo expuesto, el proyecto debe entenderse como un todo: lo aprobado por la Cámara de Diputados más las indicaciones que el Ejecutivo presentó en vuestra Comisión de Gobierno. Ése es el compromiso y ésa es la voluntad del Ejecutivo.



Lo anterior, sin perjuicio de futuras indicaciones que pudieran ser formuladas tanto por el Gobierno como por los señores Parlamentarios durante el trámite legislativo.



La iniciativa sometida a vuestro conocimiento, que, como ya se ha dicho, será distinta una vez que se le incorporen formalmente las indicaciones ya presentadas por el Ejecutivo, crea la Decimocuarta Región, denominada “de Los Ríos”, con Valdivia como capital regional, conformada por las provincias de Valdivia, capital Valdivia, y de Ranco, capital La Unión. Las indicaciones agregan a esta Región la provincia de Osorno, que íntegra pasa a ser parte de aquélla.



La estructura de la nueva Región propuesta establece la institucionalidad correspondiente en las áreas de gobierno interior (intendencia, gobernaciones), de administración regional descentralizada (gobierno regional) y de administración pública nacional desconcentrada (secretarías regionales ministeriales y direcciones regionales de servicios públicos), disponiendo, al efecto, la creación o adecuación de las plantas de personal respectivas.



El proyecto también se hace cargo de la nueva distribución territorial regionalizada de instituciones como el Servicio Electoral y el Ministerio Público, así como de la adecuación jurisdiccional de la administración de justicia (tribunales ordinarios penales y civiles, tribunales de familia, juzgados laborales).



Por otra parte, se dispone que el gobierno regional de Los Lagos deberá transferir al de Los Ríos, a título gratuito, el dominio de los bienes inmuebles de su propiedad que se encuentren situados en el territorio de la nueva Región y, además, establece el traspaso de los créditos y obligaciones contraídos por el gobierno regional de Los Lagos que incidan en el territorio de la nueva Región.



Se establece que la ley entrará en vigencia el primer día hábil del mes de enero del año siguiente al de su publicación, fecha a contar de la cual se nombrará al Intendente de la Región de Los Ríos y al Gobernador de la provincia de Ranco.



Asimismo, en el proyecto se regula el establecimiento del primer consejo regional, que se integrará inicialmente con los actuales consejeros representantes de las provincias constitutivas de la nueva Región, disponiéndose que durarán en sus cargos por el tiempo restante hasta completar el período legal de cuatro años.



Otra norma transitoria establece que en la Ley de Presupuestos correspondiente al primer año de vigencia de esta nueva normativa se deberá considerar el primer presupuesto del gobierno regional de Los Ríos, tanto en lo relativo a gastos de funcionamiento como a inversión regional. En forma adicional, se dispone que la creación de la nueva Región no implicará reducción para las restantes Regiones de los ingresos que les correspondan al año de aprobación de esta ley por concepto del 90 por ciento del Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Asimismo, se establece que los fondos de la Región originaria de Los Lagos se distribuirán entre ésta y la nueva Región de Los Ríos.



A la vez, se faculta al Presidente de la República para que, mediante decretos con fuerza de ley, modifique las plantas de personal de todos los Ministerios y servicios públicos correspondientes, a fin de dotar a la nueva Región y provincias de los recursos humanos necesarios para su administración.



Se dispone que, en tanto no se instale en la nueva Región de Los Ríos la institucionalidad nacional desconcentrada (seremis y direcciones regionales), los órganos correspondientes de la Región de Los Lagos continuarán cumpliendo las respectivas funciones en ambas Regiones.



A la vez, el proyecto asigna al Ministerio del Interior, a través de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, el rol de coordinación y asesoría tanto a las autoridades de la Región originaria que traspasan funciones como a las que las asumen en la nueva Región.



Finalmente, pese a que, como ya se explicó, no es la oportunidad para conocer de ellas, pero ante lo importante que resulta para los señores Senadores tomar su decisión con la mayor información posible, quiero hacer referencia a las modificaciones que introducirán a la iniciativa que conoce la Sala las indicaciones presentadas por el Ejecutivo, y que terminarán siendo parte de su contenido.

Incorporación de la provincia de Osorno en la Región de Los Ríos



Se hacen todas las adecuaciones necesarias al texto para incluir a esta provincia de manera íntegra dentro de la estructura de la nueva Región, manteniéndose a Valdivia como capital regional. La nueva Región se estructurará con las provincias de Valdivia, de Ranco y de Osorno.



La provincia de Valdivia estará conformada por las comunas de Valdivia, Mariquina, Lanco, Los Lagos, Corral, Máfil y Panguipulli. Su capital será Valdivia.



La provincia de Ranco estará constituida por las comunas de La Unión, Paillaco, Futrono, Río Bueno y Lago Ranco. Su capital será La Unión.



La provincia de Osorno estará conformada por las comunas de Osorno, San Pablo, Puyehue, Río Negro, San Juan de la Costa, Purranque y Puerto Octay. Su capital será Osorno.

Relocalización de seremías y servicios públicos en las provincias



Como una manera de contribuir a la descentralización al interior de la Región, se facultará de manera expresa  al Ministerio del Interior para instalar las diversas seremías y servicios públicos regionales, no sólo en la capital regional, sino también en algunas de las comunas de las tres provincias. Ello se hará conforme a los criterios de equilibrio, potencialidad y funcionalidad de las comunas con respecto al servicio o secretaría que se relocalice y, en forma simultánea, asegurando una gestión eficiente, eficaz y adecuadamente desconcentrada de los órganos que integran la Administración Pública regional.

Adecuaciones a las plantas de personal



Como consecuencia de la nueva estructura regional propuesta,  se realizan las consiguientes adecuaciones a las plantas de personal y cargos de los servicios administrativos del gobierno regional.

Modificación de distribución de tribunales de justicia



Obviamente, bajo el nuevo marco regional y provincial,  deben efectuarse adecuaciones a las disposiciones del texto referentes a la redistribución de los tribunales de justicia en la Región.

Aspectos electorales



Si bien el Gobierno reitera su opinión en orden a que los aspectos de índole netamente electoral debieran quedar resueltos y definidos en el nuevo cuerpo legal que reforme de manera completa nuestro sistema electoral, no es menos cierto que la creación de una nueva Región implica que en ella se deba proyectar una estructura electoral que permita a los ciudadanos de su territorio tener su correspondiente representación política y ejercer debidamente su derecho a sufragio.



Por consiguiente, se han formulado indicaciones en materia electoral con los siguientes objetivos: 



Que las dos circunscripciones senatoriales que hoy corresponden a la Región de Los Lagos se distribuyan de la siguiente forma:



-Que la comúnmente denominada "Décima Norte" quede conformada por los distritos electorales 53º, 54º y 55º, todos los cuales, a su vez, corresponderán a la nueva Región de Los Ríos.



-Que la comúnmente llamada "Décima Sur" esté constituida por los distritos electorales 56º, 57º y 58º, todos los que, a su vez, corresponderán a la Región de Los Lagos.



Como consecuencia de lo anterior, se ha hecho necesario, entonces, modificar también la conformación de los distritos electorales números 55º y 56º. Ello, porque el actual distrito 56º, producto de la nueva estructura regional, quedaría integrado por comunas pertenecientes a regiones distintas, ya que cuatro de sus actuales comunas (Puyehue, Río Negro, Purranque y Puerto Octay) corresponden a la provincia de Osorno y, por lo tanto, pasarán a formar parte de la Región de Los Ríos, mientras que las otras cinco (Fresia, Frutillar, Llanquihue, Puerto Varas y Los Muermos) son parte de la provincia de Llanquihue y seguirán en la Región de Los Lagos.



Por tal motivo, mediante indicación, se modifica la conformación tanto del distrito 56º como del 55º.



El distrito 56º quedará conformado por las cinco comunas que permanecen en la Región de Los Lagos, mientras que en el 55º se suman a sus actuales tres comunas (Osorno, San Juan de la Costa y San Pablo) las otras cuatro de la provincia de Osorno, que pasan a integrar la nueva Región de Los Ríos.



Señor Presidente, han pasado más  de 30 años desde la creación de las actuales Regiones. Desde el primer minuto, las comunidades de la zona hicieron ver algunas discrepancias con la estructura propuesta. El Ejecutivo y el Congreso han recogido este anhelo y escuchado a las organizaciones y actores de la Región, lo que, junto a diversos estudios, constituye la base de lo que hoy discutimos.



Estamos planteando un proyecto que recoge aspiraciones para mejorar nuestra estructura regional. Ésta no es una iniciativa que privilegie una visión por sobre otras. Se trata de un esfuerzo de todos los sectores, consensuado, que, en nuestra opinión, ha dado como resultado la mejor Región de Los Ríos para el país y para la propia Región, lo que naturalmente no constituye un dogma y es perfectible por el mérito de la discusión y por la vía de las indicaciones.



La tarea de hoy, pues, consiste en cómo hacemos de la nueva Región, con Valdivia, Ranco y Osorno, una sola gran Región.



Gracias, señor Presidente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Frei.

El señor LONGUEIRA.- Perdón, señor Presidente, pero quiero plantear una cuestión de Reglamento.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor LONGUEIRA.- ¿Es posible abrir la votación del proyecto, si  hay acuerdo en la Sala?

 El señor NARANJO (Vicepresidente).- No existe acuerdo, señor Senador.

El señor LONGUEIRA.- ¿No hay acuerdo?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- No.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor SABAG.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor NARANJO (Vicepresidente).- ¿Es un asunto de Reglamento, señor Senador?

El señor SABAG.- Sí, señor Presidente.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

El señor SABAG.- Estoy totalmente de acuerdo con la proposición del Senador señor Longueira, porque hay muchas Subcomisiones de Presupuestos citadas para las seis. Como es posible que la discusión de esta iniciativa se extienda más allá de esa hora, me parece del caso que por lo menos dejemos consignada nuestra votación.

El señor NARANJO (Vicepresidente).- Ya se solicitó el acuerdo y hubo oposición. Más tarde volveremos a insistir.



Tiene la palabra el Honorable señor Frei.

El señor FREI (don Eduardo).- Señor Presidente, quiero expresar mi profunda satisfacción por la pronta aprobación del proyecto de ley que crea la Región de Los Ríos. Se cumple así un anhelo de más de treinta años, se repara una injusticia histórica y se recupera la identidad que siempre caracterizó a la provincia de Valdivia.



En tal sentido, me parece importante destacar el esfuerzo que realizaron los valdivianos para organizarse y dar forma a este sueño, en el cual la sociedad civil ha tenido un rol protagónico.



Valoro enormemente que no se hayan quedado en las palabras y en el reclamo permanente, sino que hayan sido capaces de presentar propuestas y estudios para demostrar la desmejorada situación en que quedaron luego de la reforma de 1974. 



La Región quedó definida a mediados de la década del 60, cuando se creó la Oficina de Planificación Nacional, que encabezaron Jorge Ahumada, autor de "En vez de la miseria", y Álvaro Marfán. En ese libro se señalaba la regionalización como una de las cuatro razones  por las cuales Chile seguía siendo un país subdesarrollado. Ahí se crearon las macro regiones.



Originalmente, esta Región era parte de La Araucanía, más las provincias de Osorno y Valdivia. En 1968 se estructuró con las dos provincias, situación que se mantuvo hasta 1974.



Debo resaltar la labor desarrollada por la Confederación de Gremios, Colegios Profesionales e Instituciones de Bien Público para el Desarrollo de la Provincia de Valdivia; la Universidad Austral; la Fundación Pedro de Valdivia; la Confederación para el Desarrollo de la Provincia de Valdivia (CODEPROVAL), y, fundamentalmente, el Comité Nueva Región, entre otras muchas organizaciones.



En lo personal, también me siento partícipe -por cierto, en menor medida- en la  gestación de esta iniciativa, y por eso soy partidario de la Región de Los Ríos.



En 1997, en mi calidad de Presidente de la República, promulgué tres instructivos para ordenar el inicio de procesos especiales de desconcentración.



Tales medidas, que marcaron un hito en la lucha por la creación de la nueva Región, no salieron de la nada. Un año antes mi Gobierno solicitó a los consultores Dockendorff, Boisier y Marinovic un informe sobre la demanda de Valdivia para conformar una Región aparte de la de Los Lagos. En ese estudio se planteó la conveniencia de ampliar el rango de competencias y atribuciones de las provincias y de su autoridad política, lo que finalmente se tradujo en dichos instructivos.



De paso logramos otorgar un soporte institucional al acuerdo público que previamente alcanzaron la Gobernación de Valdivia y CODEPROVAL, el cual dio origen a la Agenda Pactada de Desarrollo, que permitió definir un plan de trabajo a los efectos de concretar programas y proyectos prioritarios para la provincia. Algo similar se produjo después en la provincia de Osorno con la Agenda Estratégica de Desarrollo, que comenzó a funcionar el 2004.

Región de Los Ríos: un aporte a la regionalización



Pero todos esos procesos, que también se fueron dando durante mi Administración, van acompañados de un conjunto de estudios que avalan su viabilidad.



Largo sería enumerarlos, pero en todos ellos se concluyó que la división regional era el camino adecuado para resolver las dificultades surgidas siempre al implementar políticas públicas para el desarrollo económico y social de la Región de Los Lagos, dada la heterogeneidad de sus provincias.



Estoy convencido de que la regionalización es un proceso necesario para Chile y clave para su futuro. No podemos hablar de modernización del Estado sin atacar frontalmente el centralismo, fenómeno que ha condicionado negativamente el progreso de nuestro país.



Precisamente, desde el principio asumí esta iniciativa como una oportunidad para reinstalar una discusión, necesaria y pendiente, sobre la regionalización y su relación con el desarrollo regional, que el país debe realizar con urgencia.



La regionalización es vital para reforzar una dinámica de desarrollo y crecimiento económico. Los países avanzan cuando deciden dar a sus regiones y provincias mayor autonomía, así como también las herramientas legales, administrativas y financieras -que es muy importante- para adoptar sus propias decisiones.

Necesidad de debate abierto y respetuoso


Debemos enfrentar la iniciativa sobre la Región de Los Ríos con espíritu abierto. Para cumplir este objetivo, es fundamental que la discusión sea llevada con altura de miras, en forma reflexiva y respetuosa. Un grupo humano no puede avanzar si no tiene la capacidad de dialogar con quienes piensan distinto y de tolerar otras opiniones tan válidas como la propia. Una sociedad moderna se construye a partir de la diversidad y propiciando los acuerdos.



Estamos frente a un tema país que nos brinda la oportunidad de hacer algo distinto a lo ya conocido y que, si lo conducimos en forma adecuada, puede resultar en un modelo a aplicar en futuras iniciativas de este tipo o en la gran reforma regional que Chile debe encarar en el corto plazo.



Por eso, no puedo obviar que en numerosas ocasiones me han causado desagrado las continuas y permanentes descalificaciones que han proliferado durante la tramitación del proyecto. Muchas veces hemos asistido a un debate estéril, pobre en ideas e irreflexivo, que no les hace bien ni a los valdivianos ni a los osorninos y que está muy lejos del espíritu que animó a las personas que se dedicaron durante años a trabajar por la nueva Región. Esta iniciativa requiere -y la ciudadanía lo merece- una discusión que enriquezca y no empobrezca, que sume y no reste.



Por ello, advierto sobre la necesidad de aumentar los niveles de cooperación y diálogo, y de rechazar la tendencia a trabajar cada uno por su lado, buscando perjudicar a la contraparte.



En lo personal, no voy a caer en ese juego, y menos perderé el tiempo en responder a quienes han intentado desprestigiarme al atribuirme la intención de crear una Región de acuerdo con mis intereses personales. La ciudadanía me conoce y sabe que ése no es mi estilo. En cada una de las funciones que he ejercido como servidor público, siempre he buscado el bien superior del país y de su gente. Y así lo hice permanentemente durante la campaña senatorial y en los foros y seminarios que organizamos a lo largo de ella.

Valdivia y Osorno


Por eso -y aprovecho de hacer alusión al principal motivo de discordia en el proyecto-, siempre fui partidario de que la Región de Los Ríos estuviera integrada por las provincias de Valdivia y Osorno completas, sin perjuicio de crear una tercera. Lo dije desde el principio y hoy lo mantengo.



Hemos recibido las indicaciones del Ejecutivo, que explicitó en esta sesión el señor Ministro del Interior. Como señalé, soy gobiernista todos los días y en todo momento, no sólo cuando me conviene. Por lo tanto, voy a apoyar esta iniciativa y las indicaciones suscritas por la Presidenta de la República.



--(Aplausos en tribunas).


Esto no es un capricho personal. Soy un convencido de que las particularidades de cada una de sus provincias le darán mayor potencialidad a esta nueva unidad territorial, porque contará con una base económica diversificada, especializada y orientada al comercio internacional, lo que constituye un sólido pie para cimentar su futuro. Las provincias de Osorno, Valdivia y Lago Ranco en una misma Región posibilitarán que la Región de Los Ríos tenga una base productiva de primer nivel. A saber:

· Una industria forestal consolidada.

· Un sector agropecuario moderno y especializado.

· Una industria pecuaria que concentra más del 90 por ciento de la masa ganadera de Chile.

· Un sector lechero líder en el país.

· Un desarrollo industrial con vocación marítima (pesca artesanal, industria conservera y de elaboración de harina de pescado, industria naval para la fabricación de barcos y embarcaciones relacionadas con las actividades pesquera, turística y comercial).

· Una potente base científica.

· Una industria turística de primer nivel (hoteles, restoranes, cruceros, termas y, ahora, también casinos de juego).

· Facilidades para la integración binacional a través de enlaces terrestres y portuarios, y

· Una infraestructura consolidada que debemos potenciar. Y para eso estamos trabajando, especialmente en el puerto de Corral y en los corredores bioceánicos, que son fundamentales para su desarrollo.



Además, se permitiría a la nueva Región tener centros de educación superior comprometidos con su desarrollo. Se trata de universidades que se han convertido en factores determinantes para el desenvolvimiento local; que han establecido lazos permanentes con su comunidad y el mundo empresarial; que pueden prestar apoyo científico y tecnológico, y que cuentan con capacidad para realizar estudios y otorgar asesorías a organismos públicos y privados.



Por ultimo, la Región poseería una malla urbana capaz de entregar eficientemente a todo el espacio geográfico los servicios económicos y sociales requeridos por la población y los sistemas productivos.



Diversos estudios demuestran que ésas son razones más que poderosas para incluir también a Osorno en la nueva Región.



Sinceramente, sostengo que los motivos que he descrito en forma breve son los que explicitamos -como mencioné recién- en el curso de la campaña, en foros, en seminarios y a través de todos los medios de comunicación.

Un llamado a pensar en el futuro


Aclarado ese punto, como es mi costumbre, centraré mi análisis en los temas del futuro. Mi invitación es a hacernos cargo de la próxima realidad regional y a entrar a una discusión de fondo con respecto a las capacidades organizacionales y de gestión que le vamos a dar a la nueva Región a los efectos de que efectivamente sea una herramienta de progreso para la zona.



En tal sentido, creo que tenemos tres desafíos inmediatos.



En primer lugar, alcanzar un acuerdo acerca del sistema institucional que vamos a implementar en la futura Región de Los Ríos. Aspiro a una radical innovación en cuanto a la naturaleza, función, ubicación y acción de los organismos regionales y provinciales, y a que se transfiera competencia desde el nivel central y desde los distintos servicios públicos al nuevo gobierno regional. No queremos que se repita lo que pasa en casi todas las Regiones de Chile, donde crece y crece la capital regional y el resto de las comunas, sobre todo del interior, quedan sumidas en el atraso permanente. Deseamos luchar contra el centralismo nacional, pero también contra el centralismo regional. Y eso tiene que transmitirse en el nuevo proyecto.



En segundo término, se trata de una función propia de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo. Debemos colaborar en la confección de un Plan Estratégico que permita la puesta en marcha de la gestión del gobierno de Los Ríos y de los diversos organismos regionales.



Y el tercer desafío -a mi juicio, es lo más relevante-: una Estrategia de Desarrollo Regional y un Plan Maestro de Inversiones. A cada Región le corresponde formular una visión estratégica de su desarrollo y cumplir un papel a partir de sus capacidades en la estrategia país.



Queremos que esa estrategia sea integradora; que represente a todos los actores -sociales, políticos, económicos, universitarios-, y, sobre todo, que nazca de la misma Región. Y, además -no hemos escuchado un debate al respecto en el último tiempo; tampoco lo hubo durante la tramitación de esta iniciativa-, debe determinarse qué recursos vamos a necesitar para la implementación de la Estrategia de Desarrollo Regional y del Plan Maestro de Inversiones. Sin recursos nuevos no hay posibilidades de realizarlos.



Por eso, me parece importante y -yo diría- casi obligatorio elaborar un Programa Público de Inversiones en la Región, que detalle el conjunto del gasto público a efectuar en ella y las iniciativas de inversión. Y en esa línea estamos trabajando con los Ministerios de Obras Públicas y de Vivienda, más el gobierno regional actual, para elaborar los convenios de programación que aseguren el cumplimiento del Plan Estratégico.



Como expuse anteriormente, llegó el momento de mirar hacia el futuro. Quiero una Región de Los Ríos potente, innovadora, integradora; que sea ejemplo de descentralización, y, por sobre todo, que cumpla los sueños de los miles de personas que durante años trabajaron para hacer realidad ese anhelo.



Estoy seguro de que dentro de poco esa aspiración será concretada. Y en este desafío y bajo un espíritu constructivo, todos los habitantes de mi Región y de mi país contarán siempre con mi colaboración y mi apoyo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Solicito autorización para que ingrese al Hemiciclo la Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, señora Claudia Serrano.



--Se accede.
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Pido la aquiescencia de la Sala para abrir la votación.



Acordado.



Se comenzará con los oradores inscritos y luego se proseguirá por orden alfabético.



En votación nominal.



--(Durante la votación).
El señor NARANJO (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, sería impensable iniciar estas palabras sin mencionar con emoción y respeto a tantos hombres y mujeres -algunos, presentes en esta Sala, y otros, de seguro, atentos al debate desde el más allá- que durante muchos años dedicaron laboriosos, tenaces e inteligentes esfuerzos para la creación de una nueva Región en la actual Región de Los Lagos.



Los países progresan cuando logran movilizar las energías de todos sus miembros, cuando los asuntos públicos dejan de ser una parcela amurallada e infranqueable de algunos políticos o de algunos expertos, para incorporar la fuerza vital, la inteligencia, las experiencias de vida del tejido social. 


Tras este proyecto de creación de una Región hay una experiencia inédita de extraordinario espíritu cívico. Creo que nuestra primera obligación es reconocerlo de esa manera.



Hay muchas definiciones de “región”. Una de ellas establece que es “un territorio organizado, estructuralmente complejo, dotado de identidad y que conforma una unidad territorial con características geográficas e intereses económicos, sociales y culturales relativamente semejantes”. Ésta me parece una buena definición.


Pero la mejor es la que dice que las regiones no son realidades “susceptibles de encontrarse en la naturaleza como un producto terminado, ni son solamente el resultado de la voluntad y de la fantasía humana”, sino “una obra política colectiva”. Y la futura Región de Los Ríos es precisamente eso: una obra política colectiva de gran envergadura.



Hace unas semanas, cuando debatimos en esta Sala la justificación de la división de la Primera Región, diversos señores Senadores plantearon argumentos de gran peso en términos de cómo abordar esta discusión. En particular, tengo presentes las opiniones del Honorable señor Núñez, quien hacía ver dos cosas que me parecen de extraordinaria importancia.



La primera, que no se justifica una división regional si se apoya sólo en las deficiencias de la actual institucionalidad. Porque, si fuera así, habría que dividir todas las Regiones.



Y la segunda, que, por lo mismo, tampoco al país le conviene una cascada de divisiones regionales que termine por desmembrar el territorio. A ello hizo alusión también el Senador señor Gazmuri.



Con esas dos premisas sobre la mesa, comienzo mi intervención justificando plenamente la creación de la Región de Los Ríos.



Hay a lo menos cuatro razones fundamentales que avalan esta iniciativa.



La primera tiene que ver con lo que se ha denominado “desajuste de origen”. La actual Región es extraordinariamente extensa; carece de trayectoria histórica y de una identidad política común; tiene grados de heterogeneidad productiva que superan los umbrales aconsejables y alberga hoy día prioridades de desarrollo que, desde la lógica de las políticas públicas, anticipan conflictos que debieran evitarse.



Quienes apoyamos el proyecto estamos convencidos de que, más allá de los perfeccionamientos que haya que hacerle a la institucionalidad, la extensión territorial, la asimetría de intereses, la heterogeneidad productiva de la actual fisonomía de la Región, en definitiva, se van a transformar en un obstáculo para su desarrollo.



Pero no sólo eso. Hay un gran esfuerzo social en todos los ámbitos tras esta iniciativa. En el plano de los Gobiernos, tanto el del ex Presidente Lagos como el de la Presidenta Bachelet han hecho suyos este proyecto. Incluso en 1982 el propio Gobierno militar estaba pensando en una división regional.



Se trata de un esfuerzo que quiero destacar, y espero tener todo el tiempo para ello.



En 1977, ya surge el primer Comité de la Nueva Región, presidido por don Guillermo Lunecke, que -¡atención!- incorporaba a representantes de Valdivia, Osorno y La Unión. 



El actual Comité se formó en 1990 bajo la presidencia de ese ciudadano ejemplar, alma y corazón de la organización, don Raúl Basso. Y también existe el Comité Femenino, encabezado por doña Silvia Oyarzún.



Además, cabe mencionar el documento Conflictos Regionales y Políticas Públicas, que dio lugar a la llamada “Agenda Pactada”, la que constituyó un esfuerzo inédito de cooperación público-privada entre funcionarios del Gobierno y la CODEPROVAL (Corporación para el Desarrollo de la Provincia de Valdivia).



Desde el punto de vista de los organismos regionales, resalto lo hecho recientemente por el CORE de Los Lagos, que se manifestó a favor de la división regional, y el trabajo de la Asociación Provincial de Municipalidades de Valdivia.



Sobre esto último, hago presente que todos los alcaldes han trabajado con un fervor y una cohesión absolutamente notables. En este aspecto, tengo la obligación de destacar la figura del alcalde de Valdivia, don Bernardo Berger, porque debo manifestar que he vivido -¡iba a decir “he sufrido”…!- en carne propia su apoyo comprometido, laborioso, infatigable e insistente en favor de esta nueva Región.



En cuanto al ámbito parlamentario, señor Presidente, cómo no hacer una referencia en la Sala a don Gabriel Valdés. El ex Presidente del Senado,…



--(Aplausos en tribunas).

…a quien, estoy seguro,…



--(Aplausos en tribunas).
…le gustaría estar entre nosotros para empujar esta iniciativa, fue pionero de ésta, al igual que otros señores Parlamentarios, como los ex Senadores Larre y Cariola, los ex Diputados Juan Enrique Taladriz y Exequiel Silva, y los Diputados Roberto Delmastro, Enrique Jaramillo, Gastón Von Muhlembrock y Alfonso de Urresti.



Todos ellos…



--(Aplausos en tribunas).

… han demostrado que estamos frente a un objetivo transversal, que no se ajusta a los alineamientos normales de Gobierno y Oposición.



En tercer término -y algo mencionó al respecto el Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización-, aquí hay un conjunto de antecedentes técnicos que avalan fundadamente la creación de esta Región. 


En mi opinión, sin duda el principal se relaciona con el texto Diagnóstico y propuesta metodológica para modificar la división político administrativa del país, estudio realizado por la Universidad Católica. ¿Cuál es su mérito? Plantear una metodología global para analizar cuándo se justifica la división regional, la división provincial y, eventualmente, la creación de comunas. Mediante un grupo de indicadores de gran nivel, se establece una estandarización, una serie de parámetros, y se crea el índice de evaluación de creación de una Región (IECR).



¿Qué señala ese índice sobre la futura Región? Que incluso, si sólo estuviera conformada por la provincia de Valdivia, se hallaría por sobre el promedio de las Regiones. En consecuencia, es plenamente viable. 



--(Aplausos en tribunas).



Por último -y algo ya se señaló al respecto-, nos encontramos ante una Región por completo autosustentable en los ámbitos productivo y económico. 


Y no solamente eso: en cuanto a su superficie, sería una Región más grande que la Metropolitana o la Sexta o la Quinta, casi del tamaño de Bélgica. Desde el punto de vista de la población, se hallaría más o menos entre la Octava o la Novena Región. Bajo la óptica productiva, podría efectuar una contribución gigantesca al esfuerzo que Chile debe enfrentar, como potencia agroalimentaria, forestal y como foco de desarrollo del turismo, el cual no será el tradicional, dado que apuntará al denominado “turismo de intereses especiales”. Y -¡atención!- esta zona ya ha incursionado en él, pues en la actualidad una de cada cuatro personas que visitan parques nacionales lo hacen precisamente en los de nuestra Región.



Por supuesto que la Región tiene desafíos. El más importante, sin duda, es el de la conectividad. Necesitamos desarrollar corredores bioceánicos y que el puerto de Corral sea de envergadura, ya que no se justifica la inexistencia de un puerto entre San Vicente y Puerto Montt.



Debemos lograr que dicha conectividad se despliegue desde el sur (La Unión) y también desde el norte (Valdivia). Tenemos que desarrollar el paso Huahum, que es el más bajo de toda la frontera con Argentina. 



En definitiva, la futura Región será plenamente sustentable.



En cuanto a la incorporación de Osorno, en forma breve, deseo expresar mi coincidencia, primero, con que tiene que mantener su integridad territorial, y segundo, con que siempre debió estar abierta -como ocurre hoy día- la posibilidad de su incorporación.



Yo soy de los que creen que la integración de Osorno a la nueva Región, en la medida en que se le garantice, con un nuevo esquema institucional, que los recursos se van a administrar de manera equilibrada, es sin duda un aporte al fortalecimiento de esa zona.



Y quiero hacer un pequeño giro al sugerir pensar la nueva Región en forma un poco distinta.



Cuando discutimos un proyecto similar acerca de la Primera Región, pensamos mucho en qué ganaba ella con la división. Del mismo modo, al meditar acerca de la futura Región de Los Ríos, hemos analizado qué ganan Valdivia, Ranco y Osorno con esta división.



Sin embargo, quiero invitar al Senado a un pensamiento diferente: ¿por qué no reflexionar por un segundo sobre qué gana Chile con esta nueva Región? 



Yo pienso que gana a lo menos cuatro cosas extraordinariamente importantes.



Primero, la nueva Región es un momento políticamente originario. En consecuencia, sí podemos, a partir de la relocalización de servicios públicos, del otorgamiento de  nuevas atribuciones, empezar a derrotar a ese monstruo de tres cabezas que es el centralismo, el cual no sólo genera tensión entre Santiago y las capitales regionales, sino también entre éstas y las provincias, y entre éstas y las comunas.



Si somos capaces de introducir una gestión pública moderna y susceptible de ser replicada hacia el país, entonces el primer gran aporte que hará a Chile esta Región será precisamente el que se puedan repetir modelos de gestión autónomos, participativos, nuevos, exitosos.



En segundo lugar -ya lo he insinuado-, se trata de una Región que puede hacer una enorme contribución al desarrollo, que cuenta  con una base productiva diversa, apoyada en recursos naturales, pero capaz de agregar valor. Chile tiene mucho que ganar, porque la nueva Región surgiría de cara a los desafíos de la globalización, no de espalda a ellos. Puede ser pionera en estas materias.



En el campo de la energía, ¿por qué no pensar que la Región de Los Ríos puede ser absolutamente emblemática? Tenemos en esta zona un potencial hidroeléctrico no aprovechado equivalente a 80 por ciento de la capacidad instalada en el Sistema Interconectado Central. Y lo podemos hacer de manera distinta, con centrales de pasada amigables con el medio ambiente, generando así formas de desarrollo diferentes. Además, el eventual aporte en materia de biocombustibles es enorme.



Por último, el mayor desafío que tiene Chile hoy día es abordar la innovación tecnológica. Y para eso debemos desarrollar clusters; articular esfuerzos de los sectores público y privado, de las universidades, para una cooperación intensa de todos los actores a fin de abordar los fenómenos de innovación.



Francamente, estoy convencido de que la futura Región de Los Ríos tiene todo el potencial necesario para ser un ejemplo de cómo Chile puede desarrollar clusters productivos con sentido de futuro.



Por lo tanto, no sigamos pensando en esta Región sólo con la lógica de valdivianos y osorninos. ¡Veamos todo lo que ella puede aportar al futuro del país!



Para terminar, señor Presidente, como sin duda se fijará un plazo para presentar indicaciones a fin de perfeccionar el proyecto, mencionaré sólo una idea: a mi juicio, la comuna de Paillaco debe quedar en la provincia de Valdivia y no en la de Ranco. 



--(Aplausos en tribunas).



Es un tema discutible, pero lo importante es que el Senado dé un paso al frente, no sólo en un anhelo regional, sino también en un anhelo que se perfila como un enorme servicio al progreso de Chile.



Voto a favor.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas). 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).-  Tiene la palabra el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, deseo manifestar nuestra opinión sobre el proyecto que crea la Región de Los Ríos y la provincia de Ranco en su territorio, al cual damos, con entusiasmo, nuestro más absoluto respaldo.



Se trata de una iniciativa justa, que corresponde a una realidad regional, que entrega una señal de lo que el país debe hacer y permite formular reflexiones inspiradoras para el proceso de regionalización.



Pero lo más importante por ahora es ratificar la voluntad -ya lo anunció el señor Presidente de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, quien habló en nombre de dicho órgano técnico y también de mi bancada- de concretar lo antes posible la creación de la nueva Región.



Sin perjuicio de ello, aprovecho la ocasión para hacer ver la necesidad de que este proceso no se detenga en las Regiones que han tenido la fuerza y la capacidad de avanzar en la redefinición de su estructura regional.



Creemos que el diseño regional implementado hace más de treinta años debe ser revisado y sometido a una evaluación global. 



Sobre el particular, el señor Ministro del Interior -aprovechamos su presencia, pues no siempre tenemos la suerte de contar con él en la Sala: los estudiantes, los profesores, los trabajadores de la salud, los funcionarios municipales y una cantidad de “otros amigos” lo han mantenido ocupado en el último tiempo- debe dedicarnos algún tiempo, porque en este debate subyace un problema de fondo que no se ha resuelto: la actual estructura regional de nuestro país, que fue diseñada en determinado momento, no ha sido nunca evaluada en su conjunto. 



Me parece necesario realizar ese esfuerzo. Y ello, por cierto, sin detener los procesos que están en marcha, como lo hicimos con el proyecto de Arica y Parinacota y como lo estamos haciendo hoy día.



No puedo menos que felicitar a la comunidad valdiviana y a las personas que han estado trabajando desde hace muchos años en este proceso -me ha tocado reunirme en diversas ocasiones con ellas- por la labor que han llevado a cabo, porque gracias a ello hoy día en el sur veremos el nacimiento de una nueva Región.



¡Se lo ganaron con su esfuerzo! Y lo digo con sana envidia y cariño.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).



Sin embargo, eso no debería impedir el trabajo que tanto el Gobierno como el Parlamento han de hacer para revisar qué ha ocurrido con el proceso de regionalización en el país: cuáles han sido sus fortalezas en la práctica y cuáles sus debilidades; dónde ha funcionado el esquema de regionalización que se diseñó; dónde no; cuáles han sido las fuerzas que han desarrollado las provincias; cómo han funcionado los consejos regionales.



En fin, hay varios elementos por evaluar. Pero los fundamentales son tres.



El primero dice relación a las atribuciones y los recursos de que disponen las Regiones. No podemos hablar de regionalización sin referirnos a la capacidad que cada una de ellas tiene para llevar adelante procesos. Sin atribuciones y sin recursos podemos sembrar ilusiones, pero no realidades. Así no sería factible avanzar a que las Regiones definan su destino al menos en parte de sus intereses.



Una segunda área de discusión apunta a cuál es la eficacia del funcionamiento de los gobiernos regionales. Es necesario saber si las estructuras facilitan estos procesos o no, si hay o no burocracia regional.



Diversos  señores Senadores que ya han hecho uso de la palabra se han referido al doble centralismo. Porque no sólo existe una dependencia respecto de Santiago: también hay centralismos regionales y, a veces, provinciales que impiden que las decisiones a nivel regional sean eficaces.



Finalmente, hay que revisar tanto el número como la estructura de las Regiones. ¿Por qué trece, catorce o quince? ¿Por qué tenemos que estar sometidos a una definición que tal vez no representa la nueva realidad regional, lo que comprende la identidad local, un territorio adecuado, un tamaño gobernable y un funcionamiento administrativo eficiente?



Esto debería hacer revisar, no sólo el número, sino también la estructura y el sentido de las provincias que se crean. ¿Es ésa la mejor forma de organización? ¿Cómo debería ser el funcionamiento de los gobiernos regionales? ¿Requieren gobiernos provinciales? ¿Cuáles deberían ser sus funciones? Hoy uno ve a los gobernadores sin atribuciones, realmente. Son verdaderos relacionadores públicos y todo lo tienen que hacer vía gobierno regional. Por lo tanto, ¿tienen mucho sentido esas estructuras provinciales en la forma como actualmente se hallan diseñadas?



A eso es a lo que me refiero, señor Presidente: a la necesidad de aprovechar, de una vez por todas, un fenómeno que se da no sólo en las dos Regiones planteadas, que son las que han llegado más lejos -la de Arica y la de Los Ríos-, sino también a lo largo y ancho del país. Lo digo por aquella que represento, donde igualmente existe una inquietud muy generalizada para crear una nueva región en el Maule sur, y por otras cinco o seis que pasan por la misma situación, lo cual obliga a una definición y a una reflexión profunda que no se ha hecho.



Al revés, yo diría que en estos años, lejos de avanzar en el proceso de descentralización y desconcentración, hemos ido recentralizando Chile. En septiembre, en la sesión donde se discutió el proyecto que crea la Región de Arica y Parinacota, di muchos datos concretos de cómo el funcionamiento del país, en diversas áreas -no sólo públicas, sino también privadas-, se ha ido centralizando cada vez más durante los últimos 10 a 15 años. Y eso nos causa una enorme preocupación.



Como Senador que mira al país desde una Región, puedo ver que hay varios Chile: uno en Santiago y otros, a lo largo del territorio, que contemplan el desarrollo sin tener la misma capacidad para enfrentar los problemas. Existe desigualdad de ingresos a nivel de las personas, pero asimismo la hay a nivel de las Regiones. Y si esa situación no es corregida, muy pronto alentará una molestia generalizada en toda la población, que no puede aceptar la desigualdad regional.



En mi opinión, debe revisarse internamente la estructura regional con el fin de consolidar un proceso de descentralización que asegure una nueva visión de la regionalización desde los puntos de vista político, administrativo, económico y cultural. Son varias las miradas que necesitamos dar a la descentralización para lograr que ésta sea efectiva. Y es preciso avanzar, porque, de lo contrario, no se conseguirá resolver esta inquietud.



En cuanto al proyecto mismo, el señor Ministro del Interior hizo presente que el Ejecutivo tiene varias indicaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados. Al respecto, quiero señalar que la iniciativa que estamos aprobando es la que viene de la otra rama del Congreso. Ahora no nos estamos pronunciando sobre tales indicaciones, que entran a la etapa de análisis que sigue a continuación. 



Esto no es menor, porque, según lo que aquí se ha planteado, ellas -recogiendo, probablemente, las inquietudes de algunos- abordan, por ejemplo,  la situación de la provincia de Osorno, que, obviamente, no puede ser resuelta de manera improvisada. ¿Qué piensan los osorninos? ¿Quieren realmente integrarse a la nueva Región? ¿Es posible considerar la idea de que, aparte de la Región de Los Ríos, propuesta en el texto que viene de la Cámara, se cree otra en Osorno: la de Los Volcanes, por ejemplo? ¿Se puede pensar en otras formas de estructurar la Región? ¿Por qué no aprovechamos este proceso, que está armado, pero -repito- sin obstaculizarlo, para pensar bien cómo resolver esa inquietud?



El señor Senador que me precedió en el uso de la palabra se refirió al caso de Paillaco. ¿La mejor ubicación de esa comuna es la que plantean el proyecto y las indicaciones? ¿Dónde debería quedar?



Aquí no podemos hacer las cosas a medias. Creo que lo razonable es trabajar con seriedad, pero sin volver atrás, avanzando en la iniciativa y resolviendo debidamente cada una de las situaciones. Porque, en la medida en que se establezcan precedentes, se generalizará una forma de solucionar los problemas a nivel de Regiones y se dará una señal acerca de cómo se van a desarrollar estos procesos hacia delante.



Termino, señor Presidente, reiterando nuestro entusiasta respaldo a la creación de la Región de Los Ríos y haciendo presente la imperiosa necesidad de que, aunque no se llevara a cabo una evaluación global, tengamos la convicción, cuando culmine nuestra labor, no sólo de haber constituido una nueva unidad territorial, sino también de haberla dotado de una estructura adecuada, de atribuciones que verdaderamente permitan desarrollar una regionalización y de recursos, para que la medida cuya concreción está comenzando sea real. De lo contrario, muchos van a pensar que con la simple creación de la Región se resolverán los procesos internos y se podrá avanzar en el cumplimiento de los sueños y estrategias de desarrollo de la zona. Sin esa estructura, esas atribuciones y esos recursos, difícilmente Valdivia -como probablemente tampoco Arica- logrará progresar.



Por eso, señor Presidente, debemos tratar de hacer bien nuestro cometido, para que el sueño iniciado hace muchos años en Valdivia no se quede simplemente en una nueva formalidad y cristalice como una Región de verdad, que posibilite a sus habitantes el sentirse orgullosos de un proceso que les haya permitido alcanzar la plena madurez y tener en sus manos su futuro y su desarrollo.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Cómo vota Su Señoría?

El señor LARRAÍN.- Con entusiasmo, voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Núñez.

El señor NÚÑEZ.- Señor Presidente, desde ya, anuncio que me pronunciaré a favor de la creación de la Región de Los Ríos, tal como lo hice en la Comisión luego de la larga discusión que allí sostuvimos y de la que dio cuenta su Presidente, el Senador señor Pérez.



Pienso que Valdivia lo merece. Y señalo, muy en particular, "Valdivia lo merece", porque son básicamente sus habitantes los que han luchado con denuedo por la medida que nos ocupa.



--(Aplausos en tribunas).



Y lo digo con autoridad, porque, aun cuando represento a una Región del norte –específicamente, la de Atacama-, me unen con Valdivia lazos personales y familiares desde hace muchos años y conozco con exactitud la naturaleza de los valdivianos. Sé perfectamente lo que piensan; las diferencias que sienten en el alma con respecto a Osorno; los sufrimientos que padecieron cuando, sin consultar a nadie, la Comisión Nacional de la Reforma Administrativa (CONARA) -entidad creada por el Régimen militar- tomó la determinación de que quedaran en la Región de Los Lagos.



Todos sabíamos, de alguna manera, que Puerto Montt iba a ser su capital, no sólo por méritos propios -que, por cierto, los tiene-, sino, fundamentalmente, porque en el Régimen militar no existía una buena opinión de Valdivia, en particular por el hecho de ser una ciudad que siempre estuvo vinculada a los partidos de izquierda. En consecuencia, se podría decir que fue castigada por ese Gobierno, donde existía una opinión generalizada en cuanto a que debía quedar sometida a la lógica de la regionalización impuesta por CONARA en su tiempo.



¿Y por qué Valdivia posee singularidades? Desde luego, porque fue la puerta de entrada, en el siglo XIX, de la mayor inmigración europea que ha vivido nuestro país. No fue en Osorno ni en Puerto Montt, sino básicamente en Valdivia donde se materializó la llegada de los primeros alemanes que poblaron gran parte de la hoy llamada "Región de Los Lagos".



Segundo, porque es, seguramente, nuestra única ciudad fluvial -es mucho mayor que Cauquenes, por cierto, y no es comparable con ninguna otra-, ya que allí existe uno de los ríos más caudalosos y bellos de Chile.



Tercero, porque fue la región meridional de nuestro territorio, juntamente con Magallanes, que, felizmente, tuvo un proceso de industrialización bastante acelerado desde la década del 50. Valdivia fue, al sur de Concepción, la ciudad más industrializada de Chile.



Además, contaba con dos universidades, a falta de una.



En ella se realizaron las primeras construcciones de barcos de gran cabotaje.



Y no una, sino cuatro fábricas de calzado operaron hasta el terremoto de 1960, aparte todas las industrias relacionadas con la elaboración del producto. De modo que esta zona, junto con Peñaflor, fue donde más creativamente se desarrolló tal actividad.



No solamente eso: fue también la cuna de la industria forestal y el lugar de las primeras manifestaciones de su desarrollo y de la aplicación de la madera.



Por tales motivos, Valdivia no es comparable con Osorno. Y ni siquiera lo es con Puerto Montt. En consecuencia, me parece absolutamente justificable, por razones históricas, propias de la nueva realidad, que se convierta en la capital de una nueva Región. De eso no tengo la menor duda, como lo manifesté en la Comisión de Gobierno.



¿Cuáles son nuestras dudas, francamente? Primero, en dicho órgano técnico se presentaron dos o tres indicaciones del Ejecutivo, pues éste es el único que tiene potestad de formularlas. En otros términos, el Congreso -el Senado, concretamente, y desde luego la Comisión- carece de facultades para modificar alguna de las cuestiones planteadas. En eso hay que ser extraordinariamente honesto y decir siempre la verdad: nosotros no podemos hacerlo.



Y cuando se señala a la gente de Paillaco que presentaremos una indicación para que esa comuna quede en Valdivia, le estamos mintiendo. Y yo, por lo menos, no acostumbro a mentir.



Otros aseveran que Osorno debe permanecer en la Región de Los Lagos, en circunstancias de que la única que puede incidir en ello es la Presidenta de la República, conforme a las atribuciones exclusivas que le concede la Constitución.



Nosotros no tenemos la posibilidad de modificar límites, ni la de crear una comuna, una provincia o una Región. En consecuencia, seamos claros con las personas que en este momento se hallan expectantes, esperando que tomemos una resolución adecuada.



Pero existen otras dificultades -digámoslo con claridad-: la Comisión ha recibido de parte de las autoridades comunales de Paillaco el planteamiento de que no quieren pertenecer a la provincia de Ranco, en creación, sino que prefieren permanecer en la de Valdivia. Y lo cierto es que a los señores Alcalde y concejales se les debe explicar lo mismo: ésa no es atribución nuestra, sino que el Ejecutivo debe enviar una indicación, que nosotros votaremos favorable o desfavorablemente.



Segundo, todos hemos recibido presiones, indicaciones, puntos de vista -para ser mucho más suave-, de parte de algunas autoridades comunales. Y me voy a referir a dos de ellas.



Por un lado, la gente de Purranque ha manifestado, con justa razón, que no quiere pertenecer a la Región de Los Ríos. No estoy haciendo referencia a ciudadanos cualesquiera, sino a autoridades que ellos mismos han elegido: Alcalde y concejales.



Y nosotros tenemos la obligación de escuchar a las personas, tal como lo hemos hecho. Para eso estuvimos en Osorno y en Valdivia.



El motivo de dicho anhelo -que estimo obvio- es que de Purranque a Puerto Montt uno demora 45 minutos, y a Valdivia, capital de la Región que se crea, una hora y media. De manera que me parece de sentido común, por cierto, que la gente se sienta más cercana a Puerto Montt que a Valdivia, por razones estrictamente geográficas.



Por otra parte, algunos nos han expresado: “En el área del lago Llanquihue existen cuatro comunas. ¿Cómo va a quedar una de ellas en la Región de Los Ríos y las otras tres en la de Los Lagos? ¿Por qué no permanecen todas en esta última?”.



Son razones absolutamente atendibles. ¿Por qué? Porque el lago Llanquihue da lugar a una unidad geográfica, humana, productiva y, en particular, social y cultural, debido a que toda la zona fue poblada por la misma gente de la cual descienden sus actuales habitantes. Puerto Octay se siente mucho más vinculado, por de pronto, con Puerto Varas, y éste con Frutillar. Y, por supuesto, allí existe una cierta comunidad, lo cual es lógico.



Considero absolutamente obvio que la población de esas cuatro comunas decida acerca de la pertenencia. Y según se nos ha informado, desea seguir siendo parte de la Región de Los Lagos.



En consecuencia, se enfrentan no pocas dificultades.



En lo personal, estoy por la creación -al igual que estas bancadas- de la Región de Los Ríos. Sin duda, existen motivaciones históricas, económicas, culturales y de todo tipo para ello, que concurren en mayor medida, en mi opinión -quiero decirlo muy francamente-, que las que justificaron la Región de Arica y Parinacota. Constituye una discusión pasada, pero hice presente mi punto de vista en esa oportunidad.



La cuestión radica en la diversidad. ¿Cómo juntamos los distintos elementos y hacemos posible que presenten un cierto orden? Lamentablemente, no estamos siendo capaces de proporcionarlo. ¿Por qué? Porque estamos creando una Región sobre la base de la “política del salame”. Y al Gobierno al que adhiero le he señalado que ése no me parece el mejor camino.



Pienso que ahora, a propósito del establecimiento de las dos últimas Regiones, debiéramos haber aprovechado la ocasión para configurar el mapa político-administrativo, transcurridos tantos años desde que CONARA dio su veredicto y determinó 13 Regiones, 52 provincias y más de 320 comunas. Ya vamos en 345 comunas, luego de ser conformadas veintitantas en el tiempo de la democracia.



Sin embargo, básicamente, la estructura político-administrativa es la misma que heredamos del Régimen militar. Y los Gobiernos de la Concertación no han expuesto una visión de futuro acerca de cómo conciben el país que queremos construir, desde el punto de vista de la descentralización, la regionalización, la mayor autonomía que debe tener cada una de las Regiones.



Aquí se ha prometido que la Región de Los Ríos va a tener una gran autonomía. ¡No, señor! ¡Eso no es posible! ¡No digamos cosas que no son ciertas! ¡Si ha de tenerla, lo mismo debe ocurrir con todas las Regiones! El problema es que la Ley Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional no lo dispone así y éstas siguen dependiendo de la Región Metropolitana y, básicamente, del Ejecutivo. Mientras no modifiquemos ese cuerpo legal, todas ellas continuarán supeditadas a lo que les caiga del Fondo Nacional de Desarrollo Regional y a sus escasos recursos propios.



¡No digamos a la Región de Los Ríos que tendrá recursos propios, porque no será así! Y aun cuando los tuviera, todas las empresas valdivianas seguirán tributando a Impuestos Internos en forma centralizada. En otros términos, aquellas que son grandes continuarán cumpliendo esa obligación, en Vitacura o en Providencia, en la ciudad de Santiago. No mintamos a la gente. ¡Eso es así!



Lo mismo ocurre con las empresas mineras de las Regiones del norte y con las que operan en Atacama, la Región que represento. No imponen nada, salvo las patentes mineras. Y ello, después de haberse dado una larga pelea. Pero los impuestos se los lleva el Gobierno central. Es decir, los tributos fundamentales, particularmente en primera categoría, llegan al Poder central, al Ejecutivo.



Por tanto, no afirmemos cosas que no corresponden. ¿Cuáles serán los recursos propios de Valdivia? No excederán de los que recibe actualmente esa provincia.



Mientras no modifiquemos la Ley Orgánica Constitucional de Gobierno y Administración Regional, repito, no se contará con mayores atribuciones en el nivel local. En consecuencia, si aquí se pronuncia tanto discurso favorable a una mayor autonomía, invito a que, de una vez por todas, nos pronunciemos por un Gobierno de Regiones autónomas…



--(Aplausos en tribunas).


…y no se mantenga un remedo de ellas.



Las trece Regiones actuales -catorce con Arica y Parinacota y quince con la que nos ocupa ahora- continuarán siendo dependientes del Gobierno central. 



Por lo tanto, vayamos a una modificación sustantiva de la Constitución y no a hablar de un país federal, porque normalmente, cuando ello ocurre, algunas personas se ponen muy inquietas.



Yo no tengo miedo a ese debate. Lo cierto es que, a principios de la República o cuando nació la Patria, la gran discusión de los primeros patriotas fue si Chile debía ser o no ser un Estado federal. Y hubo graves discrepancias entre Concepción y Santiago, y entre Santiago y La Serena, con guerras civiles entremedio. La batalla de Lircay se debió a que algunos querían un Estado federal, y otros, uno centralizado. Ganó esta última opción. Después de casi dos siglos, tenemos un país centralizado. Y ello fue producto de una guerra interna.



Ahora, luego de toda la experiencia que hemos tenido, lo que corresponde no es hacer otra guerra, por supuesto -¡eso sería absurdo!-, sino, dada la unanimidad que advierto en el Senado, donde se encuentran los representantes de la Patria, otorgar la máxima autonomía a las Regiones, sea la de Los Ríos o cualquier otra.



Por lo tanto, señor Presidente, quiero invitar a los Parlamentarios tanto de Oposición como de Gobierno a que, junto con las autoridades del Ejecutivo, determinemos las modificaciones que se deben introducir en cuanto a la conformación de la Región de Los Ríos: si debe estar constituida por la provincia de Valdivia y la nueva de  Ranco, y además por la de Osorno.



Ese último punto hemos de analizarlo en su oportunidad, por cuanto sé que mucha gente de Osorno no quiere nada con la de Valdivia. Y con justa razón, pues han venido peleándose desde hace mucho tiempo, casi un siglo. De modo que a lo mejor tienen toda la razón del mundo para no desear tal relación. 



Por su parte, los valdivianos -digámoslo francamente- tampoco quieren mucho a los osorninos. Quizás aprecien un poco más a los habitantes de La Unión, porque se encuentran más cercanos. Pero no existe una empatía histórica entre aquéllos. Sé que desde antaño ha habido disputas entre Valdivia y Osorno.



Sin embargo, si logramos que Osorno y Valdivia integren la Región de Los Ríos y que esas dos grandes provincias efectivamente formen parte de un solo y común objetivo como Región, sería estupendo, fantástico. Vamos a apoyarlo.



Pero, independiente de aquello -hablemos en serio-, si deseamos autonomías reales en nuestro país, modifiquemos la Carta Fundamental y la Ley Orgánica Constitucional pertinente, a fin de que nuestras Regiones, aun cuando no sean como los Estados federales que existen en Francia, Estados Unidos, Brasil o Argentina, cuenten con verdadera autonomía. De otra manera, no sigamos construyendo castillos en el aire, porque eso es engañar a la gente.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Escalona.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, en primer término, debo señalar que respaldo el proyecto. Y no se trata de un respaldo surgido sólo en esta sesión, en el clima de unanimidad que se ha ido generando a lo largo del debate. Así lo anuncié públicamente en el curso de la última campaña legislativa, siendo candidato, en la circunscripción senatorial correspondiente a la Décima Región Sur, donde la opinión pública de la ciudad de Puerto Montt no era partidaria, al menos en ese instante, de esta nueva Región.



Por lo tanto, con la autoridad moral que me da el haber concurrido a apoyar esta iniciativa y el haberme sumado a la creación de la Región de Los Ríos, incluso con los riesgos electorales consiguientes, que, en el contexto de una estrecha contienda como la que hubo en la circunscripción que hoy tengo la honra de representar en esta Corporación, cualquier candidato no se hallaba dispuesto a asumir.



Señor Presidente, soy de las personas que se han jugado por la nueva Región de Los Ríos. Y quiero personificar el esfuerzo de muchos de los que han contribuido a su creación en la figura del ex Senador señor Gabriel Valdés. Creo que a él le cupo una participación muy importante, ya que, como Presidente de la Cámara Alta, en la nueva situación política abierta en los años noventa, se abocó a la tarea de sensibilizar a la ciudadanía y de convencerla con los mismos argumentos entregados ahora, con bastante extensión, por parte de los colegas que han hecho uso de la palabra, y con enorme lucidez y brillantez, por el Senador señor Núñez, quien a través de su exposición demostró que por algo ha sido Presidente del Partido Socialista en reiteradas ocasiones.

El señor PROKURICA.- ¡Ha dejado la vara muy alta…!

El señor ESCALONA.- Efectivamente. Siempre ha dejado la vara muy alta.


--(Aplausos en tribunas).



Por eso, considero que no es del caso reiterar los argumentos en el sentido de que se justifica -tanto histórica cuanto económica, cultural y socialmente- la Región de Los Ríos. Y en esta instancia, en la que se discute la idea de legislar, podemos manifestar, con suma tranquilidad y nitidez, que concurriremos con nuestros votos a su aprobación. 



No obstante, como es lógico, queda algo que estimamos necesario evaluar y a lo cual también se refirió el Senador señor Núñez en su intervención: la indicación del Ejecutivo para modificar la conformación de la nueva Región. 



El proyecto que nos ocupa crea la Región de Los Ríos sobre la base de la provincia de Valdivia y de la nueva de Ranco; pero la indicación aludida altera esa composición al incluir también la de Osorno.


Yo desearía solicitar del Gobierno un estudio más detenido del caso, por las razones que expuso el Senador señor Núñez. La vida económica de algunas comunas que pasarían a formar parte de la nueva Región se encuentra vinculada a la provincia de Llanquihue, y en particular a la  capital de la Región de Los Lagos: Puerto Montt. Ellas son las ubicadas en la cuenca del lago Llanquihue, sobre todo Puerto Octay. 



Allí está la Asociación de Municipalidades, presidida por el Alcalde de Frutillar, señor Ramón Espinoza, la cual desarrolla una actividad muy intensa y donde hay pluralismo y diversidad política, a pesar de estar integrada por alcaldes del oficialismo y de la Oposición. Su presidencia es rotativa y los incluye a todos. Y existe un plan de desarrollo estratégico para la cuenca del lago Llanquihue.



Una situación similar se presenta en la comuna de Purranque. Allí, algunas cosas tan simples como ciertas actividades cotidianas o de fines de semana, las entretenciones y la vida cultural se ejecutan en Puerto Montt. Es muy difícil que sus habitantes vayan a efectuarlas a Valdivia, ciudad a la que ven como una localidad lejana, y no cercana como aquélla.



Entiendo  que  razones  de tipo económico y cultural e históricas -como las citadas por el Senador señor Núñez- aconsejarían un estudio más concienzudo. No estoy diciendo que el Ejecutivo no lo haya hecho, pero siempre se puede profundizar en el análisis de la situación de las diferentes Regiones. Y éste es el caso. 



A mi juicio, dentro de las razones que uno puede encontrar, la verdad es que la unidad histórica, económica y cultural que tiene una identidad que permite emerger a la Región de Los Ríos con todos los atributos para ello es la composición consignada en el proyecto original enviado por el Presidente Ricardo Lagos. 



Señor Presidente, entiendo que nos daremos el tiempo necesario para efectuar a la ciudadanía consultas que nos permitan arribar a una conclusión con el mayor grado de acuerdo. 



En realidad, ésta es una situación difícil para nosotros como legisladores. Se trata de comunidades de una larguísima historia; de provincias con centenares de años, que preceden a nuestra propia acción legislativa y que, con el esfuerzo de sus familias, abrieron paso, en condiciones muy complejas y difíciles, a la existencia del país. 



No es una decisión fácil decir “Esta Región debe tener tal frontera y no esa otra” o “Esta provincia debe tener equis conformación y no aquélla”. 



En consecuencia, será un esfuerzo singular el que estamos llamados a realizar en el curso de las próximas semanas, de manera de no incurrir en alguna decisión arbitraria que pueda lesionar la actual configuración patrimonial -tanto desde el punto de vista histórico como cultural de las comunidades que residen en la actual Región de Los Lagos-, la cual se verá necesariamente alterada por las determinaciones que tomaremos en el Senado de la República.



Por lo tanto, deberá ser un raciocinio llevado a cabo con altura de miras, con la serenidad y la libertad de espíritu que requiere una decisión que, más allá de nosotros, para la gente afectada será trascendental. La creación de la nueva Región ha de modificar las condiciones de vida de conglomerados humanos y de muchas familias. Por ello, estamos obligados a adoptar una decisión con la tranquilidad que se necesita, a fin de no incurrir en eventuales lesiones o errores que involuntariamente pudieran ocasionarse a las comunas o localidades cuya suerte ahora pende de una decisión tan relevante de esta Alta Corporación.



Sin embargo, no quisiera que de mi reflexión quedase alguna duda en cuanto a que, independientemente de ciertas circunstancias y más allá incluso de las contingencias del momento a las que aludí en la primera parte de mi intervención, cuando el año pasado, en el curso de la última campaña electoral, nosotros concurrimos con nuestros votos favorables a la creación de la nueva Región de Los Ríos, lo que obedeció al hecho de estar convencidos de la existencia de  razones históricas, culturales, económicas y sociales que así lo ameritan.



Por consiguiente, damos nuestro respaldo al proyecto.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, quiero partir expresando mi total acuerdo con la creación de esta nueva Región.



--(Aplausos en tribunas).



Y este apoyo obedece a que el espíritu y el deseo de regionalización y de descentralización de nuestro país pasen por iniciativas como ésta.



Como aquí se ha expresado, la nueva Región cuenta con los recursos necesarios para constituirse en un verdadero polo de desarrollo. En efecto, en ella hay desde una industria naviera; centros de investigación especializados; universidades que hace tiempo vienen desarrollando tareas en todos los ámbitos, desde la cultura a la investigación científica; estudios realizados respecto de la propia Región, hasta productos exportables tan importantes como los que se fabrican en sus astilleros. 



Y una de las mayores gratificaciones que tuve en una de las tantas ocasiones en que he estado en Valdivia fue cuando, como Canciller, observé cómo se estudiaba la concreción de acuerdos de libre comercio. En ese entonces, eran temas muy debatibles. Incluso en la propia Región había voces desfavorables a tal decisión. 



Me llenó de satisfacción la visita que hice a un astillero valdiviano, donde no sólo me manifestaron su total apoyo a que Chile avanzara más allá de la suscripción de un acuerdo con la Unión Europea, sino que también firmase uno con los países de la EFTA (Asociación Europea de Libre Comercio), que son los más desarrollados y no pertenecen a la Unión Europea. Y me lo decían, porque uno de los objetivos en que ellos pensaban era, precisamente, exportar barcos a naciones tan desarrolladas como Noruega.



Digo esto, señor Presidente, porque nos encontramos ante una Región con voluntad y mirada de futuro. Y ésta es viable cuando existe, en primer lugar, la decisión política expresada por dos Gobiernos de enviar esta iniciativa legal al Congreso. Además, se encuentra fortalecida con el trabajo realizado por los sectores público y privado, incluidos los ámbitos de las universidades y del conocimiento. 



Todos sabemos que el desarrollo futuro de las Región y de nuestro país dependerá fundamentalmente de la mirada de futuro que tengamos en materia de innovación, emprendimiento, ciencia y tecnología. Y en la Región que se crea tenemos oportunidades inmejorables para llevar adelante tales tareas.



Señor Presidente, aparte todas esas fortalezas, considero relevante destacar que en cada visita que he realizado a la zona me he encontrado con una ciudadanía activa, que anhela ser Región y que ha hecho de tal objetivo su primera prioridad. En cada ocasión en que me he encontrado con valdivianos -y también con osorninos, quiero decirlo, porque he estado conversando con muchos de ellos-, me he dado cuenta de que todos ven en esta iniciativa una posibilidad enorme, no sólo para fortalecer la regionalización, sino también para dar, verdaderamente, un salto al desarrollo. Y resulta fundamental esa mirada de futuro, que debe enfocarse en las potencialidades de cada zona, en la constitución de clusters, y en las nuevas fortalezas que puedan tener, para lograr que los frutos del desarrollo a que aspiramos lleguen alguna vez a Chile y alcancen a todos.



Señor Presidente, por la decisión política que se advierte, por las condiciones de la Región y por la enorme voluntad mostrada -quiero reconocer aquí que, en verdad, me impresiona y emociona-, participo activamente de la decisión de crear esta nueva Región, porque estoy segura de que constituirá claramente un polo de desarrollo que muchas otras áreas del territorio estarán en condiciones de concretar.



Por ello, señor Presidente, apoyo entusiastamente la creación de esta Región y voto que sí a la iniciativa del Ejecutivo.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, Honorable Senado, al iniciar mis palabras -y al igual que lo hice respecto de la creación de la Región de Arica y Parinacota-, quiero ser categórico en cuanto a que voy a apoyar esta iniciativa que da origen a la Región de Los Ríos.



--(Aplausos en tribunas).



Sin embargo, en esta oportunidad, deseo llamar la atención acerca del hecho de que, después de treinta años, se abre la posibilidad de discutir la formación de nuevas Regiones. Y, en verdad, pienso que asistimos a un momento histórico tremendamente importante en lo referente a la división política y administrativa del Estado y a su administración interior. 



Asimismo, deseo profundizar un tema que abordó el Honorable señor Núñez. Porque, desde mi punto de vista, en el Chile del último tiempo, tal vez en las pasadas décadas, los diversos Gobiernos no han adoptado medidas para descentralizar el país. Todas ellas apuntan más bien a cómo decisiones del nivel central se pueden aplicar en el ámbito regional a través de autoridades que operan de manera desconcentrada. Pero la desconcentración es un concepto distinto de la descentralización. Ésta, en esencia y por definición, significa mayores grados de autonomía para que las propias Regiones definan sus prioridades en los distintos ámbitos. Hoy en día, si uno analiza toda la estructura interior del Estado y de los gobiernos regionales, advertirá que más bien responde a la lógica de un poder central desconcentrado, pero no regionalizado y descentralizado. Si a nivel regional y nacional -en esto quiero ser sumamente categórico- no se rompe la lógica de la desconcentración, será muy difícil avanzar decididamente en la descentralización. Y basta con analizar las competencias de intendentes y gobernadores, del gobierno regional, de los secretarios regionales ministeriales y de los jefes de servicio.



Ésas son las autoridades a nivel regional. Y vemos en cada una de ellas una dependencia muy directa del gobierno central, es decir, de un Estado desconcentrado, pero no descentralizado.



Señor Presidente -y quiero ser muy breve-, creo que aquí, en este minuto, tenemos una gran responsabilidad. Desde mi punto de vista, en la creación de estas dos nuevas Regiones, Chile va a perder una oportunidad histórica si no avanzamos en la descentralización y dejamos atrás la desconcentración.



Me parece que ése es el gran desafío que enfrentamos hoy día al establecer las dos nuevas Regiones: Arica y Parinacota y de Los Ríos. Pienso que sería una enorme frustración en este proceso si no somos capaces, a partir de estas dos nuevas Regiones, de hacer modificaciones       -porque advierto que existe un gran acuerdo político en esta materia- de fondo, para que efectivamente descentralicemos el país, no solamente respecto de estas dos Regiones, sino en cuanto al sistema general.



He hecho un profundo análisis acerca de las distintas competencias que hoy tenemos y de la estructura de la Administración interior del Estado. Y, tal como lo señalo, creo que las grandes enmiendas administrativas en el plano regional han de concentrarse en torno a quién debería encabezar el gobierno regional y cuál es verdaderamente el gabinete regional. Porque hoy todos esos cargos no tienen un origen de carácter regional y  dependen muy directamente del nivel central. Ello, sin perjuicio de perfeccionar la normativa respecto de esa materia.



Por eso, al terminar estas palabras, quiero decir que no sólo tenemos una gran responsabilidad con la dos Regiones que estamos creando, sino también con el proceso de descentralización del país. Y deseo reafirmar el concepto, de manera categórica, de que el gobierno regional en la actualidad es un órgano desconcentrado, pero no descentralizado, que ejerciendo su autonomía fija las prioridades de la Región.



Y quiero ser concluyente en el sentido de que lo que he planteado en ningún caso significa vulnerar lo que es un Estado unitario. Éste perfectamente puede funcionar con un Estado desconcentrado, pero paralela y adicionalmente también con uno descentralizado. Y creo que en esos conceptos, desgraciadamente, no se ha avanzado.



¿Qué hemos recibido aquí? Dos Regiones exactamente iguales a las que existían. Intentamos realizar un proceso con Arica y Parinacota, que debería replicarse también en el caso de Valdivia y de Los Ríos. Pero estas reflexiones deberían servir no sólo para dejarlas como un buen discurso en el Senado, sino para plasmarlas en forma categórica respecto de las dos Regiones que vienen por delante, a fin de que efectivamente podamos decir que aquí no estamos continuando con un Estado desconcentrado, sino que hemos avanzado en la creación de dos Regiones y, por sobre todas las cosas, en la descentralización del país, que es el tema de fondo que deberíamos discutir con motivo de esta materia.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en esta oportunidad estamos viendo el proyecto que aprobó la Cámara de Diputados, que crea la Decimocuarta Región de Los Ríos, conformada por las provincias de Valdivia y Ranco.



Con motivo de la discusión del proyecto que nos ocupa, la Comisión del Senado fue a Osorno y a Valdivia. Y de 23 ó 24 opiniones que recogió en Osorno, prácticamente todas eran contrarias a la división regional. Y, en caso de que se produjera esta última, los distintos personeros se mostraron partidarios de que dicha ciudad dependiera de Puerto Montt.



En cuanto a las personas escuchadas en Valdivia, que fueron cerca de 20, por supuesto, se pronunciaron favorablemente respecto a la creación de la Región. No hubo mayores discusiones ni planteamientos.



Después de oír estos discursos, me queda la sensación de que basta con crear Regiones para que nuestro país se desarrolle. Pienso en Futaleufú, Chaitén, que ni siquiera poseen caminos y que, no obstante tener secretarías regionales ministeriales, servicios públicos, podrían progresar. Pero eso no es así.



Aquí se está diseñando equivocadamente el mapa de nuestras Regiones. En nada va a cambiar creándose una Región más. Me parece que ésta es una medida centralista, por cuanto vamos a tener a Santiago frente a más Regiones, más pequeñas, más débiles.



Por otra parte, desde un punto de vista económico, no observo estudio alguno sobre el particular. Ninguna Comisión ha visto un análisis serio y actualizado. Así que, como no hay nada, se puede decir cualquier cosa.



Hoy, nuestra Región de Los Lagos representa algo más de 7 por ciento del producto interno bruto del país, que es más o menos el equivalente a su población: un millón cien mil habitantes (a  nivel nacional son 16 millones).



La provincia de Valdivia en la actualidad representa el uno por ciento del PIB (a no ser que haya otros datos, aunque no veo que exista un análisis al respecto); la de Osorno, otro uno por cierto; y las restantes provincias -Llanquihue, Chiloé y Palena-, el 5,5 por ciento.



Quiero decir a la Sala que en un tiempo más, tal vez la sola provincia de Chiloé tendrá más peso económico -quizás ya lo tiene- que las provincias de Osorno y de Valdivia, sin necesidad de constituirse en Región, gracias a la actividad salmonera de este momento, que en parte puede ser torpedeada -como hemos visto- por los ecologistas.



Por lo tanto, las consideraciones que tenemos a la vista son insuficientes, equivocadas. Y tampoco comparto la idea de que mientras no exista una política de regionalización debemos seguir creando Regiones. Eso me parece absurdo. 



--(Manifestaciones en tribunas).



Por lo mismo, pienso que lo que debemos hacer -tal como dije la vez anterior con motivo de la otra discusión- es reducir el número de Regiones, el número de provincias y, tal vez, repensar el de las comunas.


Cuando se crearon las trece Regiones, había 25 provincias; hoy contamos con 52 provincias y hemos avanzado a 345 comunas. A mi juicio, es demasiada burocracia.



Por eso, cada vez que alguien plantea, ingenuamente por supuesto, reducir los impuestos, no hay espacio para ello, porque estamos creando andamiajes administrativos que no tienen impacto en el crecimiento económico y la solución real de los problemas de las personas.



Por las razones expuestas, voto que no.



--(Manifestaciones en tribunas).

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- ¡Ruego mantener silencio a los asistentes a las tribunas!



Tiene la palabra el Senador señor Gazmuri.

El señor GAZMURI.- Señor Presidente, como dijo un ex candidato presidencial, con estas dos votaciones, me he visto enfrentado a una contradicción vital.



En verdad, se me presenta un desacuerdo muy sustancial con el camino que ha tomado el debate sobre la regionalización en el país, ya que tengo la convicción de que estamos empezando la discusión, que estimo indispensable, al revés. Nos encontramos discutiendo el ordenamiento territorial de las Regiones, que heredamos del tiempo de la dictadura, antes de efectuar lo que considero fundamental, esto es, un balance del proceso de descentralización, ver qué hemos conseguido y cuáles son sus principales falencias. Y en función de eso y de cierto debate general -que ya podemos realizar después de tantos años-, determinar cuáles son los criterios para establecer las Regiones en Chile.



Sin embargo, se nos pone en un camino distinto, que es discutir primero la creación de dos Regiones -que se dice, además, que son las únicas, cuestión que nadie puede afirmar, porque en razón de qué tendrán ese carácter- y después se nos señala que debemos ver los otros temas.



Tengo un gran respeto particularmente por la actual Región de Los Lagos -y, obviamente, por todo el país-; la conozco bien. Entiendo perfectamente las razones que llevan a los habitantes de la provincia de Valdivia a aspirar a una mayor autonomía y la frustración que significó la creación inconsulta de la Región de Los Lagos. Por tanto, valoro el hecho democrático de que ahí se haya producido -y lo dijo bien el Senador señor Frei- un movimiento de opinión fuerte, sostenido -lo cual no es obra de un día-, por lograr mayores niveles de autonomía regional.



¡Yo aprecio eso porque valoro la democracia!



Por consiguiente, aquello me induce a votar a favor del proyecto en análisis, y no en contra, como sería mi convicción en función del asunto general…



--(Aplausos en tribunas).



Pero, al mismo tiempo, deseo pedir al Ejecutivo y al Senado que avancemos en los otros temas, porque creo imprescindible hacerlo. A raíz de la división territorial de la nueva Región vamos a entrar en una discusión bien compleja y que se elude en este debate: la incorporación de Osorno.



¿Habrá que hacer plebiscito en esa ciudad? Pienso que sería razonable. Ahora, si es en Osorno, ¿por qué no en Chillán? Lo digo por cuanto los chillanejos -yo estuve ahí el otro día, y tengo antecedentes que me vinculan a esta ciudad- nunca en la historia han sido penquistas, ¡nunca! Por lo tanto, si Chillán quiere ser Región, desde el punto de vista histórico no habría ninguna razón para decir Valdivia “sí”, Chillán “no”. 



Incluso, con respecto a mi Región: ¿por qué no Curicó? ¿Es bueno establecer una región con 100 mil o 200 mil habitantes, con capacidades productivas estrechas frente al “monstruo” de Santiago? ¿Descentralizar significa formar regiones pequeñas, o habrá que buscar fórmulas intermedias? 



Afirma bien el Senador señor Frei al argumentar que Valdivia tiene un gran potencial científico, tecnológico, industrial y naviero. ¿No estará eso en combinación muy fuerte con todo el desarrollo acuícola, pesquero y naviero de Puerto Montt y Chiloé? ¿O van a construir lanchas para los lagos y para el turismo?



Ésos son lo temas que debemos abordar y que no están presentes en esta discusión.



En todo el mundo, la descentralización comienza como un fenómeno esencialmente político, después surgen las competencias y los asuntos administrativos.



¿Qué autoridad eligen las Regiones? Ninguna, ¡ninguna! Los consejeros regionales son escogidos de manera indirecta. Los únicos organismos existentes a nivel de gobierno regional son el CORE, el FNDR y su estructura administrativa. Por eso, me da risa cuando se dice que se reunirá el gabinete regional, por cuanto todo depende de Santiago. ¡Y ahí se “sacan la foto”!



Ahora bien, cuando se junta el CORE en mi Región importa mucho, ya que distribuye 50 millones de dólares. Vale decir, los consejeros regionales tienen más atribuciones presupuestarias que nosotros: aprueban proyectos, no partidas. 



Se hizo una encuesta en la Región del Maule sobre cuántos conocen a los consejeros regionales: el 2 por ciento. Sin embargo, son autoridades fuertes. 



La descentralización política, que significa elección universal y directa de los CORE por provincia, y la generación de autoridades políticas tienen gran resistencia en el Parlamento, porque no queremos competencia, toda vez que un consejero regional en Talca tendría 20 mil electores. Y eso hay que decirlo porque no se menciona.



Considero que nuestro país necesita más democracia, más descentralización.



En cuanto a las competencias de las Regiones, ¿qué asuntos deberían resolver ellas? No podrían solucionar la red troncal de caminos, pero sí lo concerniente a calles secundarias. Sin embargo, esto dice relación a un presupuesto regional y no a un asunto que deba discutirse aquí. Por eso, creo que convendría llevar a cabo un debate serio en materia de distribución de competencias.



Eso es en el aspecto institucional.



En lo que atañe a la revisión de procedimientos, me sucedió algo que yo no podía creer. Me enteré el otro día, a través de un llamado que me hicieron de la Región -porque los Parlamentarios, además, debemos cumplir otro tipo de funciones-, de que el FNDR había aprobado un proyecto que otorgaba un aporte al teatro regional. Ése fue un debate que tomó tres o cuatro meses en la Región y al final se resolvió que era razonable entregar una contribución a esa entidad.



El FNDR se halla establecido por ley. En su oportunidad aprobamos una glosa relacionada con dicho Fondo permitiendo que el 2 por ciento pudiera ser destinado a la cultura. 



Ahora bien, a pesar de que dicho proyecto había sido aprobado por el CORE, se me dijo que el cheque debía ser firmado por el Ministro de Hacienda para que se cursara el pago correspondiente y, además, que requería una “mosca” de la Subsecretaria.



Yo me pregunto en qué mundo vivimos. Se trata de una partida que el Presupuesto nacional aprobó como regional, que la resuelve el CORE -entidad que tiene una estructura administrativa- a propuesta del intendente, y el cheque debe ir a la firma del Ministro de Hacienda. Por supuesto, éste se demoró quince días, ya que debía preparar la Cuenta Pública de la Nación.



En esto yo apunto a lo pequeño, porque lo pequeño significa un mes más…

El señor PROKURICA.- ¿No se pudo cambiar el cheque?

El señor PÉREZ VARELA.- ¡Llevan dieciséis años gobernando…!

El señor LARRAÍN.- ¡Tienen todo el poder y se quejan…!

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ha concluido su tiempo, señor Senador.

El señor GAZMURI.- Termino de inmediato, señor Presidente.



Yo lo que deseo es conminarlos a todos, Gobierno y Parlamento, para que, a raíz del debate que se ha originado por la creación de las dos Regiones, el cual me parece que ha sido bueno –a objeto de concretar la de Los Ríos debemos llevar a cabo la difícil discusión de su composición territorial definitiva, lo que demorará un poco-, aprovechemos el tiempo para ver cómo avanzamos en algunos aspectos sustantivos. Porque, de lo contrario, por la vía de crear nuevas Regiones no vamos a descentralizar efectivamente el país.



Voto que sí.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Continúa la votación por orden alfabético.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, doy excusas por referirme al tema que nos ocupa en la votación, pues, lamentablemente, no dispuse de tiempo para hacerlo anteriormente. 



Deseo señalar que, en lo que atañe a la regionalización y la instalación de distintas autoridades, nunca ha sido pacífica la discusión. Así lo apreciamos cuando el Senado se pronunció frente a la creación de la Región de Arica y Parinacota. Y hoy día ocurre lo mismo.



Nosotros, el Partido Radical, somos profundamente regionalistas, y creemos que una de las fórmulas para lograr salir adelante en términos del desarrollo de las Regiones es estableciendo criterios claros en cuanto a la toma de decisiones teniendo presente la distancia y la población. Pero creo que, más importante aun que la elección de los propios intendentes y consejeros regionales, como se ha señalado en algunas oportunidades, es la asignación de recursos para las Regiones y la autonomía que deben tener éstas para desarrollarse y llevar a cabo sus propios proyectos.



En Santiago y Valparaíso -en la Capital fundamentalmente- se analizan las Regiones conforme a criterios bastantes preestablecidos. Sin embargo, hay otras, como la Segunda, que cuentan con distancias enormes entre ellas y que a lo mejor su población, desde el punto de vista de una concepción normal, no da para conformar una Región. Sin embargo, existen formas de desarrollo que, según nuestra perspectiva, necesitarían tal vez el establecimiento de criterios y autoridades regionales que tengan la posibilidad de resolver los problemas de la gente en zonas extremadamente distantes.




Me parece que éste es un paso importante. Aquí estamos votando la idea de legislar. Todavía no hemos discutido las indicaciones del Ejecutivo. Pero nosotros, los Senadores radicales, por supuesto, nos pronunciaremos a favor del proyecto, por cuanto nos parece que la regionalización es lo mejor que le puede pasar al país.




Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, el Partido Por la Democracia, al igual como lo hizo en la Cámara con sus 22 Diputados, va a concurrir con los 3 Senadores que lo representamos en este Hemiciclo a la aprobación del proyecto que crea la Región de los Ríos.



--(Aplausos en tribunas).



Sin embargo, quiero plantear algunas ideas que deben ser tomadas en el sentido de su buena intención. 



Varios colegas han dejado entrever que está bien descentralizar el país, crear Regiones, pero que lo importante es hacerlo con perspectiva de fortaleza para su desarrollo. Ello, porque en la actualidad, con el sistema vigente, aunque se han dado pasos en función de la regionalización, estamos muy distantes de poder responder a las expectativas de los aproximadamente 10 millones de chilenos que viven en las ya existentes. ¿Y por qué digo 10 millones? Porque, en este minuto, en el 2 por ciento de todo el territorio de este país, en Santiago, se encuentran 5 millones de habitantes, muchos de los cuales llegan precisamente de nuestras Regiones, incluida la de Los Lagos (ojalá ese proceso no siga con la de Los Ríos).



En tal sentido, quiero recordar que nosotros aún “hacemos Región” con los recursos que nos entrega la Capital. Baste señalar, por ejemplo, que el 75 por ciento de las industrias está en la Región Metropolitana; es decir, sólo el 25 por ciento se instala fuera de ella. Eso motiva que incluso el poder profesional se vaya a la metrópoli, donde por el mismo trabajo se paga el doble que en el resto del país.



Por consiguiente, la creación de Regiones tiene que ir acompañada de una resonancia: que el poder metropolitano no sólo entregue autonomía administrativa, sino también recursos.



¿Cómo no va a ser paradójico, señor Presidente, que el 70 por ciento de todos los depósitos bancarios se realice en Santiago? ¿Y ello por qué? Porque las pocas industrias que se van a las Regiones llevan sus contabilidades en esa ciudad. Tanto es así que las gerencias generales de las escasas industrias instaladas en ellas están en la Capital. Y cuando, por ejemplo, la Cruz Roja pide una donación a alguna para el desarrollo de sus actividades, se le contesta que la documentación debe ser remitida a la gerencia general, que funciona en Santiago.



Desde ese punto de vista, por supuesto que con mucho afecto y cariño los tres Senadores del Partido Por la Democracia entregaremos nuestros votos favorables. Pero insisto en que no sólo se debe dar mayor autonomía a las Regiones, sino también más recursos.



Por esa razón, y en el afán de no demorar la alegría que indudablemente veremos en quienes concurrieron al Senado desde Valdivia, desde La Unión, en fin, quiero terminar mi intervención diciendo: ¡Que les vaya muy bien y que la regionalización sea realmente una fuente de desarrollo para la Región de Los Ríos!



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en su oportunidad debatimos este proyecto de ley en la Cámara de Diputados, en la Comisión de Gobierno Interior, dando cuenta de un anhelo profundo tras haberse aprobado la modificación constitucional que permitió terminar con el vocablo “trece” y establecer las condiciones para la creación de nuevas Regiones.



El texto que aprobamos en esa rama del Congreso nos pareció oportuno, necesario. Por tanto, creemos que, en lo fundamental, debiera ser aprobado por el Senado. 



En tal sentido, reafirmo que concurriremos con nuestros votos a la creación de la Región de Los Ríos, porque en definitiva constituye, no sólo una aspiración del sur de Chile, sino también un derecho ejercido por los ciudadanos.



--(Aplausos en tribunas).



Esencialmente, cuando uno adquiere derechos, también asume deberes (lo expreso como Senador de la Región del Biobío). Y esos deberes dicen relación a ser capaces, no únicamente de coincidir en el discurso, sino, además, de perseverar en los hechos; o sea, a tener coherencia entre el decir y el hacer.



Porque, señor Presidente, se trata de una Región que estará sometida a desafíos, no sólo respecto de sus representantes, sino también de sus gobernantes. Y en general, dado que las autoridades serán designadas en Santiago, la contradicción básica se refiere a que todos los ciudadanos que ahora aplauden la aprobación del proyecto se van a encontrar con que, una vez nombradas los gobernantes pertinentes, habrá la posibilidad cierta -no digo que ello vaya a ocurrir- de una Región más centralista que la hoy día existente. 



Cuesta mucho dividir el poder. Hay quienes afirman que, generalmente, el poder tiende a perpetuarse y que su entrega significa un gran esfuerzo para cualquier gobernante.



Al respecto, repetiré algo que ya he señalado: en Chile, con la Constitución de 1925 y la de 1980 y sus sucesivas modificaciones, tenemos una monarquía presidencial; es decir, un presidencialismo extremo, que debe variar. 



Por lo tanto, invito a los ciudadanos que han apoyado la creación de la Región de los Ríos a que, una vez constituida como tal, se sumen a la lucha por la descentralización, por la regionalización, o sea, por un gobierno regional más participativo, más ciudadano, donde efectivamente se use la normativa sobre gobiernos regionales, que permite, por ejemplo, crear tributos, cosa que los intendentes no hacen, y establecer alianzas entre Regiones, las cuales tampoco existen.



Desde ya, debo señalar que en el período que me corresponde como Senador trataré de conjugar alianzas entre la Región de Los Ríos y la del Biobío. Porque, en definitiva, las Regiones nacen para hacer fuerte un sentimiento de descentralización, de regionalización, que pretende disputar la hegemonía del poder central.



--(Aplausos en tribunas).



Hemos señalado muchas veces nuestro anhelo de detener la expansión infinita de Santiago, de congelar su crecimiento. Anualmente, casi 300 mil ciudadanos son atraídos por la Capital, donde los profesionales (médicos, auditores, tecnólogos) ganan 40 por ciento más que los de Regiones. De manera que existe allí una clara discriminación en los niveles de sueldos. Santiago siempre se lleva a los mejores médicos, a los arquitectos más destacados, en fin, porque paga el doble de las remuneraciones que se ofrecen en Regiones. Y ello, debido a que en esa ciudad hay mayor concentración de poder y, por lo tanto, más expectativas. 



Lograr que las Regiones sean fuertes implica sacrificios. Para ello se requieren cambios profundos y -como he dicho- revolucionarios en la institucionalidad administrativa de Chile, lo cual significa desafíos. 



Espero que podamos elegir a los intendentes regionales y que la gente de la Región de Los Ríos, así como los Senadores, apoyen tal procedimiento, para que en definitiva se transfiera poder de verdad y no sólo un poder restringido al ámbito administrativo. 



Por eso votaré a favor de la iniciativa,…



--(Aplausos en tribunas).


…pues confío en que la de Los Ríos será una Región combativa, comprometida con el regionalismo, y estará dispuesta permanentemente a trabajar para procurar que Santiago no sea Chile y que Chile sea todas las Regiones y todos los chilenos.



Voto que sí.



--(Aplausos en tribunas). 

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
El señor HORVATH.- Señor Presidente, me encontraba en una de las Subcomisiones que analizan el proyecto de Ley de Presupuestos, así que daré un breve fundamento.



En mi concepto, la regionalización debe avanzar a pasos agigantados, pues por cada uno que se da en ella el centralismo avanza diez.



Ése es un punto no menor.



También deseo expresar mis felicitaciones por la creación de la Región de Los Ríos, porque responde a una unidad territorial, geográfica, cultural y también histórica. 



Conozco la cuenca del río Valdivia desde el lago Lácar. La verdad es que ahí existe una vocación de integración con el vecino país centrada en Valdivia y su puerto, como señaló muy bien el Senador señor Allamand. Y lo mismo puede decirse del lago Ranco y del río Bueno. 



Creo, pues, que se está configurando lo que sana y justicieramente permite hablar de la Región de Los Ríos. 



En materia presupuestaria, debemos considerar que la iniciativa significará la creación, no sólo del gobierno regional en Valdivia, sino también de un gobierno interior, de un servicio electoral, de un ministerio público más fuerte en esa ciudad, de un poder judicial más descentralizado en el nivel regional, de secretarías ministeriales, de direcciones de servicios, etcétera. Todo eso tiene un costo inicial de 3 mil 800 millones de pesos y anual de 3 mil 180 millones.



Entonces, es necesario hacer un llamado para que haya servidores públicos en terreno que saquen adelante la nueva Región.



En el caso de Renovación Nacional, debo destacar la iniciativa, la fuerza y el empuje desplegados por el Senador señor Allamand y el Diputado señor Roberto del Mastro, quien incluso estuvo dispuesto a renunciar a su independencia para lograr la votación en la Cámara Baja. Eso habla muy bien de dichos Parlamentarios.



--(Aplausos en tribunas).



No puedo dejar pasar la oportunidad sin expresar que los gobiernos regionales son hoy una ficción: consejeros no elegidos, dirigidos por un intendente nombrado por la autoridad central, en fin. O sea, carecemos de gobiernos regionales. Debemos, pues, avanzar en forma paralela y con rapidez hacia la elección de los consejeros, pero descentralizadamente al interior de la Región, para no crear centralismos regionales.



En el caso de Osorno, creo que lo mejor es que decidan los propios osorninos. Ellos verán, mediante la fórmula del plebiscito, dónde se quedan.



--(Aplausos en tribunas).



Por último, felicito a la Región que se crea, que posee una larga tradición histórica y cuya capital tiene un significativo nombre, vinculado a Pedro de Valdivia. Y deseo a sus habitantes el mejor de los éxitos.



Voto a favor.



--(Aplausos en tribunas).

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba en general el proyecto (33 votos contra 1) y se fija el 27 de octubre, a mediodía, como plazo para presentar indicaciones.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Alvear, Arancibia, Ávila, Chadwick, Coloma, Escalona, Flores, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Matthei, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag, Vásquez y Zaldívar.



Votó en contra el señor Kuschel.



--(Aplausos en tribunas).

)---------(

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, como en seguida debe realizarse otra votación y diversos señores Senadores se encuentran en las Subcomisiones de Presupuestos, le planteo la posibilidad de, junto con ordenar la activación de los timbres, suspender la sesión por cinco minutos.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se tocarán los timbres, Su Señoría.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

CONTRIBUCIÓN DE CHILE A ACCIÓN CONTRA 

HAMBRE Y POBREZA MUNDIALES

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Corresponde adoptar una definición sobre la indicación del Senador señor Coloma para enviar a la Comisión de Relaciones Exteriores el proyecto, en segundo trámite constitucional, que autoriza la contribución de Chile a la acción contra el hambre y la pobreza mundiales, con informe de la Comisión de Hacienda.

--Los antecedentes sobre el proyecto (4104-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 7ª, en 12 de abril de 2006.


Informe de Comisión:


Hacienda, sesión 48ª, en 5 de septiembre de 2006.


Discusión:



Sesiones 56ª, en 3 de octubre de 2006 (discusión general pendiente); 58ª, en 4 de octubre de 2006 (queda pendiente indicación para enviarlo a Comisión de Relaciones Exteriores).
El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario).- Cabe recordar que en la sesión del miércoles 4 de octubre recién pasado, puesta en votación la indicación del Honorable señor Coloma, se produjo un doble empate, el que debe ser definido en el Tiempo de Votaciones de esta sesión, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 182 del Reglamento.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En votación nominal.

El señor MUÑOZ BARRA.- Pido la palabra. 

El señor RUIZ-ESQUIDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Debo hacer presente a Sus Señorías que en el Tiempo de Votaciones no hay lugar a debate…

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Pido la palabra. 

El señor HOFFMANN (Secretario).-…ni a fundamento de voto.



¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 



Señor Ruiz-Esquide.

El señor RUIZ-ESQUIDE.- Señor Presidente, debo hacer una observación.



Solicité la palabra para que clarificáramos exactamente cómo estábamos votando. Yo era partidario de que la iniciativa fuera a la Comisión de Relaciones Exteriores. Sin embargo, atendida la intencionalidad con que se dio el debate, voy a cambiar mi voto y me pronunciaré en contra.

El señor HOFFMANN (Secretario).- ¿Algún otro señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Terminada la votación. 



--Reglamentariamente, se rechaza la indicación del Senador señor Coloma (14 votos a favor, 14 en contra y un pareo), por haberse producido antes dos empates.



Votaron por la afirmativa los señores Allamand, Chadwick, Coloma, García, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Matthei, Novoa, Orpis, Pérez Varela, Prokurica y Sabag.



Votaron por la negativa la señora Alvear y los señores Ávila, Escalona, Frei, Gazmuri, Gómez, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Navarro, Núñez, Ominami, Pizarro y Ruiz Esquide.



No votó, por estar pareado, el señor Vásquez.

El señor ESCALONA.- Señor Presidente, quiero hacer una consulta reglamentaria: ¿cuál será el trámite ulterior del proyecto?

El señor HOFFMANN (Secretario).- Señor Senador, desechada la indicación que proponía enviar la iniciativa a la Comisión de Relaciones Exteriores antes de la votación general, ahora cabe pronunciarse sobre la idea de legislar. Y así figurará en la tabla de mañana.

El señor ESCALONA.- Muchas gracias, señor Secretario.

)---------(

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, pido autorización para que la Comisión de Constitución funcione paralelamente con la Sala.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Ya fue aprobado, señor Senador.

El señor GÓMEZ.- Gracias, señor Presidente.
VII. INCIDENTES

HOMENAJE EN MEMORIA DE DON ADOLFO KIRSHBOM 

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, estimados colegas: 



“Alguien debía de haber calumniado a Josef K., pues sin haber hecho nada malo fue arrestado una mañana.”. 



Así comienza El proceso, de Franz Kafka. 



Hoy deseo rendir homenaje a otro “señor K.”. Se trata de Adolfo Kirshbom, un pyme chileno. También, de un día para otro, empezó a vivir el calvario de la impotencia ante el abuso institucionalizado.



Adolfo fue un ingeniero civil en estructuras egresado con honores de la Universidad Central de Venezuela. Obtuvo un posgrado en Administración de Empresas en la Universidad de Chile. Fue padre de mellizos y el segundo de tres hermanos. Se consagró campeón de tenis en su juventud.



Lo que la mayoría de los chilenos no sabe es que Adolfo Kirshbom fue el primer pyme que se atrevió a combatir en tribunales a uno de los colosos del negocio de los supermercados. Fue un pequeño empresario que solo -muy solo- se rebeló ante la hostia fatídica con que estas cadenas hacen comulgar a sus pequeños proveedores y que, a la larga, los condena a la ruina.



Al igual que el personaje de Kafka, Adolfo Kirshbom no supo por qué se le castigaba. Sólo era consciente de que en todo momento había reclamado lo que le parecía justo. Un día cualquiera, sin mediar explicación alguna, Sodimac le informó que los pagos convenidos a 30 días se harían, de ahí en adelante, a 60 y más. 



¡Ése es un impacto bajo la línea de flotación para cualquier pyme!



Pero eso era sólo el comienzo.



Sodimac lo fue ahogando sistemáticamente a través de una suma de arbitrariedades; entre otras, el cobro por gastos ficticios de publicidad y la emisión de una factura y una guía de despacho fraudulentas. Así, pretendieron devolverle lo que ellos mismos habían comprado y debían pagar. Incluso, fue obligado a absorber, en el inventario de su pequeña empresa, los costos de un aparente “bodegaje” de lo que no se vendió de su producción. Estos atropellos, obviamente, pasaron por alto todos los compromisos adquiridos.



En el vértigo de una represalia inclemente contra el “rebelde con causa”, se alcanzó el clímax cuando la gerencia de Sodimac le comunicó que le suspendía las compras.



Adolfo no bajó los brazos ante la inminente ruina a que se le condenaba. Ello, en el contexto de un Chile que impasiblemente, en plena democracia y con gobiernos “progresistas”, ha visto instaurada una inclemente dictadura económica. Es el resultado de la creciente monopolización de la economía: 16 grupos explican el 80 por ciento del PIB.



Adolfo Kirshbom empezó a luchar contra Goliat en los tribunales. Mientras tanto, sobrevivía trabajando precariamente bajo el estigma de DICOM. 



De pequeño proveedor de Sodimac pasó a convertirse en un activista. Sin éxito, visitó canales de televisión, radios y diarios. Una entrevista a “La Nación Domingo”, del 25 de agosto del 2002, motivó la compra de la edición completa para que no llegara a los quioscos. Ese mismo año fue invitado al programa “En Debate”, de TVN, como panelista, representando a la CONUPIA. Poco antes de salir al aire, le informaron que sólo tendría derecho a una insípida pregunta redactada por otro. Juntando bronca, “se tomó el micrófono”: fue desconectado y obligado a sentarse. Los avisadores mandan.



Se dedicó a trabajar en lo que viniere y a purgar penas en DICOM. Presionó a los dirigentes gremiales de las pymes para que denunciaran los atropellos. Pero esas aterradas cúpulas prefieren vivir con lo poco que les dejan los “cangrejos”. Así los llamó en su libro denuncia. “Cangrejos” son para él las grandes empresas que se enriquecen a costa de los débiles. Dueños de enormes tenazas, obtienen siempre los favores de los gobiernos de turno y de la justicia.



Para seguir combatiendo, Adolfo Kirshbom ingresó a estudiar Derecho. En eso estaba el 5 de octubre de 2004 cuando un fallo del Tribunal de la Libre Competencia condenó al grupo D&S y a CENCOSUD por sus prácticas abusivas con los proveedores. 



“Un hombre con una idea nueva es un loco hasta que la idea triunfa”, nos diría Mark Twain.



Las mismas prácticas que arruinaron a un hombre insobornable y valeroso siguen empleándose hoy contra los pequeños proveedores de este duopolio. El avance logrado con su sacrificio fue muy precario. Las iniquidades arrecian con fuerza entre los proveedores más pequeños.



Hace un año, Adolfo luchaba porque las pymes se convirtieran en una fuerza social y política. En pleno sueño de crear un partido, la salud le falló. Pero no claudicó. Le vimos sin descanso enfrentando su penosa enfermedad. No se rindió jamás, como no lo hizo ante al abuso institucionalizado.



Josef K., protagonista de El proceso, dice al final que la mentira se ha erigido en orden universal y la ley es un lenguaje ajeno a la verdad. Adolfo asumió con coraje los infortunios derivados del inclemente castigo económico. Su dramática experiencia es el detonante de un movimiento que nace justamente hoy con el nombre de “Fénix Pyme”. Éste pretende ganarse un espacio digno en la economía del país, teniendo como norte los siguientes objetivos:



-Creación de centros de información empresarial para elaborar un catastro nacional de productores que pueden salir al exterior.



-Un call center para informar al mundo de la oferta del sector.



-Una plataforma logística de producción para la oferta de manufacturas y servicios a empresas extranjeras que deseen exportar desde Chile.



-Garantías en servicios básicos de salud.



-Una corporación de asistencia jurídica exclusiva para pymes.



-Subsidios especiales para pymes.



-Capitales de riesgo con garantía estatal.



-Condonación de deudas tributarias y provisionales, no tan generosa como la de los bancos en la década del 80, pero suficiente para sacar de la ruina al sector.



Ya los pymes entienden que hasta ahora el Estado sólo les ayuda a sobrevivir en una agobiante forma de vasallaje. Lo sienten tan atrapado como ellos en esta poderosa red de intereses. No se hacen ilusiones. Están solos. Y éste es un dato de la realidad. Pero no serán los primeros ni los únicos que enfrenten una lucha desigual.



Rindo homenaje a Adolfo Kirshbom por no claudicar jamás. Su ejemplo irá creciendo como las sombras cuando cae la tarde. Ansiaba que él estuviese en las tribunas presenciando este acto, que resultó póstumo. Nos dejó el 18 de septiembre pasado, Día de la Independencia, conquista que él no pudo lograr en el plano económico, pese a haber empeñado su vida en ello.



A partir de ahora, en esa misma fecha, también recordaremos a un luchador indomable. Se rebeló en medio del silencio impuesto por los poderosos, pero desapareció físicamente con su dignidad flameando al tope.



¡Hasta siempre, Adolfo Kirshbom!



He dicho.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, me sumo a las palabras emitidas por el Senador señor Ávila.
PETICIONES DE OFICIOS

El señor HOFFMANN (Secretario).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

---------------------



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor CANTERO:



A las señoras Subsecretaria de Salud y Directora de la COREMA  de Antofagasta, solicitándoles CONTROL DE POBLACIÓN AFECTADA POR ALTA CONCENTRACIÓN DE NÍQUEL EN TOCOPILLA, MEJILLONES Y HUASCO.



Del señor ESPINA:



A los señores Ministro de Obras Públicas y Secretario Ministerial del ramo de La Araucanía, pidiéndoles ARREGLO DE PUENTE CAUTÍN LAUTARO, EN COMUNA DE LAUTARO, y a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, y al señor Secretario Ministerial del ramo de La Novena Región, requiriéndoles INSTALACIÓN DE ALCANTARILLADO A CUATRO FAMILIAS DE CALLE VERGARA, EN COMUNA DE VICTORIA.



Del señor FREI (don Eduardo):



Al señor Intendente de la Décima Región, planteándole la necesidad de RECUPERACIÓN DE INSTITUTO DE CIENCIA Y TECNOLOGÍA DE LOS ALIMENTOS DE UNIVERSIDAD AUSTRAL DE CHILE (Décima Región).



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, solicitándole información detallada en cuanto a INVERSIÓN PRESUPUESTARIA 2006 Y 2007 EN NOVENA REGIÓN y al señor Presidente del Consejo Nacional de Televisión, pidiéndole PROMOCIÓN DE RESPETO A ADULTOS MAYORES EN PROGRAMAS DE TELEVISIÓN ABIERTA E INCORPORACIÓN DE ESPACIOS ESPECIALES PARA DICHO SECTOR.



Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole información acerca de PROYECTO “CAMINO COSTERO RITOQUE-CONCÓN, RUTA VS7Q”.

---------------------

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- En Incidentes, los Comités Unión Demócrata Independiente y Renovación Nacional no harán uso de sus tiempos.



En el turno del Comité Socialista, tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

SIGNIFICADO DE RELACIONES ENTRE CHILE Y VENEZUELA. HOMENAJE A ANDRÉS BELLO 

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en los últimos días el debate sobre las relaciones chileno-venezolanas ha sido creciente, álgido, duro, y ha pasado por una visión y un recuento históricos que no dan cuenta, en mi opinión, de la profundidad y el tremendo significado de la relación entre ambos países.



Algunos exclaman airados contra la Venezuela de Chávez.



Sobre el particular, quiero señalar que ésa es una nación latinoamericana, caribeña, que mantiene una conexión con nuestro país digna de destacar.



Las relaciones chileno-venezolanas se han enriquecido desde 1798, cuando se encontraron en Londres el Precursor, Generalísimo Francisco de Miranda (de 48 años), y el Libertador de Chile, General Bernardo O’Higgins (de 20 años), afiliado a la Gran Reunión Americana, en cuyo seno -y en sus sucursales: las Logias Lautarinas- fraguaron la emancipación del hemisferio occidental. Al momento de la despedida, De Miranda redactó para su joven discípulo, nuestro Padre de la Patria, una nota llena de sabiduría titulada “Consejos de un Sud-americano a un joven compatriota que regresa de Inglaterra a su país” -al escribir “joven compatriota”, De Miranda se refería a la “patria grande”, a América Latina, a Sudamérica-, texto que Bernardo O’Higgins llevó cosido en el forro interior de su sombrero, como narran todas las crónicas, y que jamás olvidó a lo largo de su vida.



De Miranda, el gran integrador, luchó por una Hispanoamérica independiente y unida en una sola gran nación.



Asimismo, el Gran Mariscal Antonio José de Sucre, en la batalla de Ayacucho (Perú), el 9 de diciembre de 1824 -cuando se consolidó la emancipación americana- comandó un ejército patriota de 6 mil combatientes en cuyas tres divisiones había soldados chilenos, fuertemente unidos a las tropas venezolanas, peruanas, argentinas, colombianas y ecuatorianas.



Andrés Bello (1781-1865) y Luis López Méndez (1770-1841) fueron venezolanos ilustres que murieron en Chile rodeados de la gratitud de nuestro pueblo. La obra de ambos fue inmensa.



Don Andrés Bello fundó la Universidad de Chile (1842) y escribió la Gramática castellana (1847) -texto que, sin duda, ha perdurado- y el Código Civil (1855). El monumento en su memoria se encuentra en Santiago, frente a la Casa de Estudios que creó.



Desde su altura, don Andrés Bello, al ver el debate estéril que se produce en torno a la evaluación de las relaciones chileno-venezolanas, no podría dejar de meditar respecto de la falta que hace a los chilenos revisar su historia, particularmente la que tienen en común con Latinoamérica.



Señor Presidente, aprovecho la oportunidad, pese a cierto clima de estigmatización, descalificación e intolerancia que hoy se vive en Chile vinculado a la relación entre ciudadanos de países americanos, para rendir un breve pero sincero homenaje a un destacado ciudadano venezolano que, para tranquilidad de algunos colegas, no es candidato a nada.



Se trata de don Andrés Bello, uno de los hombres que más aportaron a la construcción de la histórica relación de amistad entre los pueblos de Chile y Venezuela: un destacado humanista, poeta, legislador, filósofo, educador, crítico, diplomático y filólogo. Además, fue Senador de nuestra República.



Él es autor de una obra que constituye la base más sólida de la civilización hispanoamericana.
Vivió en Venezuela las últimas tres décadas de la dominación española y en otros lugares algo más de la mitad del primer siglo de vida independiente de las repúblicas americanas hispanohablantes.



Del segundo período, los primeros 20 años corresponden al tiempo de lucha por la emancipación nacional, cuyo desarrollo, vicisitudes y triunfo observó desde Londres. Sus últimos 36 años los pasó en nuestro país, en medio del proceso de consolidación de la existencia política y cultural de los nuevos Estados.



Nació en Caracas el 29 de noviembre de 1781 y falleció en Santiago de Chile el 15 de octubre de 1865. Estamos a pocos días de conmemorar un año más tanto de su nacimiento como de su muerte.



Andrés Bello pasó su infancia y juventud, hasta los 29 años, en Caracas. 



Desde niño tuvo pasión por la lectura, particularmente la de los clásicos del Siglo de Oro español. Frecuenta el Convento de Las Mercedes, donde aprende latín con el padre Cristóbal Quesada. El año de la muerte de este religioso, en 1796, traduce el Libro V de La Eneida. 



Andrés Bello estudió, desde 1797, en la Real y Pontificia Universidad de Caracas, donde se graduó de Bachiller en Artes el 14 de junio de 1800.



Cuando Alejandro de Humboldt visita Caracas, Bello lo conoce y lo acompaña en la subida a la cima del monte Ávila.



Además, cursa Derecho y también Medicina. Imparte clases a Simón Bolívar y comienza a perfilarse como literato. Sus traducciones de versos del latín, del francés y sus adaptaciones de los poemas clásicos, junto a poesías originales, le dan prestigio. Y, por su propia cuenta, aprende francés e inglés.



En 1802 es nombrado Oficial Segundo de la Secretaría de la Capitanía General de Venezuela, por cuyo desempeño mereció honores como el de Comisario de Guerra, otorgado en 1807.



En 1808, con la introducción, desde Trinidad, de la imprenta de Mateo Gallagher y Jaime Lamb, Bello se convierte en redactor de la Gaceta de Caracas, y en 1810, ya en pleno inicio del movimiento autonómico, es ascendido por la Junta Suprema a Oficial Primero de la Secretaría de Relaciones Exteriores.



Las pocas obras juveniles que de él se conservan tienen fecha imprecisa. Compuso algunas poesías y escribió los dramas Venezuela consolada y España restaurada, así como el Resumen de la historia de Venezuela, la más antigua prosa que poseemos del gran humanista.



El 10 de julio de 1810, en la corbeta inglesa General Wellington, parte desde Venezuela hacia Londres acompañando a Simón Bolívar y a Luis López Méndez en la misión diplomática nombrada por la Junta de Gobierno de Caracas cerca del Gobierno inglés. Permanecerá en Londres hasta 1829, pasando épocas de penurias y estrecheces. 



Su amistad con Francisco de Miranda le permite el uso de la biblioteca de éste en Grafton Street, que fue una auténtica relación cultural para Bello, pues aprovecha al máximo tan rico acervo humanístico.



En 1813 solicita ser incluido en la amnistía que había acordado España a los patriotas americanos.



En 1814 se casa con María Ana Boyland, de la que enviuda en 1821. De este matrimonio, nacen tres hijos.



En 1815 solicita un puesto al Gobierno de Cundinamarca, pero la petición no llega a su destino, ya que las tropas de Pablo Morillo interceptan el mensaje.



En 1822 es designado Secretario Interino de la Legación de Chile en Londres, a cargo de Antonio José de Irisarri, y participa en la fundación de la Sociedad de Americanos, que promovió la publicación de grandes revistas: La biblioteca americana y El repertorio americano.



En 1824 se casa con Isabel Antonia Dunn, de cuyo matrimonio nacerán trece hijos.



En 1825 se encarga de la Secretaría de la Legación de la Gran Colombia.



En 1826 es elegido miembro de número de la Academia Nacional que se había creado en Bogotá.



En 1828 se le nombra Cónsul General en París, pero decide trasladarse a Santiago de Chile, en 1829.



Sus trabajos en Londres abarcan una considerable lista de asuntos políticos y diplomáticos americanos a él confiados: investiga y frecuenta el Museo Británico; completa sus conocimientos lingüísticos, filológicos y de historia literaria; se prepara en experiencias diplomáticas y estudios de Derecho Internacional; se dedica a la enseñanza privada; dirige publicaciones; llena las páginas con escritos de carácter enciclopédico, y crea sus más grandes poemas originales, entre ellos, la silva “Alocución a la poesía”, que imprime en 1823.



El 14 de febrero de 1829 Andrés Bello parte de Londres y llega a Valparaíso el 25 de junio, a bordo del bergantín inglés Grecian, y permanecerá en nuestro país hasta su muerte. Reside durante los últimos años de su vida en Santiago, salvo los que habitó en Valparaíso y en la hacienda de los Carrera.



En 1829 es nombrado Oficial Mayor del Ministerio de Hacienda chileno, y en 1830 se le designa rector del Colegio de Santiago. El mismo año se inicia la publicación de El Araucano, del cual fue su principal redactor.



En 1831 inicia su actividad como maestro en su propio domicilio, y en 1832 publica la primera edición de “Los Principios de Derecho de Jentes”, que luego se trasformó en “Los Principios de Derecho Internacional”. Ese mismo año es nombrado miembro de la Junta de Educación.



Luego, el 15 de octubre de 1832 el Congreso de Chile lo declara ciudadano con plenitud de derechos. ¡Este Congreso declaró ciudadano chileno a Andrés Bello!



En 1835 publica los “Principios de la Ortología y Métrica de la Lengua Castellana”.



En 1837, señor Presidente, es elegido Senador de la República, y ejerció su cargo hasta su muerte. ¡Senador de la República!: un venezolano declarado ciudadano de Chile, acercado a Chile, querido por Chile.



En 1840 empieza sus trabajos que culminarán en el Código Civil.



En 1841 publica Análisis ideológico de los tiempos de la conjugación castellana y el poema El Incendio de la Compañía.



En 1842 se funda la Universidad de Chile -una de las grandes obras en que participó-, convirtiéndose en su primer rector en 1843.



En 1848 publica Cosmografía o descripción del Universo", y con posterioridad, otras obras, como Historia de la literatura.



En 1852 termina la preparación del Código Civil, aprobado por el Congreso Nacional en 1855. Ese cuerpo legal, cuya vigencia supera los 100 años y que hace poco tiempo fue reformado, constituye una obra insigne que alumbró el ordenamiento jurídico, no sólo en Chile, sino también en toda América Latina. En efecto, su contenido inspiró a muchos de los códigos homólogos del continente.



En 1864 fue elegido árbitro para resolver una diferencia internacional entre Ecuador y los Estados Unidos. En 1865 también fue designado para cumplir esas funciones respecto de una controversia entre Perú y Colombia.



La finalidad primordial del trabajo de Bello se puede sintetizar en el "proyecto civilizador" en pro de países que, después de dura lucha, alcanzaron la independencia nacional.



La gran pregunta que se formuló fue cuál debía ser la educación de cada pueblo para desarrollar la cultura peculiar, equilibrada, sólida, totalizadora, a fin de construir el nuevo futuro. 



Además, su mayor interés apuntó a cómo definir las bases jurídicas del Estado.



Sin embargo, la preocupación de Bello al final del día -repito- fue siempre la educación; su dedicación a los temas de enseñanza, desde la docencia superior hasta la escuela primaria, y su deseo de divulgar el conocimiento de las ciencias.



Sobre estos firmes pilares -organización del Estado; vida internacional; lenguaje, educación y formación del buen gusto- edificó su obra.



Como dice su biógrafo Miguel Luis Amunátegui -otro ilustre chileno-, "puede afirmarse sin inexactitud que pasó la vida enseñando".



¡Ése fue don Andrés Bello, un venezolano allegado a Chile, donde destacó por su excelencia!



Por eso, en momentos en que se debate respecto de la Venezuela de alguien, de sus relaciones con nuestro país, resulta valioso y oportuno traer a colación el aporte que un insigne venezolano declarado nacional de Chile, miembro del Congreso Nacional, nos entregó hace ya casi dos siglos.



Venezuela y Chile sufrieron, cada uno, su exilio, ante sus respectivas dictaduras. Debieron ofrecer su tierra primorosa para acoger a exiliados de ambos lados.



El gran poeta Gonzalo Rojas, que vivió largos años en Venezuela como profesor de la Universidad Simón Bolívar y quien resalta como una de las voces más notables de la literatura contemporánea, lo expresa así:


"pero vuelvo a decirte que los hombres estamos ya tan cerca los 
unos de los otros,


que sería un error, si el estallido mismo es un error,


que sería un error el que no nos amáramos.".



("Mortal", en Contra la Muerte, 1979)



Hago esta reflexión y rindo un homenaje en memoria de un hombre sobresaliente en horas en que, al parecer, la relación entre Venezuela y Chile sólo se limita a un ejercicio libre de la hegemonía del poder en el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.



Con estas breves notas sobre ciudadanos venezolanos como Andrés Bello y Francisco de Miranda sólo quiero recordar que el futuro depara a nuestras naciones mucho más de lo que ha sido el debate contingente de hoy.



Por el bien de nuestro país, por el bien de América Latina, espero que Chile y Venezuela puedan encontrar un camino de unidad e integración americanas, en pos del sueño bolivariano, que no pertenece a alguien en particular, sino particularmente a los latinoamericanos de la patria grande de Bolívar.



Ésa es la consideración a que debiéramos abocarnos en horas previas a que la Presidenta de la República tome una decisión importante. Sin embargo, cualquiera que ella sea, vamos a respaldarla, porque Chile y Venezuela no se relacionan desde ayer, sino desde hace casi más de dos siglos.



Y el descrito es el tipo de vinculación que esperamos propiciar entre dos grandes naciones.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Ávila.

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, las asertivas referencias históricas que ha hecho el Senador señor Navarro ponen al desnudo los fuertes vínculos, de honda raigambre, que unen a Chile con Venezuela.



No deja de ser penoso oír el tipo de aseveraciones que se hacen en esta coyuntura. Toda la fraseología que hoy circula por diversos medios de comunicación viene inspirada por intereses fácilmente identificables.



Por desgracia, cuando este tipo de campañas se tornan abrumadoras tienden a sepultar aquellos aspectos que hoy gratamente nos recuerda mi Honorable colega.



Ojalá la Presidenta de la República no se deje perturbar por las presiones que han surgido en estos días. En mi concepto, ella debe atender preferentemente a las razones de fondo que obligan a Chile, esta vez, a cumplirle a Venezuela. Lo anterior, no sólo porque ese país nos aportó el talento de un Andrés Bello; no sólo por la existencia de un Simón Bolívar que pensó con verdadero sentido de estadista el destino de Latinoamérica; no sólo porque esa nación hoy vive un proceso de transformaciones que podrán ser objeto de críticas en algunos de sus aspectos pero cuya inspiración nadie podría cuestionar con seriedad.



Por último, siento que Venezuela cuenta con los votos necesarios para integrar el Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas.



Si Chile hace un gesto equivocado, su pronunciamiento quedará para la historia como la reacción a un tipo de presiones que, desde luego, han sido altamente inconvenientes y, por cierto, ponen en tela de juicio el rol que nuestro país está llamado a jugar en el continente.



Ojalá que la decisión de esta situación -que, desde luego, ha concitado el particular interés de los medios de comunicación social- tenga como motivo central el mantenerse en una línea de pensamiento que ya Chile ha exhibido a lo largo de los últimos años y que le brinda el respeto de todos sus vecinos y de naciones amigas.



Chile por ningún motivo debe dejarse arrastrar por una gran potencia que, en muchos episodios históricos, se da maña para utilizar a países más débiles con miras a lograr el propósito que la anima.



Espero, entonces, que obtengamos un resultado satisfactorio de todo este proceso, no sólo para Chile, sino también para Venezuela, república a la que le debemos mucho.



He dicho.

El señor FREI, don Eduardo (Presidente).- Se levanta la sesión.



--Se levantó a las 19:25.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción 
A  N  E  X  O  S

DOCUMENTOS
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PROYECTO DE ACUERDO DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE APRUEBA EL ACUERDO DE ASOCIACIÓN ESTRATÉGICA ENTRE CHILE Y MÉXICO

(4323-10)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE ACUERDO:


“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo de Asociación Estratégica entre la República de Chile y los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en Viña del Mar, Chile, el 26 de enero de 2006.".


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados

2

PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA EL DECRETO LEY Nº 3.472, DE 1980, QUE CREÓ EL FONDO DE GARANTÍA PARA PEQUEÑOS EMPRESARIOS (FOGAPE)

(4363-03)


Con motivo del Mensaje, Informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N° 3.472, de 1980, que crea el Fondo de Garantía para Pequeños Empresarios:

1) Sustitúyese en el inciso primero del artículo 1º, las palabras que van entre la expresión “los créditos” y la frase “y el Servicio de Cooperación Técnica”, por la siguiente oración: “, las operaciones de leasing y otros mecanismos de financiamiento autorizados al efecto por la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, en adelante financiamiento o financiamientos, que las instituciones financieras públicas y privadas”.

2) Modifícase el artículo 2° de la siguiente manera:

a) En su inciso primero:


i) Incorpórase el párrafo segundo de la letra d), como inciso segundo del artículo.


ii) Agregáse la siguiente letra f), nueva: 


“f) Un aporte fiscal de 10.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional.”.

b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Un decreto supremo del Ministerio de Hacienda establecerá la proporción o parte del aporte fiscal señalado en la letra f) precedente que deberá mantenerse en moneda extranjera y la forma, instrumentos y proporción de éste que deberá invertirse en el exterior.”.


3) Modifícase el artículo 3º, de la siguiente forma:

a) Suprímense en su inciso primero las siguientes expresiones: “que tengan proyectos de inversión o necesidades de capital de operación financiera”, “en caso de pequeños productores no agrícolas, ni de 14.000 unidades de fomento, en caso de pequeños productores agrícolas,” y “que requieran capital de trabajo y”, y agrégase, antes del punto aparte (.), precedido por una coma (,), la expresión “que tengan necesidades de capital de trabajo o proyectos de inversión”.


b) Reemplázanse en su inciso tercero las palabras “préstamos” y “créditos” por “financiamientos”.

4) Modifícase el artículo 4º, de la siguiente forma:

a) En su inciso primero:

i) Reemplázase la expresión “préstamos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.

ii) Reemplázase la expresión “y no podrán exceder” por la siguiente: “, con excepción de aquellos destinados a pequeños empresarios que tengan por objeto el financiamiento de operaciones de exportación o importación, los cuales también podrán otorgarse en moneda extranjera. En todo caso, los financiamientos garantizados por el Fondo no podrán exceder”.

iii) Intercálase, a continuación de la expresión “3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.

iv) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”. 


b) En su inciso segundo:

i) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”, en las dos ocasiones en que aparece.

ii) Intercálase, a continuación de la expresión “hasta 3.000 unidades de fomento”, antecedida y seguida de una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.

iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedida por una coma (,), la expresión “o su equivalente en moneda extranjera”.


c) En su inciso tercero:

i) Reemplázase la palabra “crédito” por “financiamiento”.

ii) Reemplázase la palabra “dólares” por las palabras “moneda extranjera”.

iii) Sustitúyese la expresión “cuatro mil ochocientos diez”, por “5.000”.

iv) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.


d) En su inciso cuarto:

i) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.

ii) Reemplázase la palabra “préstamo” por “financiamiento”.


e) Reemplázase su actual inciso quinto, por el siguiente:

“La garantía del Fondo no podrá tener un plazo superior a 10 años, sin perjuicio del plazo del financiamiento por el cual se otorgue.”.


f) En su inciso sexto:

i) Reemplázase la oración “préstamos otorgados con la garantía del Fondo” por “financiamientos garantizados por el Fondo”.

ii) Reemplázase la expresión “en las” por la preposición “a”.

iii) Sustitúyese la expresión “mutuario” por “deudor”.

iv) Reemplázase la palabra “préstamos” por “financiamientos”.


5) Modifícase el artículo 5º, de la siguiente forma:

a) Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:

“El Fondo podrá caucionar obligaciones hasta por un monto que, en su conjunto, no exceda la relación que con respecto a su patrimonio determine la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras.”.


b) En su inciso cuarto:

i) Reemplázase la oración “qué sector o sectores económicos y bajo qué condiciones podrán hacer uso de los recursos que se comprometen” por la siguiente: “las condiciones generales en que las instituciones participantes y los pequeños empresarios y exportadores podrán acceder a la garantía y hacer uso de los derechos de garantía licitados”.

ii) Reemplázase la palabra “préstamos”, por la palabra “financiamientos”.


iii) Agrégase, antes del punto aparte (.), antecedido por una coma (,), lo siguiente: “o su equivalente en moneda extranjera. El Administrador, con acuerdo de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras, deberá establecer las condiciones de ingreso para los pequeños empresarios o exportadores, que hayan sido beneficiados en licitaciones anteriores con financiamientos garantizados por el Fondo. Dichas condiciones deberán establecerse procurando un acceso creciente de nuevos pequeños empresarios o exportadores a la garantía del Fondo”.

c) Reemplázase, en su inciso quinto, la palabra “créditos” por “financiamientos”, en las dos ocasiones en que aparece.


6) Modifícase el inciso primero del artículo 7°, de la siguiente manera:

i) Reemplázase la palabra “créditos” por “financiamientos”.

ii) Reemplázase la expresión “los cuales” por “cuyos derechos”.

7) Modifícase el artículo 8º, de la forma que sigue:

a) Reemplázase, en su inciso primero, la palabra “crédito” por "financiamiento”.

b) Reemplázase, en su inciso tercero, la referencia normativa que se hace con la oración “artículo 21 del decreto ley Nº 1.097, de 1975” por la siguiente: “artículo 22 de la ley General de Bancos”.


8) Reemplázase en el artículo 9º, la expresión “Ley de Timbres, Estampillas y Papel Sellado” por “Ley de Impuesto de Timbres y Estampillas”.

9) Agrégase el siguiente artículo 11, nuevo:

“Artículo 11.- El Fondo podrá, sujeto a las condiciones que establezca para estos efectos la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras y previa autorización del Ministerio de Hacienda, contratar con instituciones públicas o privadas, nacionales o extranjeras, mecanismos de reafianzamiento o de seguro respecto de las garantías vigentes o las que otorgue en el futuro. Asimismo, podrá convenir y pagar comisiones o primas por los reafianzamientos o seguros contratados, con cargo a sus recursos, las que no podrán exceder de una proporción que determinará la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras sobre el monto de las comisiones y el producto de las inversiones que perciba a que se refieren las letras b) y c) del artículo 2°.”.”.


Dios guarde a V.E.

(Fdo.):ANTONIO LEAL LABRÍN, Presidente de la Cámara de Diputados.-CARLOS LOYOLA OPAZO, Secretario General de la Cámara de Diputados
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN, JUSTICIA Y REGLAMENTO RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS QUE MODIFICA LA LEY Nº 14.908, SOBRE ABANDONO DE FAMILIA Y PAGO DE PENSIONES ALIMENTICIAS, CON EL OBJETO DE ESTABLECER COMUNICACIÓN AL BOLETÍN COMERCIAL POR INCUMPLIMIENTOS GRAVES DE DEUDAS ALIMENTICIAS, PENALIZAR INCUMPLIMIENTO MALICIOSO EN PAGO DE PENSIONES ALIMENTICIAS Y OTORGAR COMPETENCIA A JUEZ QUE INDICA PARA CONOCER AUMENTO, DISMINUCIÓN O CESE DE PENSIÓN ALIMENTICIA DE MENORES 

(2600-18, 3093-18 y 3619-18)

HONORABLE SENADO:




La Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento tiene el honor de presentar su segundo informe sobre el proyecto de ley individualizado en la suma, que se halla en segundo trámite constitucional y se originó en moción de los Honorables Diputados y ex Diputados señoras María Pía Guzmán y María Angélica Cristi y señores Aldo Cornejo y Jaime Orpis; señores Gonzalo Ibáñez, Iván Norambuena, Felipe Salaberry, Gonzalo Uriarte, Iván Moreira, Jorge Ulloa y Marcelo Forni, y señor Maximiano Errázuriz. 




A las sesiones en que se trató este asunto asistieron, además de los miembros de la Comisión, la Ministra Directora del Servicio Nacional de la Mujer (SERNAM), señora Laura Albornoz Pollmann; su Jefe de Gabinete, señor Patricio Reinoso Varas y el Jefe de la División Jurídica de dicho Servicio, señor Marco Rendón Escobar. Del Ministerio de Justicia concurrieron la Jefa del Departamento de Estudios, señora Nelly Salvo Ilabel, y la abogada de la División Jurídica, señora Paula Recabarren Lewin.

- - - - - - 

NORMAS DE QUÓRUM


Para ser aprobadas, las disposiciones contenidas en los numerales 1), 8) y 9) del Artículo primero y el Artículo segundo del proyecto requieren el voto conforme de cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, porque tienen el carácter de ley orgánica constitucional, ya que se refieren a la organización y atribuciones de los tribunales.

- - - - - - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1) Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: no hay.

2) Indicación aprobadas sin modificiaciones: no hay

3) Indicaciones aprobadas con modificaciones: 3, 4, 6, 12, 16 y 17 del Boletín, y la del Ejecutivo, sustitutiva de todo el proyecto.

4) Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.

5) Indicaciones rechazadas: 1, 2, 5, 7, 8, 10, 11, 13, 14 y 15 del Boletín.

6) Indicaciones retiradas: 9 del Boletín.

- - - - - - 


Como se dijo en el primer informe, el objetivo del proyecto es perfeccionar la normativa procesal aplicable a las causas de alimentos, procurando facilitar el ejercicio de los derechos del alimentario y asegurar el fiel y oportuno cumplimiento de las obligaciones del alimentante.


En los diversos plazos que el Senado fijó para formular indicaciones, los parlamentarios presentaron 17 proposiciones de enmienda al articulado del proyecto aprobado en general, que es el mismo que en su oportunidad aprobó la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional. La señora Presidenta de la República hizo una sola, que sustituye la iniciativa en su integridad. Todas ellas fueron consideradas por la Comisión, puesto que muchas de las iniciativas parlamentarias complementan y perfeccionan la del Ejecutivo.

Como la proposición de la Presidenta de la República para reemplazar totalmente el proyecto aprobado en general fue presentada en el último plazo, no aparece incluida en el Boletín de indicaciones respectivo, elaborado el 17 de julio en curso. Por tal motivo, identificaremos las de los Senadores aludiendo a su número en dicho Boletín, y al número pertinente en el oficio del Ejecutivo N° 217-354, la que presentó la Jefa del Estado.


En relación con la técnica legislativa, el Honorable Senador señor Letelier lamentó que en la historia de la ley no haya quedado suficiente constancia de que este proyecto es el resultado del esfuerzo de numerosos señores Diputados que propusieron en la Cámara respectiva tres iniciativas legales, las cuales, refundidas, pasaron al Senado en segundo trámite constitucional. 


Algunas de las ideas contenidas en las propuestas originales no concitaron el apoyo suficiente, como es el caso de la publicación en DICOM de las deudas de alimentos y de la revisión de la admisibilidad de demandas dirigidas contra los abuelos de los alimentarios, y otras prosperaron, como es la ampliación de tribunales competentes y un mayor rigor en los apremios y sanciones.


Reclamó contra la práctica del Ejecutivo de proponer indicaciones que sustituyen totalmente los proyectos de ley iniciados en moción, porque con ello se encubre la verdadera autoría de esas iniciativas y se aparenta una suerte de apropiación de las mismas.


Consultó la opinión de los integrantes de la Comisión sobre la posibilidad de crear en el Senado una Comisión de Familia, al igual que en la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Gómez, sobre este último particular, argumentó que cuando fue Ministro de Justicia experimentó los inconvenientes de tener que discutir los proyectos en la Comisión de Familia de la Cámara Baja, para luego reeditar el debate en la de Constitución, Legislación y Justicia, donde se corregía buena parte del texto. Otro tanto ocurría con los proyectos estudiados por la Comisión de Seguridad Ciudadana, agregó.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó similares aprensiones que las indicadas por el señor Presidente de la Comisión y añadió que en la modalidad de trabajo en Comisiones que ha adoptado la Cámara de Diputados la discusión y resolución de los asuntos considerados reflejan más bien la sensibilidad de los integrantes, sin proporcionar necesariamente la contrapartida de rigor técnico que se requiere, con lo cual el proceso legislativo pierde eficacia.

- - - - - - -

Artículo primero

En 8 numerales, introduce otras tantas enmiendas a la ley N° 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está contenido en el artículo 7° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000. La indicación del Ejecutivo aludida más arriba consulta un Artículo primero que se compone de 12 numerales y propone también un artículo tercero, nuevo.
Indicación Nº 1) del oficio del Ejecutivo


Está configurada por tres literales, que modifican el artículo 1° de la ley N° 14.908. 


El primer inciso de ese precepto otorga competencia para conocer de los juicios de alimentos al juez de familia del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de este último y dispone que ellos se tramitarán conforme a las normas del procedimiento ordinario establecido en la ley que crea los juzgados de familia
, en lo que no esté previsto por la ley N° 14.908.


El inciso segundo prescribe que la prueba será apreciada según las reglas de la sana crítica, esto es, ciñéndose al “conjunto de reglas jurídicas, lógicas, científicas, técnicas y de experiencia que el juez debe emplear para apreciar la prueba, tomando en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca lógicamente a la conclusión que lo convence”
. “Las reglas de la sana crítica importan una valorización de las probanzas de acuerdo a las razones jurídicas, simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia y ellas no podrían en caso alguno relacionarse con las reglas de ponderación de la prueba del Código de Procedimiento Civil”
.


El inciso tercero, y final, del artículo 1° concede a las partes el recurso de apelación, en el solo efecto devolutivo, lo cual implica que el tribunal puede seguir conociendo de la causa hasta su terminación, inclusa la ejecución de la sentencia definitiva, a menos que por resolución fundada se dé orden de no innovar. La orden de no innovar suspende los efectos de la resolución recurrida o paraliza su cumplimiento, según sea el caso
.


La letra a) de la indicación presidencial N° 1) reemplaza el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 14.908. Lo novedoso de la disposición sustitutiva es que hace referencia explícita a la ley 
N° 19.968, que creó lo tribunales de familia, y que, en lugar de la frase “en lo no previsto por este cuerpo legal” –que es la ley N° 14.908– señala “con las modificaciones establecidas en este cuerpo legal”. 


La letra b) sustituye los otros dos incisos, que se refieren a la apreciación de la prueba y al recurso de apelación. El primero de los nuevos incisos da competencia para conocer de las demandas de aumento, rebaja o cese de la pensión alimenticia, al mismo tribunal que decretó la pensión. El segundo preceptúa que de las demandas de aumento podrá, además, conocer el tribunal del nuevo domicilio del alimentario, a elección de éste último.


La letra c) de la indicación agrega como inciso final del artículo 1° de la ley N° 14.908, una disposición que actualmente aparece como inciso tercero del artículo 2°, de donde se elimina. Ella se refiere al derecho de la madre para demandar alimentos para el hijo que está por nacer; la indicación precisa que podrá hacerlo la madre de cualquier edad.


El Jefe de la División Jurídica del Servicio Nacional de la Mujer, señor Marco Rendón, explicó que con la nueva redacción que se da al inciso primero del artículo 1° de la ley N° 14.908 se deja en claro que en estos juicios son aplicables todas las normas de la ley N° 19.968 y no únicamente las relativas al procedimiento ordinario.


En lo que respecta a las modificaciones contenidas en la letra b) de la indicación, hizo presente que las disposiciones sobre apreciación de la prueba conforme a las reglas de la sana crítica y sobre la apelación en el sólo efecto devolutivo se encuentran recogidas en los artículos 32 y 67 de la ley N° 19.968, por lo que resulta innecesario reiterarlas en el texto legal que el proyecto en informe modifica. De allí, entonces, que las normas que se proponen en su reemplazo se refieran a una materia enteramente diferente, como es el tribunal competente.


La letra c), como se dijo, confiere a la madre, cualquiera sea su edad, derecho a demandar alimentos para el hijo que está por nacer. El abogado señor Rendón manifestó que con esta disposición se resuelve el problema de muchas madres adolescentes, que no obtienen el asentimiento de sus representantes legales para accionar y se ven impedidas de ejercer su derecho. Agregó que se ha eliminado la frase que hace aplicables en este caso las reglas previstas para los alimentarios menores de edad, porque al crearse los tribunales de familia desapareció la dicotomía que había entre jueces y procedimientos para alimentos menores y para alimentos mayores, según la edad de los alimentarios.


La Ministra Directora del SERNAM, señora Laura Albornoz, informó que el 16% de los niños nacidos en Chile son hijos de mujeres menores de 18 años.


El Honorable Senador señor Larraín observó que las disposiciones propuestas en esta indicación abren un mayor abanico de opciones para que el alimentario pueda demandar sus derechos.


El Honorable Senador señor Gómez añadió que la posibilidad de que el alimentario pueda accionar ante el tribunal de su actual domicilio apunta en la dirección correcta, toda vez que es más sencillo trasladar un expediente de un tribunal a otro que hacer desplazarse a las partes que han intervenido en un proceso en que se requiere revisar la pensión decretada.


Con todo, en vista de los acuerdos adoptados más adelante, se volvió sobre esta cuestión al considerar el Artículo segundo del proyecto, que enmienda el Código Orgánico de Tribunales. En consecuencia, la Comisión acordó consignar tanto en aquél como en la ley N° 14.908, disposiciones sobre competencia que diferencian según si la demanda es de aumento o de rebaja o cese de la pensión. Así, en el primero de esos casos conocerá el tribunal del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de éste. Y si se trata de rebaja o cese, será el tribunal del domicilio del alimentario.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Espina pusieron de manifiesto el avance que representa, respecto de la situación actual, que la madre adolescente pueda demandar sin requerir el asentimiento de sus padres o tutores, que muchas veces se niegan a hacerlo y procuran mantener la situación oculta. 

Sin embargo, anotó el Honorable Senador señor Espina, esa menor no tiene capacidad legal para celebrar acuerdos sobre alimentos.

El Honorable Senador señor Gómez sugirió que el SERNAM asuma el patrocinio y representación en el juicio correspondiente, ya que, por tratarse de una materia civil, no opera la limitación derivada del monopolio del Ministerio Público en el ejercicio de la acción penal pública. Si no tiene la facultad en su ley orgánica, habría que dársela.

La señora Ministra Directora señaló que se prepara un proyecto de ley que reforzará el rol y las atribuciones de las Corporaciones de Asistencia Judicial, en el cual se podría resolver este punto, o bien en la ley orgánica del Servicio Nacional de Menores.

El abogado señor Rendón señaló que este último inconveniente se salva con el deber que el artículo 19 de la ley N° 19.968 impone a los jueces de familia, en orden a velar por que en las causas en que aparezcan involucrados intereses de niños, niñas, adolescentes o incapaces que carezcan de representante legal, designándoles un abogado de la respectiva Corporación de Asistencia Judicial o de cualquier institución pública o privada que se dedique a la defensa, promoción o protección de los derechos de aquéllos. El juez tiene la facultad de hacer tales designaciones, aún cuando haya representante legal, si estima que los intereses del menor o del incapaz son contradictorios con los de su representado.
La Comisión acordó adicionar el inciso final que la letra c) en comento inserta en el artículo 1° de la ley N° 14.908, con una oración que señala imperativamente que el juez de familia deberá aplicar las disposiciones del artículo 19 de la ley N° 19.968, para proteger los derechos de la madre. La agregación tiene, además, un afán didáctico, pues es posible que las personas que recurran a la justicia de familia en las circunstancias que regula este inciso no estén en situación de hacer por sí mismas la vinculación entre ambas normas y solicitar se les proporcione el auxilio profesional necesario para hacer efectivos sus derechos.


- La indicación N° 1) del oficio del Ejecutivo se aprobó por unanimidad de los integrantes de la Comisión, con las modificaciones señaladas para las letras b) y c). Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señora Alvear y señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

N° 1 del Artículo primero

Mediante los literales a) y b) introduce modificaciones en el artículo 2° de la ley N° 14.908, precepto legal que concede competencia al juez de menores
 del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de este último, para conocer de los juicios de alimentos para menores y para el cónyuge y parientes mayores que los demanden conjuntamente con alimentarios menores de edad. Este artículo, como ya se dijo, reconoce a la madre el derecho de pedir alimentos para el hijo que está por nacer. Además, permite omitir en la demanda el señalamiento del domicilio del demandado, si no es conocido y señala que el juez debe adoptar medidas para determinar tal domicilio, tanto si no se conoce, cuanto si el demandado no es habido en el que se haya señalado.


La letra a) de este número 1 intercala en el artículo 2° de la ley N° 14.908 un nuevo inciso tercero, conforme al cual será también competente para conocer demandas sobre aumento de pensión alimenticia el juez del nuevo domicilio del alimentario.


La letra b) sustituye, en el último inciso del artículo 2° en comento, la oración que obliga al juez a adoptar todas las medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, el domicilio actual del demandado que no es habido o cuyo domicilio es desconocido, por otra, que permite practicar la notificación en cualquier lugar, garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos.
Indicación Nº 2) del oficio del Ejecutivo


Mediante tres literales, introduce enmiendas al artículo 2° de la ley N° 14.908.


La letra a) suprime los incisos primero a tercero, arriba descritos, pues están diseñados atendiendo a la existencia de tribunales y procedimientos diferentes, según fuera la edad de los alimentarios, diferenciación que ha quedado obsoleta con la creación de los tribunales de familia.


- La Comisión aprobó esta letra a) por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.


La letra b) sustituye, en el inciso cuarto, la oración relativa a las medidas a adoptar en caso de desconocerse el domicilio del demandado o de no ser habido en él, por una remisión a las disposiciones del artículo 23 de la ley N° 19.968, que señala las normas para practicar las notificaciones en los procesos ante tribunales de familia. 

Conforme al citado precepto, la primera notificación a la demandada se efectuará personalmente, por un funcionario del tribunal, salvo que la parte interesada se la encargue, a su costa, a un receptor judicial. Si ello no resulta posible, el juez dispondrá otra forma, por cualquier medio idóneo, que garantice la debida información del notificado para el adecuado ejercicio de sus derechos. Las demás notificaciones se practicarán por el estado diario, salvo las de sentencias definitivas y de resoluciones en que se ordene la comparecencia personal de las partes que no hayan sido expedidas en alguna de las audiencias, las que serán notificadas por carta certificada. Excepcionalmente, y por resolución fundada, el juez podrá ordenar que la notificación se practique por Carabineros o la Policía de Investigaciones. Además, cualquiera de las partes podrá solicitar para sí otras formas de notificación, que el juez podrá autorizar si, en su opinión, resultan suficientemente eficaces y no causan indefensión.


La Honorable Senadora señora Alvear manifestó su desacuerdo con la oración “garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos”, contenida entre las enmiendas que el proyecto aprobado en general hace al artículo 2° de la ley N° 14.908, relativa a la notificación de la demanda de alimentos.


Explicó que no queda claro qué sentido tiene en este contexto la palabra “garantizar” ni se indica cómo debe constituirse semejante caución. La Corte Suprema ha establecido que la notificación no tiene otro propósito que poner en conocimiento de las partes y de terceros, en su caso, el contenido de una resolución judicial. Por lo tanto, concluyó, no es procedente garantizar algo en una notificación, lo que explica y fundamenta la indicación que ha presentado para eliminar la oración en comento.


El Honorable Senador señor Espina recomendó que la ley N° 14.908 se remita en forma general al procedimiento de la ley de tribunales de familia, con las mínimas excepciones indispensables. Este proyecto debería ser depurado de lo procedimental, enfatizó, y quedar acotado a las normas sustantivas. 


El abogado señor Marco Rendón añadió que el artículo 23 de la ley N° 19.968 permite al juez autorizar formas y lugares para notificar la demanda. El presente proyecto consulta aspectos procesales en tres órdenes de cosas: notificaciones, alimentos provisorios e inversión de la carga de la prueba.

El Honorable Senador señor Larraín destacó que la finalidad del texto propuesto en la indicación es impedir que el desconocimiento del domicilio entrabe la prosecución del juicio. De allí, entonces, que se habiliten diversos lugares para practicar la diligencia y se obligue al demandado a mantener actualizada la información respectiva, ante el tribunal.


- La Comisión aprobó la letra por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.


La letra c) de la indicación agrega al artículo 2° de la ley N° 14.908 tres incisos nuevos. 


El primero de ellos, que pasaría a ser inciso segundo del artículo 2° de la ley, faculta al juez para adoptar, a petición de parte, todas la medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, el domicilio actual del demandado. El segundo obliga al demandado a informar al tribunal todo cambio de domicilio, de empleador o de lugar de trabajo, dentro de 30 días de la ocurrencia del hecho. El tercero sanciona con multa de una a quince unidades tributarias mensuales
 a quien no dé cumplimiento a esta obligación de informar.

La Comisión estimó innecesario el primero de los incisos que se propone agregar, en vista de lo establecido en el inciso tercero del artículo 23 de la ley N° 19.968
.


En lo que respecta al tercer inciso, acordó suprimir la palabra “maliciosamente”, porque supone exigir dolo directo en el incumplimiento de la obligación del demandado de mantener informado al tribunal, en todo tiempo, de sus cambios de domicilio y de empleador o lugar de trabajo. Bastaría, para invertir la carga de la prueba, que el infractor sostenga que no informó por inadvertencia, para que la norma pierda toda eficacia.


- Por unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, la Comisión rechazó el primer inciso contenido en el literal c) de la indicación N° 2) del oficio del Ejecutivo y aprobó los otros dos, el último con la enmienda ya señalada.

Indicación N° 1 del Boletín 

Del Honorable Senador señor Naranjo, para intercalar un literal nuevo, a continuación de la letra a) del N° 1 del Artículo primero del proyecto. Como se dijo, este numeral modifica el artículo 2° de la ley N° 14.908.


La indicación intercala en dicho artículo 2° un inciso cuarto, nuevo, que asigna al juez del domicilio del solicitante o del alimentario, a elección de este último, competencia para conocer del cese de la pensión de alimentos por haberse extinguido el derecho del alimentario, de acuerdo al artículo 332 del Código Civil
.


Teniendo presente que la proposición se inspira en la situación existente cuando los alimentos podían demandarse en dos tipos de tribunales competentes diferentes, según los demandantes fueran menores o mayores de edad, la Comisión optó por desechar esta indicación.


- Así lo acordaron unánimemente los miembros presentes de ella, los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, quienes estuvieron por el rechazo.

 Indicación N° 2 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para suprimir, en el literal b) del N° 1 del Artículo primero, la frase “garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos” y la coma (,) que la precede. 

Esa letra b) sustituye, en el último inciso del artículo 2° de la ley N° 14.908, la oración que obliga al juez a adoptar todas las medidas necesarias para determinar, en el más breve plazo, el domicilio actual del demandado que no es habido o cuyo domicilio es desconocido, por otra, que permite practicar la notificación en cualquier lugar, garantizando la debida información del demandado para el adecuado ejercicio de sus derechos.

El Honorable Senador señor Espina expresó que, en la hipótesis de que la primera notificación se vea entorpecida por el desconocimiento del domicilio del demandado o porque éste no es habido en el señalado en la demanda, de todos modos el juez debe asegurarse de que aquél sea debidamente informado para el adecuado ejercicio de sus derechos, como ordena el inciso tercero del artículo 23 de la ley 
N° 19.968. Esta es una garantía que asegura que el proceso sea racional y justo.


El abogado del SERNAM, señor Marco Rendón, advirtió que es por ello que el Ejecutivo ha propuesto, en la letra b) ya aprobada, remitirse expresamente al citado artículo 23.


- En vista de lo expuesto, la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Muñoz, don Pedro, acordó rechazar la indicación N° 2 del Boletín.
Indicación N° 3 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para incluir un numeral nuevo, a continuación del N° 1 del Artículo primero del proyecto. Esta proposición de enmienda tiene por finalidad suprimir, en el inciso primero del artículo 5° de la ley N° 14.908, que se refiere a los alimentos provisorios, la oración que lo encabeza y que es del siguiente tenor: “En los juicios en que se solicitaren alimentos en favor de los hijos menores del demandado”, así como la coma (,) que le sigue.

El propósito es hacer posible el otorgamiento de alimentos provisorios en todo tipo de juicio de alimentos y no sólo en los de menores, lo cual guarda armonía con el artículo 327 del Código Civil, que los permite sin ese distingo
. La Comisión coincidió con el cambio propuesto, con un ajuste formal que adapta la norma al nuevo texto del artículo 4° que aprobó más adelante.


- La indicación N° 3 del Boletín se aprobó modificada, por unanimidad de los presentes, los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Número 2 del Artículo primero


Agrega al inciso cuarto del artículo 5° de la ley 
N° 14.908 un conjunto de disposiciones que configuran la no fijación oportuna de alimentos provisorios, como una falta del juez, que da lugar a su responsabilidad disciplinaria.

Indicación N° 3) del oficio del Ejecutivo


Reemplaza el artículo 5° de la ley N° 14.908 por otro, que pasa a ocupar el lugar del artículo 4°, el cual fue derogado por el artículo 124, Nº 3), de la ley N° 19.968. La norma de reemplazo, igual que el artículo 5° vigente, regula el instituto de los alimentos provisorios.

El artículo vigente preceptúa que deben decretarse alimentos provisorios a favor de los hijos menores del demandado, si hay fundamento plausible del derecho que se reclama, luego de transcurrido el plazo de diez días desde la notificación de la demanda. Se entiende que hay tal fundamento si está acreditado el título que habilita para pedir alimentos y no existe una manifiesta incapacidad para proveerlos. Dentro del plazo referido, el demandado puede controvertir la procedencia de los alimentos provisorios y allegar los antecedentes que fundan su planteamiento, lo cual no interrumpe el procedimiento. Por último, en todo caso el tribunal debe pronunciarse de oficio sobre estos alimentos provisorios, haya o no deducido oposición el demandado dentro del plazo de diez días arriba señalado. El juez puede acceder provisionalmente a una solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, si estima que hay antecedentes que lo justifican. También incluye este artículo normas sobre notificaciones y recursos.


El artículo 4° propuesto en la indicación ordena al juez, en los juicios en que se demanden alimentos a favor de hijos menores, pronunciarse sobre los alimentos provisorios, junto con proveer la demanda y sobre la base de de los documentos y antecedentes presentados con ella. El demandado tiene un plazo de cinco días para oponerse al monto fijado. El juez puede resolver de plano o convocar a una audiencia, caso en el cual ésta debe efectuarse dentro de diez días. Si no hay oposición, la determinación de alimentos provisorios queda a firme. Por último, este precepto faculta al tribunal para acceder provisionalmente a la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, cuando estime que existen antecedentes suficientes que lo justifiquen.

El Honorable Senador señor Gómez advirtió que el precepto contenido en la indicación no concede un recurso contra lo que se resuelva en materia de alimentos provisorios, al contrario del artículo 5° vigente, cuyo último inciso otorga el de reposición, con apelación subsidiaria en el solo efecto devolutivo, la que goza de preferencia para su vista y fallo. Y si bien es cierto que el número 1) del artículo 67 de la ley N° 19.968 admite el de reposición, el número 2) del mismo precepto restringe el de apelación sólo contra la sentencia definitiva de primera instancia, las que ponen término al juicio o hacen imposible su continuación y las relativas a medidas cautelares.


El abogado señor Marco Rendón acotó que los alimentos provisorios son una medida cautelar.


Sin perjuicio de ello, la Comisión prefirió consignar en términos formales y explícitos que contra la resolución que fija o modifica alimentos provisorios se podrá recurrir de reposición, con apelación subsidiaria en el solo efecto devolutivo, recurso este último que deberá ser visto y fallado con preferencia. A tal efecto, agregó un inciso que sigue los lineamientos del texto vigente del artículo 5° de la ley N° 14.908.


- Con esta adición, la indicación N° 3) del oficio del Ejecutivo fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Espina, Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.

A continuación, el Honorable Senador señor Larraín propuso mantener la modificación que el número 2 del Artículo primero del proyecto aprobado en general introduce en el artículo 5°, en virtud de la cual se sanciona al juez que no fija oportunamente los alimentos provisorios. Justificó su proposición manifestando que se trata de proteger al alimentario de la eventual omisión de un juez que dilata el cumplimiento de su deber, en perjuicio de aquél.


La Comisión estuvo de acuerdo con la idea, pero la formuló como una causal de la queja disciplinaria establecida en el artículo 536 del Código Orgánico de Tribunales.


- Con la misma votación unánime anterior, se aprobó la propuesta.

Indicación N° 4) del oficio del Ejecutivo


Incorpora un nuevo artículo 5° en la ley N° 14.908. Cabe recordar que la indicación precedente de la señora Presidenta de la República sustituye el actual artículo 5° por un precepto que se reubica como artículo 4° de la ley.


El precepto que se propone como nuevo artículo 5° de la ley N° 14.908 dispone que el juez, al proveer la demanda, ordenará al demandado que acompañe, en la audiencia preparatoria y bajo el apercibimiento del artículo 543 del Código de Procedimiento Civil
, los antecedentes que sirvan para acreditar su patrimonio y capacidad económica, indicando sus ingresos y activos. 


La presentación de documentos falsos a sabiendas, esto es, con dolo directo, es sancionada conforme al artículo 207 del Código Penal, o sea, con presidio menor en su grado mínimo a medio (61 días a 3 años) y multa de seis a veinte unidades tributarias mensuales
, pues se comete en un proceso civil. Si el declarante incluye datos inexactos u omite información relevante, el castigo es el del artículo 212 del Código Penal, prisión en cualquiera de sus grados (1 a 60 días) o multa de una a cuatro unidades tributarias mensuales
. El juez debe conminar al demandado, para que proporcione los documentos requeridos, con el apercibimiento del artículo 240, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil, que castiga al que quebrante lo ordenado en una resolución judicial con reclusión menor en su grado medio a máximo (541 días a 5 años). 


La Honorable Senadora señora Matthei sugirió tomar en cuenta, a la hora de regular la contribución de los padres a la obligación alimenticia, que también se dan situaciones de abuso en perjuicio de los alimentantes, muchas de las cuales están basadas en un engaño; que hay ocasiones en que la madre que pide alimentos tiene más recursos económicos que el padre de quien se demandan, y que es de común ocurrencia que el demandado haya formado una nueva familia, la que también merece protección. Asimismo, aseveró, debe contemplarse el caso del empleador que falsea la información relativa a los ingresos del alimentante.


El Honorable Senador señor Letelier suscribió el planteamiento de la señora Matthei y agregó que esta legislación debe estar siempre inspirada en la protección del interés de los menores, cualquiera sea la estructura familiar en que les toque vivir.


Destacó que la idea básica de esta norma, cual es, que sea el demandado quien proporcione las pruebas relativas a sus condiciones económicas, formaba parte de una de las mociones originales que fueron refundidas en el primer trámite constitucional, en la Cámara de Diputados.


El Honorable Senador señor Gómez advirtió que los incisos tercero y cuarto del precepto propuesto tratan de manera confusa las penas que se asignan a las diversas hipótesis punibles que ellos describen, lo que amerita revisarlos con un criterio de política criminal, a fin de evitar distorsiones e incoherencias en el catálogo de tipos y sanciones.


El Honorable Senador señor Larraín postuló que no resulta adecuado crear nuevos tipos penales en cada ley, porque se genera una proliferación de ilícitos difícil de manejar, incluso por los operadores avezados en la materia. Lo conveniente es remitirse a los tipos comunes, cuyo sentido y alcance, por lo demás, está generalmente precisado por la doctrina y la jurisprudencia. 

Además, objetó la referencia al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, que se hace en el inciso final de este nuevo artículo 5°, porque aquella norma no contiene un apremio, sino que castiga el desacato a una orden judicial, con reclusión en su grado medio a máximo (541 días a 5 años).

También propuso revisar las disposiciones del artículo 5° bis aprobado en general, que se describe más adelante, porque algunas de ellas son compatibles con la proposición del Ejecutivo y la complementan. Es el caso de los incisos segundo y tercero, que especifican determinados antecedentes que el juez debe solicitar, porque pueden ilustrar sobre la situación económica del demandado, y que imponen a quien oculta las fuentes de ingreso del alimentante pena de prisión en cualquiera de sus grados (1 a 60 días). 


La Comisión aprobó los cuatro primeros incisos del artículo 5° propuesto en la indicación N° 4) del oficio del Ejecutivo, con modificaciones.


En efecto, recogiendo los planteamientos hechos durante el debate, confirmó, con enmiendas, los incisos segundo y tercero del artículo 5° bis del texto aprobado en general por el Senado, los que se insertaron en el artículo 5° que propone la Comisión.


El primero de dichos incisos impone al tribunal el deber de recabar antecedentes sobre la capacidad económica y el patrimonio del demandado, oficiando al efecto al Servicio de Impuestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier organismo público o privado, en caso de que el demandado no cumpla lo ordenado sobre el particular al proveerse la demanda. Lo mismo podrá hacer el juez, si lo estima necesario, aun en el caso de que el alimentante haya aportado documentos e informaciones sobre sus ingresos y situación o que ello no haya sido solicitado en la demanda.


El segundo inciso castiga con prisión en cualquiera de sus grados al que oculte las fuentes de ingreso del demandado en juicio de alimentos.


Además, se agregó al inciso que penaliza la presentación de documentos falsos por parte del demandado, una disposición nueva, que impone a los terceros que otorguen documentos privados falsos, o maliciosamente inexactos o incompletos, con la finalidad de facilitar al alimentante el ocultamiento de sus ingresos y capacidad económica, las mismas penas previstas para el demandado. 


Enseguida, haciéndose eco de lo que informó la Corte Suprema al solicitarse su opinión, refundió en uno sólo los últimos tres incisos del artículo 5° bis del texto aprobado en general por el Senado, que consultan la acción pauliana o revocatoria y disponen que ella sea conocida incidentalmente por el juez de familia. 

Se contempla dicha acción para atacar actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con el objeto de reducir efectivamente su patrimonio, y actos jurídicos simulados o aparentes, todo ello realizado con el propósito de perjudicar al alimentario. Se entiende que el tercero está de mala fe cuando conoce o debiera conocer la intención fraudulenta del alimentante. La acción pauliana en el caso de actos simulados o aparentes es sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 

En inciso refundido que se propone al final de este artículo se hace una remisión a la normativa general sobre acción pauliana del Código Civil y se conserva la disposición en virtud de la cual tales acciones se tramitarán como incidente, ante el juez de familia.
Se suprimió del último inciso del artículo propuesto en la indicación N° 4) del oficio del Ejecutivo la referencia al artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, por inapropiada, y se hizo extensivo el apercibimiento de poner los antecedentes en conocimiento del Ministerio Público para el caso de que el demandado tampoco preste la declaración jurada a que alude el inciso primero de este artículo 5°.

Finalmente, se reordenaron de manera más sistemática las diversas disposiciones que contiene este precepto.


- Todos estos acuerdos fueron adoptados por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Letelier.
Número 3 del Artículo primero


Intercala en la ley N° 14.908 un artículo 5° bis, nuevo, que dispone que el demandado debe acompañar, dentro del plazo de diez días contados desde la notificación de la demanda, los antecedentes para determinar su capacidad económica, tales como liquidaciones de sueldo, declaración de impuesto a la renta y boletas de honorarios. Si así no lo hace, el tribunal debe recabar, de oficio, al Servicio de Im​puestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público pertinente, los antecedentes que acrediten la real situación económica del demandado.

El inciso tercero de este artículo sanciona con prisión en cualquiera de sus grados (de 1 a 60 días) el ocultamiento de las fuentes de ingreso del demandado en juicio de alimentos.


El inciso cuarto señala que el alimentario dispondrá de una acción pauliana, o revocatoria, contra los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con la finalidad de reducir su patrimonio en perjuicio de aquél. Se presume que el tercero está de mala fe si conoce o debe conocer la intención fraudulenta del alimentante. El inciso quinto añade que si el acto fraudulento es simulado o aparente, también puede ser revocado, sin perjuicio de la responsabilidad penal de quienes concurran a la simulación.


De acuerdo con el inciso sexto, estas acciones paulianas se tramitan como incidente, ante el juez de familia.

Como se ha dicho, algunas disposiciones de este artículo fueron recogidas por la Comisión, formando parte del artículo 5° que se insertará en la ley N° 14.908.

Indicación N° 4 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para insertar en el artículo 5° bis un inciso primero, nuevo, que ordena que, si en la demanda se solicitan oficios para acreditar las facultades económicas del demandado, deben decretarse junto con proveer el libelo.


La Comisión, estimando que la idea está contenida en sus acuerdos precedentes, aprobó esta indicación, con enmiendas, refundiéndola con la N° 4) del oficio del Ejecutivo.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 5 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para comenzar el inciso primero del mismo artículo 5° bis, que pasaría a ser inciso segundo si es aprobada la indicación anterior, con la frase “Sin perjuicio de lo establecido precedentemente”, con lo que queda en claro que la petición de los oficios a que se refiere su indicación anterior no hace cesar la obligación del demandado de allegar los antecedentes que acreditan sus facultades económicas.


La Comisión la estimó innecesaria, en vista de los acuerdos precedentes, por lo que rechazó esta indicación.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 6 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para intercalar, en el inciso segundo del artículo 5° bis, la frase “y aunque no se haya solicitado en la demanda”, lo que ratifica la obligación del juez de actuar de oficio en la investigación de la capacidad económica del alimentante, si éste no cumple su obligación de aportar los datos y documentos respectivos.


La Comisión, estimando que la idea está contenida en sus acuerdos precedentes, aprobó esta indicación, con enmiendas, refundiéndola con la N° 4) del oficio del Ejecutivo.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 7 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para reemplazar, en el inciso tercero del artículo 5° bis, la sanción de prisión para el ocultamiento de las fuentes de ingreso del demandado, por una presunción legal de que sus facultades económicas son las indicadas en la demanda dirigida en su contra.


La Comisión la estimó incompatible con los acuerdos ya adoptados, por lo que rechazó esta indicación.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 8 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para que las acciones paulianas encaminadas a obtener la restitución al patrimonio del alimentante de bienes apartados del mismo por actos fraudulentos o simulados se tramite como juicio principal, y no como incidente, ante el tribunal civil.


La Comisión la estimó incompatible con los acuerdos ya adoptados. Además, tuvo en cuenta que trasladar la acción pauliana en estos casos a la sede civil y sujetarla al procedimiento ordinario redundaría en una dilación inconveniente para causas de alimentos, por lo que rechazó esta indicación.


- Acordado por unanimidad de los miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 5) del oficio del Ejecutivo


Intercala un inciso segundo, nuevo, en el artículo 7° de la ley N° 14.908. Este precepto fija como límite máximo de la pensión alimenticia el 50% de las rentas del alimentante, excluidas las asignaciones familiares, y dispone que si es fijada en una suma determinada, se reajuste semestralmente, de acuerdo al alza del Índice de Precios al Consumidor y que el Secretario del tribunal practique la reliquidación.


El inciso que inserta la indicación faculta al tribunal para exceder dicho límite del 50% de las rentas, cuando las facultades económicas del alimentante lo permitan y ello resulte necesario para el adecuado desarrollo de hijos menores de edad o en el caso que a éstos les afecten circunstancias especiales. Para estos efectos, deberá tenerse especialmente en cuenta el número de hijos que tenga el demandado, el número de cargas de familia, su situación en materia de beneficios previsionales y de salud, la situación patrimonial de ambos progenitores, la edad y el estado de salud de el o los alimentantes.

El abogado señor Rendón manifestó que esta indicación procura adecuar la legislación nacional a la Convención de los Derechos del Niño, que obliga a los alimentantes a contribuir conforme a sus facultades económicas, sin fijarles un límite. El Ejecutivo comparte esa posición, en la medida en que situaciones excepcionales ameriten exceder el máximo de 50% que fija el artículo 7° de la ley N° 14.908.


El Honorable Senador señor Letelier observó que la indicación apunta en la dirección correcta, en cuanto se ocupa con preferencia del interés de los niños, sin discriminar si son de la primera familia de los alimentantes o de una posterior. Sin embargo, advirtió que sería necesario aclarar puntos oscuros, como el contenido de la frase “les afecten circunstancias especiales”.


La Honorable Senadora señora Matthei expresó que, para ser justos, es necesario dar un tratamiento simétrico a la primera familia del alimentante y a la que forme después del quiebre de la anterior. En ese evento, si la situación de excepción se da en relación con uno de los alimentarios de la nueva familia, debería reducirse en alguna medida la pensión de alimentos decretada.


Enseguida, hizo presente que siempre los padres están obligados a concurrir al sustento de los hijos, conforme a las necesidades de éstos y a las facultades de aquéllos, principio general que no debe romperse ni abandonarse cuando la familia se fractura.


El Honorable Senador señor Gómez afirmó que las personas tienen derecho a constituir una nueva familia, después que la anterior ha llegado a una crisis insuperable. El límite actualmente vigente, equivalente a la mitad del ingreso del alimentante, es bastante elevado, por lo que se declaró contrario a la indicación en análisis.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, reconociendo que en los juicios de alimentos el interés que debe resguardarse en forma prioritaria es el de los alimentarios menores de edad, llamó a no perder de vista la condición de los alimentantes, para no dar margen a que sufran un tratamiento injusto. En muchos casos la carga que se les impone determina que no les sea posible llevar una vida de nivel aceptable y decente en el ámbito de su nueva familia, lo que no resulta ecuánime. 


La gran mayoría de los padres cumple oportuna y adecuadamente su obligación alimenticia. Este proyecto complementa la ley vigente con una serie de resguardos rigurosos para compeler a quienes son morosos o simulan o esconden su auténtica condición económica para eludir su deber.


Por otra parte, imponer esta carga a los abuelos puede ser sumamente injusto, ya que lo usual es que ellos no tengan ninguna participación ni responsabilidad en la formación de la familia que se ha quebrado ni en su ruptura. 

Por todos estos motivos anunció su voto en contra de la indicación en comento.

- La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, los Honorables Senadores señores Gómez, Larraín y Muñoz, don Pedro, rechazó la indicación N° 5) del oficio del Ejecutivo.
Indicación N° 6) del oficio del Ejecutivo


Mediante cuatro literales, modifica el artículo 8° de la ley N° 14.908, el cual regula la retención de una pensión de alimentos por el empleador del alimentante que sea trabajador dependiente; el empleador debe ser notificado por carta certificada. El alimentante puede pedir, por una sola vez y en cualquier estado del juicio, pero antes de la dictación de la sentencia, que la medida de retención sea sustituida por otra modalidad de pago, cuestión que se ventila como incidente. Si el alimentante no cumple su obligación, el juez decretará la retención de oficio, sin perjuicio de las sanciones y apremios que sean pertinentes.


La letra a) de la indicación N° 6) puntualiza que la retención procede tanto respecto de una pensión provisoria cuanto de la definitiva.


Se advirtió que, como la norma vigente no distingue, sin duda resulta aplicable a ambos tipos de alimentos, tanto los provisorios cuanto los definitivos. Sin embargo, por razones de conveniencia, en orden a favorecer un entendimiento generalizado de esta disposición en tal sentido, se aprobó explicitarlo en el texto.


- Acordado por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.


La letra b) de la indicación N° 6) reemplaza, en el inciso tercero del artículo 8°, la frase “en cualquier estado del juicio”, que determina la época en que el demandado puede pedir se sustituya la retención por otra forma de pago, por la frase “con fundamento plausible”.


El abogado del SERNAM, señor Marco Rendón, expresó que la intención de la indicación es restringir la oportunidad procesal para impetrar este derecho, ajustándose a la naturaleza oral del procedimiento en tribunales de familia, que se estructura en audiencias. Concomitante con ésta enmienda, la que se plantea en el literal siguiente estipula que, para usar esta facultad, el alimentante deba dar garantía suficiente.


Los Honorables Senadores señora Alvear y señor Larraín coincidieron en que lo que interesa en este aspecto es asegurar el pago de la pensión, por lo que sugirieron conservar la frase que permite esta actuación en cualquier estado del juicio y, además, adicionar la que exige esgrimir un fundamento plausible.


- Con esa enmienda, el literal b) se aprobó, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.


La letra c) de la indicación N° 6) agrega, en el mismo inciso tercero del artículo 8°, una frase según la cual es requisito para acoger la solicitud de reemplazar la modalidad de retención de la pensión alimenticia por otra, que el demandado dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.


- Fue aprobada con la misma votación anterior.


La letra d) de la indicación N° 6) adecúa la tramitación de la incidencia sobre reemplazo de la retención por el empleador, al procedimiento de la ley de tribunales de familia, y dispone que ella se resolverá en la audiencia del juicio.


- Fue rechazada, en concordancia con lo resuelto respecto de la letra b) de esta indicación. Concurrieron al acuerdo, que fue unánime, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 9 del Boletín


Del Honorable Senador señor Letelier, para intercalar, en el artículo 8° de la ley N° 14.908, un inciso segundo, nuevo, conforme al cual el requerimiento de pago vía retención deberá señalar expresamente, las medidas de apremio de que podrá ser objeto el alimentante deudor. La omisión de cualquiera de los apremios correspondientes será sancionada con la nulidad del requerimiento de pago. La misma sanción se aplicará si el requerimiento contiene algún apremio improcedente contra un determinado deudor alimentante. 


- Su autor la retiró.

Número 4 del artículo primero


Sustituye el inciso primero del artículo 9° de la ley N° 14.908, que permite al juez ordenar o aprobar que se imputen al pago de la pensión, en todo o parte, las prestaciones que efectúe el alimentante con motivo de la educación, salud, vivienda, alimentación, vestuario, recreación u otras necesidades del alimentario.


El inciso que se propone en su lugar señala que el juez podrá ordenar o aprobar que se imputen los gastos útiles que haga el alimentante para satisfacer las necesidades de educación, salud, vivienda, alimentación o vestuario del alimentario.

Indicación N° 7) del oficio del Ejecutivo


También reemplaza el primer inciso del artículo 9° de la ley N° 14.908. La diferencia con el texto aprobado en general es que en vez de “gastos útiles” que haga el alimentante alude a “gastos extraordinarios”; especifica que las necesidades que se cubran con tales gastos extraordinarios deben ser “permanentes” y, por último, acota esas necesidades a las referidas a los ámbitos de educación, salud y vivienda.


La señora Ministra Directora del SERNAM, doña Laura Albornoz, manifestó que el Ejecutivo propone acotar los gastos que hace el alimentante y que luego pretende deducir de la pensión, a aquellos que tienen un carácter ocasional, apuntan a satisfacer necesidades básicas, como son las de educación, salud y vivienda, y no son superfluos ni corresponden a actividades recreativas, por ejemplo.


El abogado del Servicio, señor Marco Rendón, agregó que esta modificación ha sido recomendada por la Asociación de Jueces de Menores, que advierte que el texto actual del artículo 9° da margen para que se cometan abusos con estas imputaciones. 


El Honorable Senador señor Letelier trajo a colación que este tema fue arduamente discutido en el trámite en la Cámara de Diputados, pues resulta complejo definir, en este contexto, el contenido de conceptos como “útil” o “extraordinario”. Hizo presente que la indicación del Ejecutivo elimina los rubros alimentación y vestuario y que un gasto bien puede ser extraordinario, pero no útil para las necesidades del alimentario. Señaló que la solución ideal sería derogar el primer inciso del artículo 9° de la ley N° 14.908.


Los Honorables Senadores señores Larraín y Muñoz, don Pedro, manifestaron que es evidente que la calificación del gasto como útil o extraordinario, para que pueda imputarse a la pensión, corresponderá al juez de familia.


La Comisión, finalmente, resolvió aunar ambos conceptos en este inciso, de modo que los gastos imputables sean aquellos que son simultáneamente útiles y extraordinarios, cuestión que será decidida por el tribunal.


- Con la enmienda indicada, la indicación N° 7) del Ejecutivo fue aprobada por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 10 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para suprimir, en el inciso primero propuesto por ambas proposiciones, la del proyecto y la de la indicación del Ejecutivo, las palabras “o aprobar”, de modo tal que la frase inicial diga “El juez podrá decretar que se imputen”.


La abogada de la División Jurídica del Ministerio de Justicia manifestó que la norma emplea dos verbos rectores, como son “decretar” y “aprobar”, porque se pone en la hipótesis de que la imputación pueda ser decretada después de efectuado el gasto y de que el alimentante solicite previamente la aquiescencia del tribunal, antes de incurrir en él.


En vista de los acuerdos anteriores, la indicación fue rechazada.


- Votaron en contra los Honorables Senadores señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.

Indicación N° 8) del oficio del Ejecutivo


Introduce cuatro enmiendas al artículo 13 de la ley N° 14.908, formuladas en otros tantos literales.


El artículo 13 en cuestión sanciona con multa al que estando obligado a practicar la retención de una pensión de alimentos no lo haga. El monto de la pena es el equivalente al doble de lo que se debió retener, sin perjuicio de que se puede actuar ejecutivamente en su contra o en contra del alimentante. En caso de que termine la relación laboral, el empleador debe comunicarlo al tribunal y debe retener de las indemnizaciones que procedan la pensión del mes siguiente. Tratándose de la indemnización por años de servicio, el empleador debe retener de ella el porcentaje fijado como pensión respecto del ingreso mensual.


La letra a) de la indicación N° 8) agrega, en el inciso primero, una referencia al artículo 11, porque también en dicho precepto se contempla la posibilidad de pago mediante retención de las pensiones acordadas en transacciones sobre alimentos futuros.


La letra b) de la indicación N° 8) reemplaza el inciso segundo del artículo 8° de la ley. El sentido del reemplazo es conservar aquella parte de la norma que otorga mérito ejecutivo a la resolución que impone la multa y eliminar la referencia a la tramitación incidental y a la competencia del tribunal que conoció del juicio de alimentos, lo que guarda debida correspondencia y armonía con la ley N° 19.968, que creó los tribunales de familia, les asignó competencia en materia de alimentos y estableció el procedimiento respectivo.


En efecto, el juicio oral, concentrado y desformalizado de alimentos se ventila en audiencias, de modo que si surge una cuestión accesoria se debate y resuelve de inmediato o se falla de plano o se fija una audiencia al efecto
.


La letra c) de la indicación N° 8) elimina del inciso tercero del artículo 8° la frase que estipula que el juez debe determinar la responsabilidad del empleador en el incumplimiento de la obligación de informar el término de la relación laboral, pues la que le sigue, “aplicará, si correspondiere, la sanción”, es suficiente para lograr la finalidad perseguida.


La letra d) de la indicación N° 8) agrega al artículo un inciso final, nuevo, que aclara que la multa aplicada al empleador retenedor que no da el aviso no lo exime de la responsabilidad civil y penal que corresponda.


- La Comisión aprobó por unanimidad esta indicación. Concurrieron con su voto favorable los Honorables Senadores señores Larraín, Letelier y Muñoz, don Pedro.
Número 5 del Artículo primero


Modifica, mediante dos literales, el artículo 14 de la ley N° 14.908. Este artículo autoriza apremiar al deudor de pensiones alimenticias establecidas por resolución ejecutoriada, a favor de su cónyuge, sus padres, sus hijos o del adoptado, con arresto nocturno, y con arresto hasta por quince o por treinta días si es contumaz o infringe el apremio decretado. En estos casos, además, el juez debe decretar el arraigo del deudor, hasta que pague. Tanto el apremio como el arraigo pueden suspenderse si el alimentante justifica ante el tribunal que carece de los medios necesarios para el pago de su obligación o en caso de enfermedad, invalidez, embarazo, puerperio u otras circunstancias extraordinarias que impidan el cumplimiento de dichas medidas o las tornen extremadamente graves.


La letra a) del N° 5 en comento fija un plazo fatal de tres días para la imposición del apremio, contados desde que el tribunal tome conocimiento del no pago de la pensión.


La letra b) incide en el inciso tercero del artículo 14 y precisa que el juez arbitrará todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio decretado, si el alimentante infractor no es habido en el domicilio que consta en el proceso. Además, esta nueva norma autoriza al juez para impartir una orden amplia de investigar y para facultar a las policías para allanar y descerrajar los lugares en que el alimentante infractor pueda encontrarse.

Indicación N° 9) del oficio del Ejecutivo


Consta de tres literales, que modifican el artículo 14 de la ley N° 14.908.


La letra a) reemplaza, en el inciso primero, la palabra “cuotas” por la frase “de las pensiones decretadas”, que es la expresión apropiada, ya que lo que se deja de pagar son pensiones y no cuotas. Además, sustituye la expresión “sin más trámite” por “sin necesidad de audiencia”, en consonancia con el procedimiento aplicable en los tribunales de familia, que son los que conocen de estos asuntos.


La letra b) sustituye el inciso tercero por otro, del siguiente tenor: “Para los efectos de los incisos anteriores, el tribunal que dictare el apremio, si lo estima estrictamente necesario, podrá facultar a la policía para allanar y descerrajar el domicilio del demandado y ordenará que éste sea conducido directamente ante Gendarmería de Chile. Si el alimentante no fuere habido en el domicilio que consta en el proceso, el juez ordenará a la fuerza pública investigar su paradero y adoptará todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio.”.


Finalmente, la letra c) de esta indicación inserta en el artículo 14 un inciso cuarto, nuevo, que faculta a la policía para arrestar al demandado en cualquier lugar en que se encuentre.


El literal b) de esta indicación provocó un debate que condujo a introducirle diversas modificaciones.


El Honorable Senador señor Letelier señaló que esta disposición será la que permita dar eficacia a un apremio, en el caso del alimentante contumaz en ocultarse o negarse. Agregó que igual sanción debería ser aplicada a los terceros que colaboran en ese ocultamiento.


El abogado del SERNAM, señor Marco Rendón, informó que esta proposición está fundamentada en dos antecedentes empíricos. Los tribunales no tienen estadísticas sobre este punto. 


El primero es un estudio realizado en 1998 por la Pontificia Universidad Católica de Chile, que sirvió de base para las reformas que la ley N° 19.741, del año 2001, introdujo en la ley N° 14.908. Ese trabajo comprobó que el 40% de las órdenes de arresto impartidas en aplicación de este apremio no tenía consecuencias, porque la persona no era habida o porque la policía encargada de cumplir la diligencia no informaba el resultado.


Durante la discusión en la Cámara de Diputados del proyecto de ley en informe se ofició a Carabineros de Chile y a la Policía de Investigaciones, para que informaran al respecto. Sólo contestó esta última, señalando que en 2002 el 60% de las órdenes de arresto no habían tenido efectos, cifra que se redujo al 42% en 2003. En este último año, de las 10.643 órdenes de arresto recibidas por Investigaciones 4.369 no dieron resultados.


Añadió el abogado señor Rendón que esta norma está asociada a la que se propone en la letra c), que habilita cualquier lugar en que la policía encuentre al demandado, para efectuar el arresto.


La señora Ministra directora del SERNAM acotó que la facultad que se otorga al órgano jurisdiccional tiene un parámetro asociado, como es que el tribunal debe estimar que la medida es estrictamente necesaria.


El Honorable Senador señor Larraín manifestó que, como la medida es extrema, debiera darse un aviso previo a quienes moran en el domicilio del demandado, diligencia que posiblemente colabore en hacer más eficaz el apremio. Además, dijo, igual efecto tendrá la experiencia que se genere en su aplicación, por su efecto ejemplarizador.


La Comisión coincidió con este planteamiento, dejando constancia de que no se trata de dos diligencias separadas, sino que, al igual que en la práctica civil de lanzamientos y retiros de especies, la policía, una vez que reciba la orden de arresto, deberá prevenir a los moradores que en un futuro inmediato procederá a efectuarlo y a descerrajar y allanar el domicilio, si es necesario. La diferencia es que, en este caso, el procedimiento estará expresamente consignado en la ley y no será una mera práctica policial.


El Honorable Senador señor Gómez advirtió que la medida propuesta es excesiva, dado que permite irrumpir violentamente en un hogar donde con seguridad residen otros menores y personas enteramente ajenas al proceso e inocentes del incumplimiento del demandado. La parece a su Señoría que deben prevalecer los bienes jurídicos de inviolabilidad del hogar, el derecho a la integridad síquica y el respeto a la vida privada y a la honra de esos terceros.


Explicó que la frase “si lo estima estrictamente necesario” carece de contenido objetivo e importa entregar una facultad discrecional absoluta al tribunal. 


Señaló, por último, que la solución de este tipo de problema no debe buscarse por la vía de apremios que afectan a terceros ajenos al proceso, sino mediante un mecanismo eficaz de notificación por avisos.


- Puesta en votación la indicación N° 9) del Ejecutivo, los literales a) y c) fueron aprobados por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro. La letra b), con la modificación ya dicha, fue aprobada por tres votos a favor, de los Honorables Senadores señores Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro, y una abstención, del Honorable Senador señor Gómez.

Número 6 del Artículo primero


Incorpora a la ley N° 14.908 un artículo 16
, nuevo, que instaura dos nuevas medidas, una modalidad de pago y un apremio, que pueden aplicarse en caso de que el deudor de pensiones insolutas, después de la notificación de la demanda, renuncie voluntariamente a su trabajo o ponga fin a la relación laboral de común acuerdo con su empleador, sin causa justificada, si carece de otras rentas con las cuales satisfacer la obligación alimenticia. El tribunal debe aplicarlas, pero debe actuar a petición de parte.


El número 1 de este nuevo artículo 16 faculta al juez para ordenar a la Tesorería General de la República que retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que corresponda a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devenguen hasta la fecha de la devolución. La Tesorería entregará los fondos retenidos a los alimentarios o a sus representantes e informará al tribunal de la retención, su monto y la individualización de quien recibió el pago.


El número 2 permite al juez suspender, sin más trámite, la patria potestad del alimentante deudor.
Indicación N° 10) del oficio del Ejecutivo


Inserta en la ley N° 14.908 un artículo 16 similar al del proyecto aprobado en general, con el cual presenta, sin embargo, algunas diferencias relevantes.


Por lo que se refiere a la retención de devoluciones de impuestos, el numeral 1 de este artículo reduce el rol de la Tesorería a comunicar al tribunal el hecho de la retención y su monto.


El numeral 2 repone una norma que fue eliminada en la discusión en particular en la sala de la Cámara de Diputados, según la cual el juez, a petición de parte, suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados al alimentante que no pague la pensión adeudada. La medida no será aplicable en el caso del alimentante cuyos ingresos provienen de la conducción de vehículos motorizados. Este apremio de suspensión de la licencia puede tener una duración máxima de seis meses, prorrogable por igual período si el deudor persiste en su incumplimiento.


Igual medida puede aplicarse al alimentante que, después de la notificación de la demanda, renuncie voluntariamente a su trabajo o ponga fin a la relación laboral de común acuerdo con su empleador, sin causa justificada, si carece de otras rentas con las cuales satisfacer la obligación alimenticia.

Indicación N° 12 del Boletín


Del Honorable Senador señor Letelier, para agregar al artículo 16 a que nos venimos refiriendo, un numeral 3, nuevo, sobre suspensión de la licencia de conducir del alimentante remiso. 


Sus particularidades respecto de la presentada por el Ejecutivo son que la del Honorable Senador señor Letelier limita el apremio a aquellos deudores que posean licencia de conducir de la clase A y la utilicen en el ejercicio de su empleo, y que para interrumpir la  suspensión el alimentante moroso deberá caucionar la deuda; a este efecto, la indicación prescribe que bastará que el obligado concurra al tribunal y se comprometa a enterar, en un plazo máximo de quince días, la suma que el juez determine, en función de los ingresos de aquél.


Estas dos indicaciones fueron estudiadas y aprobadas conjuntamente, con modificaciones.


En primer lugar, el Honorable Senador señor Letelier manifestó que este es otro caso en que el Ejecutivo replantea proposiciones de parlamentarios, lo cual contribuye a desdibujar el rol legislativo de éstos.


Expresó que las dos medidas de apremio contenidas en la indicación son alternativas a otra, que se incluía en una de las mociones que dieron inicio a este proyecto de ley, cual es, la publicación en DICOM del incumplimiento en el pago de pensiones alimenticias, porque se consideró que tal difusión pone al alimentario una barrera de entrada al mercado del trabajo. Por otra parte, se repone la suspensión de la licencia de conducir porque se estima que quien posee un vehículo motorizado cuenta con los medios económicos que le permitirían solucionar su compromiso alimentario. La excepción que se consulta para quienes obtienen sus ingresos de la explotación de un vehículo está inspirada en la misma voluntad de no entrabar el trabajo del alimentante, de manera que esté en condiciones de pagar lo que debe.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, hizo ver que no todos los chóferes tienen un contrato de trabajo, como los de la movilización colectiva urbana e interurbana. Son numerosos los que arriendan el móvil, principalmente los conductores de taxis básicos y colectivos. A estos últimos resulta muy difícil apremiarlos para el pago de pensiones alimenticias y probablemente la interrupción del apremio mediando una garantía tampoco resulte eficaz.


El Honorable Senador señor Larraín propuso redactar la norma en términos más generales. Por ejemplo, no restringir sus efectos a quienes detenten una licencia de clase A, porque es posible que un conductor de taxi tenga licencia de clase B.


Ambas indicaciones fueron aprobadas, refundidas y modificadas, en los términos que se consignan en el proyecto que figura al final de este informe.


- Acordado en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 11 del Boletín


Del Honorable Senador señor Naranjo, para agregar al mencionado artículo 16 un nuevo inciso, conforme al cual las medidas de apremio decretadas conforme a este artículo, lo mismo que las impuestas en virtud del artículo 14 de la ley N° 14.908, se suspenderán cuando el alimentante demuestre fundadamente que carece de medios para cumplir su obligación alimenticia. Contra la resolución que rechaza la suspensión habilita los recursos de reposición, con apelación subsidiaria.


Teniendo presente que el inciso final del artículo 14 vigente contiene una norma similar, la indicación fue rechazada,


- Acordado en forma unánime, por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Número 7 del artículo primero


Mediante dos literales, introduce sendas enmiendas en el artículo 18 de la ley N° 14.908. Este precepto hace solidariamente responsables de la obligación alimenticia a quien vive en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, y a los que, sin derecho para ello, dificultan o imposibilitan el fiel y oportuno cumplimiento de dicha obligación.

La letra a) de este número suprime la frase que impone la solidaridad a los que viven en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante.


La letra b) agrega al artículo 18 un inciso nuevo, que sanciona con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, y hasta por quince días, al tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado, para impedir su notificación o el cumplimiento de medidas de apremio.

Indicación N° 11) del oficio del Ejecutivo

No contempla el inciso que incorpora la letra b) del numeral recién descrito y mantiene únicamente la modificación de la letra a) del mismo, esto es, la supresión de la frase relativa a la responsabilidad solidaria de los que viven en concubinato con el alimentante.


El abogado del SERNAM, señor Marco Rendón, expresó que la proposición del Ejecutivo pretende eliminar la responsabilidad objetiva que las enmiendas contenidas en este numeral del Artículo primero del proyecto imponen a quien vive en concubinato con el alimentante, porque semejante consecuencia sólo resulta justificada por una conducta obstructiva, que procure impedir o entrabar el cumplimiento de la obligación alimentaria.


La Comisión estuvo en desacuerdo con la indicación porque es incompleta e innecesaria. Innecesaria en la medida que repite el contenido de la letra a) del número 7 aprobado en general, e incompleta porque suprime el nuevo inciso que la letra b) del mismo número incorpora al artículo 18, relativo a las sanciones a terceros que entorpecen la notificación o los apremios al demandado.


- La indicación 11) del Ejecutivo se rechazó en forma unánime, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- Con idéntica votación se aprobó mantener el citado número 7 del Artículo primero aprobado en general, el que pasó a ser número 10.

Indicación N° 13 del Boletín


De la Honorable Senadora señora Alvear, para suprimir la letra a) del número 7 del Artículo primero, que elimina del artículo 18 de la ley N° 14.908 la disposición que impone la obligación de alimentos a quien vive en concubinato con el alimentante.


Como consecuencia de lo recién decidido respecto de la indicación anterior, la Comisión también rechazo ésta.


- Acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Número 8 del artículo primero


Se compone de dos literales, que contienen tres modificaciones al artículo 19 de la ley N° 14.908. 


El inciso primero del artículo 19 dispone que, si el alimentante es apremiado dos veces conforme al artículo 14
, el tribunal podrá, a petición del titular de la acción de alimentos, decretar la separación de bienes de los cónyuges y autorizar a la mujer para actuar respecto de los bienes del marido, de los de la sociedad conyugal y de los suyos que administre el marido, con autorización del juez otorgada con conocimiento de causa, cuando el impedimento del marido no sea de larga o indefinida duración y de la demora se siga perjuicio.

El segundo inciso del artículo 19, conformado por los literales a), b) y c), prescribe que estas medidas serán especialmente tenidas en cuenta para autorizar la salida del país de los hijos menores de edad (letra a), para resolver sobre el cuidado personal del hijo cuando el progenitor que no lo tiene no ha contribuido a su mantención mientras estuvo a cargo del otro
 (letra b) y para decidir la emancipación judicial del hijo abandonado
 (letra c).


La letra a) del número 8 del Artículo primero del proyecto sustituye, en el encabezamiento del artículo 19 de la ley N° 14.908, la referencia a los apremios del artículo 14, por otra, que incluye también los apremios del artículo 16 que este mismo proyecto incorpora. Además, agrega en el mencionado artículo 19 un nuevo numeral 3, conforme al cual el juez puede autorizar, a petición del titular de la acción alimenticia, la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante, debiendo observar lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 49 de la ley Nº 16.618
.

La letra b) suprime la letra a) del artículo 19 de la ley N° 14.908, que es la que faculta al tribunal para tener en consideración los apremios decretados contra el alimentante, a la hora de autorizar la salida del país de los hijos menores de edad y tiene su razón de ser edn la agregación del número 3 recién descrito, alusivo a la misma cuestión pero más perentorio.
Indicación N° 12) del oficio del Ejecutivo

Repite en parte el contenido del número 8 del Artículo primero del proyecto, del que mantiene el cambio de referencia a los artículos 14 y 16 de la ley, en virtud del cual las medidas del artículo 19 pueden aplicarse a quienes hayan incurrido en apremios por incumplimiento de la obligación de pagar la pensión de alimentos, pero elimina el numeral 3, que agrega la medida de autorizar la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante incumplidor.

Teniendo presente que la indicación es innecesaria e incompleta, la Comisión la rechazó. Es innecesaria en la medida en que reproduce la letra a) del número 8 del Artículo primero del proyecto, e incompleta, por cuanto no consigna el nuevo numeral 3 que ese literal intercala en el artículo 19 de la ley N° 14.908, que permite al juez autorizar la salida del país de los hijos menores sin consentimiento del alimentante contumaz en el incumplimiento de su obligación alimenticia, y tampoco incluye la letra b) del referido número 8, que, en consonancia con la enmienda inmediatamente anterior, elimina del artículo 19 la letra a) del inciso segundo, que regula la misma materia que el nuevo número 3, aunque de diferente manera.


El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que la idea es que para salir del país sea suficiente la autorización de la madre, cuando el alimentante no paga la pensión y, además, niega el permiso. Añadió que esta es una norma que, por lo general, no afecta a las familias de escasos recursos, pues ellas no suelen viajar al extranjero.


El Honorable Senador señor Muñoz, don Pedro, destacó la concordancia que existe entre esta norma y la del nuevo artículo 16, que faculta al tribunal para suspender la patria potestad de quien adeuda pensiones de alimentos.


El Honorable Senador señor Gómez trajo a colación el artículo 49 de la Ley de Menores
, N° 16.618, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado está en el artículo 6° del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Justicia, de 2000. 


Esa norma faculta al tribunal para sopesar y balancear las cuestiones de tuición, visitas y permisos y para suplir la voluntad del padre o madre que no pueda o no quiera, sin motivo plausible, dar su consentimiento para actos que son parte del normal desenvolvimiento de la vida familiar. El nuevo número 3 que se agrega al artículo 19 de la ley N° 14.908 agrega un circunstancia más a aquellas en el tribunal puede suplir la voluntad del padre o madre, enunciadas en el artículo 49 de la Ley de Menores.


El abogado del SERNAM, señor Marco Rendón, agregó que la contumacia en incurrir en los apremios pasa de ser un elemento que el tribunal pondera para autorizar la salida del país de los menores a conformar una atribución de carácter más categórico.


- El rechazo de la indicación fue acordado por unanimidad, por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.

- Con idéntica votación se aprobó mantener el número 8 del Artículo primero aprobado en general, el que pasó a ser número 11.

Indicación N° 14 del Boletín


Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir el número 3 que agrega la letra a) del número 8 del artículo primero.

Indicación N° 15 del Boletín


Del Honorable Senador señor Novoa, para suprimir la letra b) del número 8 del artículo primero, la cual, a su vez, elimina del artículo 19 de la ley N° 14.908 el literal a) del inciso segundo.


Estas dos indicaciones fueron tratadas conjuntamente y se rechazaron por unanimidad.


Ellas revertirían lo aprobado como número 8 del Artículo primero, ya confirmado por la Comisión.


- El rechazo de ambas fue acordado por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
​- - - - - - -


El Honorable Senador señor Letelier consultó acerca de la posibilidad de revisar el derecho a las visitas del alimentante que no paga.


La señora Ministra Directora del SERNAM replicó que el derecho a una relación directa y regular y el derecho a alimentos son especies muy diferentes de obligaciones y deberes y ninguno de ellos debe condicionar al otro, pues ambos velan por el interés de los menores, que debe prevalecer.

- - - - - - -

Artículo segundo


Introduce enmiendas en el artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales. Este precepto, en su inciso primero, atribuye competencia para conocer de las demandas de alimentos al juez del domicilio del alimentante o alimentario, a elección de este último. El inciso segundo añade que el juez que decretó la pensión será competente para conocer de las solicitudes de cese, aumento o rebaja de la pensión decretada. Finalmente, el inciso tercero dispone que para conocer de las acciones de reclamación de filiación contempladas en el Párrafo 2° del Título VIII del Libro I del Código Civil será competente el juez del domicilio del demandado o del demandante, a elección de este último.


El número 1 del Artículo segundo del proyecto agrega al final del primer inciso del artículo mencionado arriba una frase que hace aplicable también esa norma sobre competencia a las causas sobre aumento de pensiones decretadas.


El número 2 elimina del inciso segundo del mismo artículo 147 la expresión “aumento”, de modo que la regla queda circunscrita a las solicitudes de cese y rebaja de pensiones, lo cual es coherente con la modificación anterior, que traslada al primer inciso la alusión a las peticiones de aumento de las mismas.

Indicación N° 1) del oficio del Ejecutivo


Repite el contenido del Artículo segundo del proyecto, con modificaciones formales menores. 

El primer numeral de la indicación conjuga la norma aprobada como inciso segundo del artículo 1° de la ley N° 14.908, con el precepto pertinente del Código Orgánico de Tribunales, en el cual inscribe la misma disposición sobre tribunal competente para las demandas de aumento de pensión.


- Se aprobó por unanimidad, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.

El segundo numeral propone eliminar del inciso segundo del referido artículo 147 la referencia a las demandas de aumento, de modo que la regla de competencia que él contiene sea aplicable sólo a las de cese o rebaja.


Como se verá más adelante, la Comisión prefirió establecer una regla diferente para el caso de rebaja o cese de pensión, disponiendo que sea competente el tribunal del domicilio del alimentario.


- Por tal motivo, este numeral de la indicación fue rechazado, con los votos de los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
Indicación N° 16 del Boletín


Del Honorable Senador señor Naranjo, para adicionar la oración que el número 1 del Artículo segundo del proyecto agrega al final del inciso primero del artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales, con una frase que dispone que la misma regla de competencia
 sea aplicable a las solicitudes de cese de pensión, cuando éstas se fundamenten en el artículo 332 del Código Civil
.


Tomando pié en esta indicación, que se aprobó modificada, la Comisión optó por establecer una norma general para las situaciones de rebaja o cese y no únicamente circunscrita a las hipótesis del artículo 332 del Código Civil. 

A tal efecto, practicó una sustitución del segundo inciso del artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales, de manera que sea congruente con el texto aprobado como nuevo inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 14.908, el cual asigna competencia para las demandas de rebaja o cese al tribunal del domicilio del alimentario.


- Con esa modificación, la indicación N° 16 se aprobó en forma unánime. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - -

Artículo tercero, nuevo

El oficio del Ejecutivo consulta una indicación para agregar al proyecto un Artículo tercero, nuevo, que inserta en el artículo 327 del Código Civil un inciso segundo, también nuevo.

El aludido artículo 327 se refiere a los alimentos provisorios, que el juez puede ordenar desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plausible; sin perjuicio de la restitución, si la persona de quien se demandan obtiene sentencia absolutoria. 
El inciso que se propone agregar establece que si los alimentos se piden para hijos menores de edad, la cuestión se sujetará a las disposiciones de la ley N° 14.908.

El abogado del SERNAM, señor marco Rendón, expuso que en los juicios de alimentos para menores la ley N° 14.908 no exige un fundamento plausible para decretar los provisorios, como hace el artículo citado del Código Civil, sino únicamente los documentos y antecedentes que se presenten junto con la demanda.

El Honorable Senador señor Larraín propuso consignar la norma en el Código Civil, en lugar de hacer en esta ley una referencia a dicho cuerpo normativo, a fin de no afectar la integridad y coherencia de la obra de Bello.

La Comisión tuvo además presente lo decidido respecto de la indicación N° 3 del Boletín, de la Honorable Senadora señora Alvear, en el sentido de hacer aplicable a todo juicio sobre alimentos la norma sobre provisorios incorporada por este proyecto a la ley N° 14.908. 

En concordancia con los acuerdos adoptados con anterioridad, la Comisión aprobó la indicación que introduce en el proyecto un nuevo Artículo tercero, formulándolo como una enmienda al artículo 327 del Código Civil que resulta concordante con el nuevo texto del artículo 4° de la ley sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias. La solución consistió en sustituir en el artículo citado de ese Código la frase alusiva al fundamento plausible, de manera que los alimentos provisorios sean decretados sobre la base de los documentos y antecedentes acompañados a la demanda.

- Acordado por los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - -
Artículo cuarto, nuevo

Indicación N° 17 del Boletín

De la Honorable Senadora señora Alvear, para consultar un Artículo nuevo, que permite a aquel de los padres en cuyo hogar vive el alimentario mayor de edad demandar, cobrar y percibir los alimentos que correspondan a éste, sin perjuicio del derecho del alimentario para obrar personalmente, si lo estima conveniente.

Se hizo presente  que la indicación modifica las reglas generales sobre capacidad, puesto que permite la representación legal de una persona que ha cumplido 18 años y se ha convertido en un sujeto de derechos con plena aptitud para decidir sobre el ejercicio de los mismos. 

Sin embargo, los funcionarios del Ejecutivo destacaron que la idea es no hacer necesaria la ratificación de lo obrado en el juicio por el representante de un alimentario que alcanza la mayoría y que, en todo caso, queda salvada la opción para que éste decida intervenir en persona.

El Honorable Senador señor Letelier estimó valiosa la propuesta de la indicación, porque evita nuevas tensiones en un ambiente familiar que ya debe soportar otras presiones al estar envuelto en un litigio de esta especie.

El Honorable Senador señor Larraín, por su parte, consideró razonable la idea, sobre todo porque en la actualidad es de suma frecuencia que las personas que cumplen 18 años sigan viviendo como hijos de familia. Además, la redacción permite incluso que el padre o madre inicie demandas nuevas para pedir alimentos para el hijo mayor de edad.

- La indicación fue aprobada, con una nueva redacción, por unanimidad. Concurrieron al acuerdo los Honorables Senadores señores Gómez, Kuschel, Larraín y Muñoz, don Pedro.
- - - - - - -

Finalmente, se deja constancia de que la Comisión realizó algunas correcciones formales menores en el texto de las indicaciones aprobadas, por motivos de técnica legislativa.

- - - - - - -

MODIFICACIÓN



En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas, la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento propone sustituir el proyecto de ley por el siguiente:

- Sustituir el proyecto de ley por el siguiente:

“PROYECTO DE LEY:
Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1) Modifícase el artículo 1º como sigue:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente: 

“De los juicios de alimentos, conocerá el juez de familia del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de este último. Estos juicios se tramitarán conforme a la ley N° 19.968, con las modificaciones establecidas en este cuerpo legal.”.

b) Sustitúyese los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Será competente para conocer de las demandas de aumento de la pensión alimenticia el mismo tribunal que decretó la pensión o el del nuevo domicilio del alimentario, a elección de éste.
De las demandas de rebaja o cese de la pensión conocerá el tribunal del domicilio del alimentario.".

c) Agrégase el siguiente inciso final: 

”La madre, cualquiera sea su edad, podrá solicitar alimentos para el hijo que está por nacer. Si aquella es menor, el juez deberá ejercer la facultad que le otorga el artículo 19 de la ley N° 19.968, en interés de la madre.”.

(Indicación N° 1) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 5 x 0).
2) Modifícase el artículo 2º como sigue:

a) Suprímense los incisos primero a tercero. 

(Indicación N° 2) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).
b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso primero, la frase que sigue a continuación del punto seguido, por la siguiente: 

(Indicación N° 2) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).
“En tal caso, el tribunal procederá en conformidad a lo previsto en el artículo 23 de la ley N° 19.968.”.

c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El demandado deberá informar al tribunal todo cambio de domicilio, de empleador y de lugar en que labore o preste servicios, dentro de treinta días contados desde que el cambio se haya producido.

Al demandado que no dé cumplimiento a lo previsto en el inciso anterior se le impondrá, a solicitud de parte, una multa de 1 a 15 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.”.
(Indicación N° 2) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).
3) Agrégase el siguiente artículo 4°, nuevo:

“Artículo 4º.- En los juicios en que se demanden alimentos el juez deberá pronunciarse sobre los alimentos provisorios, junto con admitir la demanda a tramitación, con el sólo mérito de los documentos y antecedentes presentados.

El demandado tendrá el plazo de cinco días para oponerse al monto provisorio decretado. En la notificación de la demanda deberá informársele sobre esta facultad.

Presentada la oposición, el juez resolverá de plano, salvo que del mérito de los antecedentes estime necesario citar a una audiencia, la que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes.

Si en el plazo indicado en el inciso segundo no existe oposición, la resolución que fija los alimentos provisorios causará ejecutoria.

El tribunal podrá acceder provisionalmente a la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, cuando estime que existen antecedentes suficientes que lo justifiquen.
La resolución que decrete los alimentos provisorios o la que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su vista y fallo.

El juez que no de cumplimiento a lo previsto en el inciso primero incurrirá en falta o abuso que la parte agraviada podrá perseguir conforme al artículo 536 del Código Orgánico de Tribunales.".

(Indicación N° 3) del oficio del Ejecutivo, indicación N° 3 del Boletín y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).
4) Sustitúyese el artículo 5º por el siguiente: 

"Artículo 5º.- El juez, al proveer la demanda, ordenará que el demandado acompañe, en la audiencia preparatoria, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de impuesto a la renta del año precedente y de las boletas de honorarios emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que sirvan para determinar su patrimonio y capacidad económica. En el evento de que no disponga de tales documentos, acompañará, o extenderá en la propia audiencia, una declaración jurada, en la cual dejará constancia de su patrimonio y capacidad económica. La declaración de patrimonio deberá señalar el monto aproximado de sus ingresos ordinarios y extraordinarios, individualizando lo más completamente posible, si los tuviere, sus activos, tales como bienes inmuebles, vehículos, valores, derechos en comunidades o sociedades.

Para efectos de lo anterior, el tribunal citará al demandado a la audiencia preparatoria personalmente o representado, bajo apercibimiento del apremio establecido en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil.
El juez apercibirá al demandado con remitir los antecedentes al Ministerio Público, para los efectos del inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, si no acompaña todos o algunos de los documentos que le sean requeridos o no hace la declaración jurada a que se refiere el inciso primero.

Si el demandado no da cumplimiento a lo ordenado conforme al inciso primero, o si el tribunal lo estima necesario, deberá solicitar de oficio al Servicio de Im​puestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público o privado, los antecedentes que permitan acreditar la capacidad económica y el patrimonio del demandado.

El ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado, efectuado en juicio en que se exija el cumplimiento de la obligación alimenticia, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.

El demandado que presente a sabiendas documentos falsos y el tercero que le proporcione maliciosamente documentos falsos o inexactos o en que se omitan datos relevantes, con la finalidad de facilitarle el ocultamiento de sus ingresos, patrimonio o capacidad económica, serán sancionados con las penas del artículo 207 del Código Penal.

La inclusión de datos inexactos y la omisión de información relevante en la declaración jurada que el demandado extienda conforme a este artículo, será sancionada con las penas del artículo 212 del Código Penal.
Los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con la finalidad de reducir su patrimonio en perjuicio del alimentario, así como los actos simulados o aparentes ejecutados con el propósito de perjudicar al alimentario, podrán revocarse conforme al artículo 2.468 del Código Civil. Para estos efectos, se entenderá que el tercero está de mala fe cuando conozca o deba conocer la intención fraudulenta del alimentante. Todo lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. La acción se tramitará como incidente, ante el juez de familia. La resolución que se pronuncie sobre esta materia será apelable en el solo efecto devolutivo.".

(Indicación N° 4) del oficio del Ejecutivo, indicaciones N°s 4 y 6 del Boletín y artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 3 x 0).
5) Modifícase el artículo 8° como sigue:

a) Intercálase en su inciso primero, entre las palabras “alimenticia” y “por”, la expresión “provisoria o definitiva”, antecedida y precedida de comas.
b) Agrégase en su inciso tercero, antes de la frase “en cualquier estado del juicio”, la frase “con fundamento plausible”, seguida de una coma.

c) Sustitúyese, en su inciso tercero, el punto aparte por una coma, agregándose lo siguiente: “siempre que dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.”.

(Indicación N° 6) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).
6) Reemplázase el inciso primero del artículo 9°, por el siguiente: 

“Artículo 9º.- El juez podrá decretar o aprobar que se imputen al pago de la pensión, parcial o totalmente, los gastos útiles o extraordinarios que efectúe el alimentante para satisfacer necesidades permanentes de educación, salud o vivienda del alimentario.”. 

(Indicación N° 7) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).
7) Modifícase el artículo 13, en los siguientes términos: 

a) En su inciso primero, reemplázase la frase “refiere el artículo 8°”, por “refieren los artículos 8° y 11”.
b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”.

c) Elimínase, en su inciso tercero, la frase “determinará la responsabilidad de aquél en el hecho y”. 

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“El no cumplimiento de las retenciones establecidas en los dos incisos precedentes hará aplicable al empleador la multa establecida en el inciso primero de este artículo, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que corresponda.”.

(Indicación N° 8) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 3 x 0).
8) Modifícase el artículo 14 en los aspectos siguientes: 

a) En su inciso primero, reemplázase la palabra “cuotas” por la frase “de las pensiones decretadas” y sustitúyense las palabras “más trámite” por “necesidad de audiencia”.

(Indicación N° 9) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).
b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“Para los efectos de los incisos anteriores, el tribunal que dicte el apremio, si lo estima estrictamente necesario, podrá facultar a la policía para allanar y descerrajar el domicilio del demandado y ordenará que éste sea conducido directamente ante Gendarmería de Chile. La policía deberá intimar previamente la actuación a los moradores, entregándoles una comunicación escrita o fijándola en lugar visible del domicilio. Si el alimentante no es habido en el domicilio que consta en el proceso, el juez ordenará a la fuerza pública investigar su paradero y adoptará todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio.”.

(Indicación N° 9) del oficio del Ejecutivo, mayoría 3 x 1 abstención).
c) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente: 

“En todo caso, la policía podrá arrestar al demandado en cualquier lugar en que éste se encuentre.”.

(Indicación N° 9) del oficio del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).
9) Incorpórase el siguiente artículo 16, nuevo: 

"Artículo 16.- Sin perjuicio de los demás apremios y sanciones previstos en la ley, existiendo una o más pensiones insolutas, el juez adoptará, a petición de parte, las siguientes medidas:

1. Ordenará, en el mes de marzo de cada año, a la Tesorería General de la República, que retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que corresponda percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devenguen hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.

La Tesorería deberá comunicar al tribunal respectivo el hecho de la retención y el monto de la misma.

2. Suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por un plazo de hasta seis meses, prorrogables hasta por igual período, si el alimentante persiste en el incumplimiento de su obligación. Dicho término se contará desde que se ponga a disposición del administrador del Tribunal la licencia respectiva.

En el evento de que la licencia de conducir sea necesaria para el ejercicio de la actividad o empleo que genera ingresos al alimentante, éste podrá solicitar la interrupción de este apremio, siempre que garantice el pago de lo adeudado y se obligue a solucionar, dentro de un plazo que no podrá exceder de quince días corridos, la cantidad que fije el juez, en relación con los ingresos mensuales ordinarios y extraordinarios que perciba el alimentante.
Las medidas establecidas en este artículo procederán también respecto del alimentante que se encuentre en la situación prevista en el artículo anterior.”. 
(Indicación N° 10) del oficio del Ejecutivo e indicación N° 12 del Boletín, unanimidad 4 x 0).
10) Modifícase el artículo 18 como sigue:

a) En el inciso primero, suprímese la frase "quien viviere en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, y".

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

"El tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en la presente ley, será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.".

(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

11) Modifícase el artículo 19 como sigue:

a) En el inciso primero, sustitúyese la frase "el artículo 14" por "los artículos 14 y 16", y agrégase el siguiente numeral:

"3. Autorizar la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante, en cuyo caso procederá en con​formidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 49 de la ley Nº 16.618.".

b) En el inciso segundo, suprímese la letra a), pasando las letras b) y c) a ser letras a) y b), respectivamente.
(Artículo 121 del Reglamento del Senado, unanimidad 4 x 0).

Artículo segundo.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales:

1) En su inciso primero, agrégase lo siguiente, a continuación del punto final:

"Asimismo, ello se aplicará a las solicitudes de aumento de pensiones alimenticias decretadas.".

(Indicación N° 1) del Ejecutivo al artículo segundo, unanimidad 4 x 0).

2) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:

“De las solicitudes de cese o rebaja de la pensión decretada conocerá el tribunal del domicilio del alimentario.”.

(Indicación N° 16, unanimidad 4 x 0).

Artículo tercero.- En el artículo 327 del Código Civil, sustitúyese la frase “desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plausible”, por la siguiente: “con el sólo mérito de los documentos y antecedentes presentados”.
(Indicación del Ejecutivo, unanimidad 4 x 0).

Artículo cuarto.- Agrégase al artículo 19 de la ley 
Nº 19.968, el siguiente inciso final:

“En los casos del inciso segundo del artículo 332 del Código Civil, aquel de los padres en cuyo hogar vive el alimentario mayor de edad se entenderá legitimado, por el solo ministerio de la ley, para demandar, cobrar y percibir alimentos de quien corresponda, en interés del alimentario, sin perjuicio del derecho de éste para actuar personalmente, si lo estima conveniente. Si el alimentario no actúa personalmente se entenderá que acepta la legitimación activa del padre o madre junto a quien vive.”.”.
(Indicación N° 17, unanimidad 4 x 0).

- - - - - - -




En virtud de la modificación anterior, el proyecto queda como sigue:
“PROYECTO DE LEY:

 Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 14.908, sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el artículo 7º del decreto con fuerza de ley Nº 1, de 2000, del Ministerio de Justicia:

1) Modifícase el artículo 1º como sigue:

a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente: 

“De los juicios de alimentos, conocerá el juez de familia del domicilio del alimentante o del alimentario, a elección de este último. Estos juicios se tramitarán conforme a la ley N° 19.968, con las modificaciones establecidas en este cuerpo legal.”.

b) Sustitúyese los incisos segundo y tercero por los siguientes: 

“Será competente para conocer de las demandas de aumento de la pensión alimenticia el mismo tribunal que decretó la pensión o el del nuevo domicilio del alimentario, a elección de éste.
De las demandas de rebaja o cese de la pensión conocerá el tribunal del domicilio del alimentario.".

c) Agrégase el siguiente inciso final: 

”La madre, cualquiera sea su edad, podrá solicitar alimentos para el hijo que está por nacer. Si aquella es menor, el juez deberá ejercer la facultad que le otorga el artículo 19 de la ley N° 19.968, en interés de la madre.”.

2) Modifícase el artículo 2º como sigue:

a) Suprímense los incisos primero a tercero. 

b) Sustitúyese, en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso primero, la frase que sigue a continuación del punto seguido, por la siguiente: 

“En tal caso, el tribunal procederá en conformidad a lo previsto en el artículo 23 de la ley N° 19.968.”.

c) Agréganse los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:

“El demandado deberá informar al tribunal todo cambio de domicilio, de empleador y de lugar en que labore o preste servicios, dentro de treinta días contados desde que el cambio se haya producido.

Al demandado que no dé cumplimiento a lo previsto en el inciso anterior se le impondrá, a solicitud de parte, una multa de 1 a 15 unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.”.
 3) Agrégase el siguiente artículo 4°, nuevo:

“Artículo 4º.- En los juicios en que se demanden alimentos el juez deberá pronunciarse sobre los alimentos provisorios, junto con admitir la demanda a tramitación, con el sólo mérito de los documentos y antecedentes presentados.

El demandado tendrá el plazo de cinco días para oponerse al monto provisorio decretado. En la notificación de la demanda deberá informársele sobre esta facultad.

Presentada la oposición, el juez resolverá de plano, salvo que del mérito de los antecedentes estime necesario citar a una audiencia, la que deberá efectuarse dentro de los diez días siguientes.

Si en el plazo indicado en el inciso segundo no existe oposición, la resolución que fija los alimentos provisorios causará ejecutoria.

El tribunal podrá acceder provisionalmente a la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, cuando estime que existen antecedentes suficientes que lo justifiquen.
La resolución que decrete los alimentos provisorios o la que se pronuncie provisionalmente sobre la solicitud de aumento, rebaja o cese de una pensión alimenticia, será susceptible del recurso de reposición con apelación subsidiaria, la que se concederá en el solo efecto devolutivo y gozará de preferencia para su vista y fallo.

El juez que no de cumplimiento a lo previsto en el inciso primero incurrirá en falta o abuso que la parte agraviada podrá perseguir conforme al artículo 536 del Código Orgánico de Tribunales.".

4) Sustitúyese el artículo 5º por el siguiente: 

"Artículo 5º.- El juez, al proveer la demanda, ordenará que el demandado acompañe, en la audiencia preparatoria, las liquidaciones de sueldo, copia de la declaración de impuesto a la renta del año precedente y de las boletas de honorarios emitidas durante el año en curso y demás antecedentes que sirvan para determinar su patrimonio y capacidad económica. En el evento de que no disponga de tales documentos, acompañará, o extenderá en la propia audiencia, una declaración jurada, en la cual dejará constancia de su patrimonio y capacidad económica. La declaración de patrimonio deberá señalar el monto aproximado de sus ingresos ordinarios y extraordinarios, individualizando lo más completamente posible, si los tuviere, sus activos, tales como bienes inmuebles, vehículos, valores, derechos en comunidades o sociedades.

Para efectos de lo anterior, el tribunal citará al demandado a la audiencia preparatoria personalmente o representado, bajo apercibimiento del apremio establecido en el artículo 543 del Código de Procedimiento Civil.
El juez apercibirá al demandado con remitir los antecedentes al Ministerio Público, para los efectos del inciso segundo del artículo 240 del Código de Procedimiento Civil, si no acompaña todos o algunos de los documentos que le sean requeridos o no hace la declaración jurada a que se refiere el inciso primero.

Si el demandado no da cumplimiento a lo ordenado conforme al inciso primero, o si el tribunal lo estima necesario, deberá solicitar de oficio al Servicio de Im​puestos Internos, a las Instituciones de Salud Previsional, a las Administradoras de Fondos de Pensiones y a cualquier otro organismo público o privado, los antecedentes que permitan acreditar la capacidad económica y el patrimonio del demandado.

El ocultamiento de cualquiera de las fuentes de ingreso del demandado, efectuado en juicio en que se exija el cumplimiento de la obligación alimenticia, será sancionado con la pena de prisión en cualquiera de sus grados.

El demandado que presente a sabiendas documentos falsos y el tercero que le proporcione maliciosamente documentos falsos o inexactos o en que se omitan datos relevantes, con la finalidad de facilitarle el ocultamiento de sus ingresos, patrimonio o capacidad económica, serán sancionados con las penas del artículo 207 del Código Penal.

La inclusión de datos inexactos y la omisión de información relevante en la declaración jurada que el demandado extienda conforme a este artículo, será sancionada con las penas del artículo 212 del Código Penal.
Los actos celebrados por el alimentante con terceros de mala fe, con la finalidad de reducir su patrimonio en perjuicio del alimentario, así como los actos simulados o aparentes ejecutados con el propósito de perjudicar al alimentario, podrán revocarse conforme al artículo 2.468 del Código Civil. Para estos efectos, se entenderá que el tercero está de mala fe cuando conozca o deba conocer la intención fraudulenta del alimentante. Todo lo anterior es sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. La acción se tramitará como incidente, ante el juez de familia. La resolución que se pronuncie sobre esta materia será apelable en el solo efecto devolutivo.".

5) Modifícase el artículo 8° como sigue:

a) Intercálase en su inciso primero, entre las palabras “alimenticia” y “por”, la expresión “provisoria o definitiva”, antecedida y precedida de comas.
b) Agrégase en su inciso tercero, antes de la frase “en cualquier estado del juicio”, la frase “con fundamento plausible”, seguida de una coma.

c) Sustitúyese, en su inciso tercero, el punto aparte por una coma, agregándose lo siguiente: “siempre que dé garantías suficientes de pago íntegro y oportuno.”.

6) Reemplázase el inciso primero del artículo 9°, por el siguiente: 

“Artículo 9º.- El juez podrá decretar o aprobar que se imputen al pago de la pensión, parcial o totalmente, los gastos útiles o extraordinarios que efectúe el alimentante para satisfacer necesidades permanentes de educación, salud o vivienda del alimentario.”. 

7) Modifícase el artículo 13, en los siguientes términos: 

a) En su inciso primero, reemplázase la frase “refiere el artículo 8°”, por “refieren los artículos 8° y 11”.
b) Reemplázase su inciso segundo por el siguiente: 

“La resolución que imponga la multa tendrá mérito ejecutivo una vez ejecutoriada.”.

c) Elimínase, en su inciso tercero, la frase “determinará la responsabilidad de aquél en el hecho y”. 

d) Agrégase el siguiente inciso final:

“El no cumplimiento de las retenciones establecidas en los dos incisos precedentes hará aplicable al empleador la multa establecida en el inciso primero de este artículo, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal que corresponda.”.

8) Modifícase el artículo 14 en los aspectos siguientes: 

a) En su inciso primero, reemplázase la palabra “cuotas” por la frase “de las pensiones decretadas” y sustitúyense las palabras “más trámite” por “necesidad de audiencia”.

b) Reemplázase el inciso tercero por el siguiente: 

“Para los efectos de los incisos anteriores, el tribunal que dicte el apremio, si lo estima estrictamente necesario, podrá facultar a la policía para allanar y descerrajar el domicilio del demandado y ordenará que éste sea conducido directamente ante Gendarmería de Chile. La policía deberá intimar previamente la actuación a los moradores, entregándoles una comunicación escrita o fijándola en lugar visible del domicilio. Si el alimentante no es habido en el domicilio que consta en el proceso, el juez ordenará a la fuerza pública investigar su paradero y adoptará todas las medidas necesarias para hacer efectivo el apremio.”.

c) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando los actuales incisos cuarto, quinto y sexto a ser quinto, sexto y séptimo, respectivamente: 

“En todo caso, la policía podrá arrestar al demandado en cualquier lugar en que éste se encuentre.”.

9) Incorpórase el siguiente artículo 16, nuevo: 

"Artículo 16.- Sin perjuicio de los demás apremios y sanciones previstos en la ley, existiendo una o más pensiones insolutas, el juez adoptará, a petición de parte, las siguientes medidas:

1. Ordenará, en el mes de marzo de cada año, a la Tesorería General de la República, que retenga de la devolución anual de impuestos a la renta que corresponda percibir a deudores de pensiones alimenticias, los montos insolutos y las pensiones que se devenguen hasta la fecha en que debió haberse verificado la devolución.

La Tesorería deberá comunicar al tribunal respectivo el hecho de la retención y el monto de la misma.

2. Suspenderá la licencia para conducir vehículos motorizados por un plazo de hasta seis meses, prorrogables hasta por igual período, si el alimentante persiste en el incumplimiento de su obligación. Dicho término se contará desde que se ponga a disposición del administrador del Tribunal la licencia respectiva.

En el evento de que la licencia de conducir sea necesaria para el ejercicio de la actividad o empleo que genera ingresos al alimentante, éste podrá solicitar la interrupción de este apremio, siempre que garantice el pago de lo adeudado y se obligue a solucionar, dentro de un plazo que no podrá exceder de quince días corridos, la cantidad que fije el juez, en relación con los ingresos mensuales ordinarios y extraordinarios que perciba el alimentante.
Las medidas establecidas en este artículo procederán también respecto del alimentante que se encuentre en la situación prevista en el artículo anterior.”. 
10) Modifícase el artículo 18 como sigue:

a) En el inciso primero, suprímese la frase "quien viviere en concubinato con el padre, madre o cónyuge alimentante, y".

b) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:

"El tercero que colabore con el ocultamiento del paradero del demandado para efectos de impedir su notificación o el cumplimiento de alguna de las medidas de apremio establecidas en la presente ley, será sancionado con la pena de reclusión nocturna, entre las veintidós horas de cada día hasta las seis horas del día siguiente, hasta por quince días.".

11) Modifícase el artículo 19 como sigue:

a) En el inciso primero, sustitúyese la frase "el artículo 14" por "los artículos 14 y 16", y agrégase el siguiente numeral:

"3. Autorizar la salida del país de los hijos menores de edad sin necesidad del consentimiento del alimentante, en cuyo caso procederá en con​formidad a lo dispuesto en el inciso sexto del artículo 49 de la ley Nº 16.618.".

b) En el inciso segundo, suprímese la letra a), pasando las letras b) y c) a ser letras a) y b), respectivamente.
Artículo segundo.-
Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 147 del Código Orgánico de Tribunales:

1) En su inciso primero, agrégase lo siguiente, a continuación del punto final:

"Asimismo, ello se aplicará a las solicitudes de aumento de pensiones alimenticias decretadas.".

2) Sustitúyese su inciso segundo, por el siguiente:

“De las solicitudes de cese o rebaja de la pensión decretada conocerá el tribunal del domicilio del alimentario.”.

Artículo tercero.- En el artículo 327 del Código Civil, sustitúyese la frase “desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plausible”, por la siguiente: “con el sólo mérito de los documentos y antecedentes presentados”.
Artículo cuarto.- Agrégase al artículo 19 de la ley 
Nº 19.968, el siguiente inciso final:

“En los casos del inciso segundo del artículo 332 del Código Civil, aquel de los padres en cuyo hogar vive el alimentario mayor de edad se entenderá legitimado, por el solo ministerio de la ley, para demandar, cobrar y percibir alimentos de quien corresponda, en interés del alimentario, sin perjuicio del derecho de éste para actuar personalmente, si lo estima conveniente. Si el alimentario no actúa personalmente se entenderá que acepta la legitimación activa del padre o madre junto a quien vive.”.”.
- - - - - -




Acordado en sesiones de fechas 2, 9 y 30 de 

agosto y 5 de septiembre, con asistencia de los HH. Senadores señores José Antonio Gómez Urrutia (Presidente) (Juan Pablo Letelier Morel), señora Soledad Alvear Valenzuela y señores Alberto Espina Otero (Baldo Prokuriça Prokuriça y Carlos Ignacio Kuschel Silva), Hernán Larraín Fernández y Pedro Muñoz Aburto (Juan Pablo Letelier Morel).



Sala de la Comisión, a 12 de septiembre de 2006.
(Fdo.):FERNANDO SOFFIA CONTRERAS,
Secretario
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES ORPIS, LARRAÍN Y LONGUEIRA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL QUE DEROGA EL FUERO PARLAMENTARIO

(4591-07)

Honorable Senado:

La centenaria institución del fuero parlamentario surge, históricamente, de la necesidad de garantizar la independencia de los representantes de la soberanía popular frente a las presiones indebidas de que pudieran ser víctimas por los interesados en sus decisiones.


Tradicionalmente se le ha concebido como un privilegio procesal en el ámbito penal y de carácter personal, porque representa un régimen de procesabilidad excepcional en relación con el que enfrentan todos los ciudadanos. 


Durante la aplicación de esta institución, contemplada en la mayoría de los textos constitucionales de la República, ha sido particularmente útil a los fines para los cuales fue ideada, pero al mismo tiempo, fuertemente cuestionada en la medida en que el Estado Democrático de Derecho ha evolucionado hacia formas más igualitarias.


Por ello, en la actualidad el fuero parlamentario ha perdido su sentido original, dificultando más que facilitando el ejercicio de la función parlamentaria, al transformarse el desafuero en una verdadera presunción de culpabilidad, que junto con afectar la imagen pública del desaforado – no siempre culpable, sino generalmente inocente del delito que se le imputa – incide gravemente en el funcionamiento del Poder Legislativo, alterando los quórum y acrecentando la carga de trabajo al disminuir el número de parlamentario.


Consideramos que, el desarrollo actual de nuestro Estado de Derecho, con un proceso penal oral, público y expedito, resulta suficiente para garantizar la seriedad de las acusaciones penales que se formulen contra parlamentarios, de manera que es posible mantener la condición de tal mientras se substancia el juicio criminal y que sea la sentencia definitiva que se dicte en dicho proceso la que determine la cesación definitiva de las funciones parlamentarias del así condenado. 


En virtud de estas consideraciones, es que venimos en proponer el siguiente:

Proyecto

Artículo Único.- Deróguense los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 61 de la Constitución Política de la República.

(Fdo.):Jaime Orpis Bouchon,


Hernán Larraín Fernández,



Senador






Senador

Pablo Longueira Montes,



Senador

5

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES COLOMA Y NOVOA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL SOBRE FECHA DE ELECCIONES PRESIDENCIALES

(4592-07)

Honorable Senado:

Según se ha podido observar, las últimas dos elecciones presidenciales se han definido en segunda vuelta, la que, en virtud de la actual disposición constitucional, ha debido verificarse en el mes de Enero. Consideramos que la realización de elecciones durante este mes no se encuadra dentro de un período que favorezca la reflexión ni es adecuado para actos eleccionarios de carácter político. Ello resulta claro si se tiene presente que este período coincide con las vacaciones de verano, lo que obviamente afecta el descanso familiar y lesiona la actividad turística y las industrias asociadas a ellas. Como consecuencia de todo esto, se produce, además, un importante aumento en los porcentajes de abstención electoral. 

La presente moción tiene por objeto evitar dichos efectos. Para ello, modifica la fecha de elección presidencial así como la elección parlamentaria que se realiza conjuntamente con la primera o única vuelta electoral presidencial, de forma que de haber una segunda vuelta electoral, ésta se haga dentro de los primeros veinte días de Diciembre. 

Es necesario señalar que esta moción no pretende modificar la fecha de inicio del periodo presidencial. El objetivo perseguido se consigue, simplemente, adelantando la primera vuelta de la elección presidencial.

Por otra parte, con el objeto que las elecciones de Presidente de la República y de Diputados y Senadores caigan siempre en día Domingo, se propone fijar en la propia Constitución Política, que éstas deban recaer el segundo domingo de Noviembre, si se trata de la primera o única vuelta eleccionaria presidencial o de la elección parlamentaria, y el quinto domingo después de ésta, si se trata de la segunda vuelta eleccionaria presidencial.

Una vez que este proyecto de ley sea promulgado como ley de la República, procederemos a proponer, a través de la presentación de otra moción, las modificaciones que deban efectuarse a los demás cuerpos normativos con el objeto de adecuarlos al nuevo texto constitucional. 

En dicha moción, se propondrá, además, acortar el período de campaña electoral, de 90 a 60 días antes de la respectiva elección, ya que, de lo contrario, se afectaría tanto la labor presidencial como la de los parlamentarios.

Por las razones antes indicadas, procedemos a someter a vuestra consideración el siguiente:

PROYECTO
Artículo Único.- En la Constitución Política de la República:

1.- En el artículo 26:

a.- Sustitúyase, en el inciso primero, la frase “noventa días antes de aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones” por “el segundo domingo de noviembre del año anterior a aquél en que deba cesar en el cargo el que esté en funciones”. 

b.- Reemplácense, en el inciso segundo, las últimas dos frases por la siguiente: “Esta nueva votación se verificará en la forma que determine la ley, el quinto domingo después de efectuada la primera.”.

2.- Sustitúyase el inciso tercero del artículo 27 por el siguiente: “El Congreso Pleno se reunirá el 11 de Marzo del año siguiente a aquél en que se efectuó la elección presidencial, con los miembros que asistan, para tomar conocimiento de la resolución en virtud de la cual el Tribunal Calificador proclama al Presidente electo.”. 

(Fdo.):Juan Antonio Coloma Correa,
Jovino Novoa Vásquez




Senador






Senador
6

MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, ESCALONA Y MUÑOZ ABURTO, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE RECLAMOS POR COBROS DE NOTARIOS, CONSERVADORES Y ARCHIVEROS

(4593-07)

Honorable Senado:

CONSIDERANDO: 

Actualmente el Poder Judicial cuenta con diversos auxiliares de la administración de justicia, que se encuentran comprendidos en los artículos 399 y siguientes del  Código Orgánico de Tribunales, los cuales actúan como Ministro de Fe  Pública, como son entre otros los :

a) Notarios,  encargados de autorizar y guardar en su archivo los instrumentos que antes ellos se otorguen, así como las demás diligencias que la ley les encomiende. Como son  otorgamiento de escritura pública; autorización de firmas; autorización para salir del país; notificación de prendas; protesto de letras, etc.

b) Conservadores,  encargados de los registros  conservatorios de bienes raíces, comercio, etc., y todo aquello que las leyes les encomienden.

c) Conservadores de Minas, encargados de inscribir  un  pedimento o una manifestación de acuerdo al título VII del Código de Minería.
. 

d) Archiveros,   encargados de la custodia de los documentos que establece el art. 455 del Código Orgánico de Tribunales, esto es procesos afinados y expedientes que se ordenen archivar.

Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio de Justicia ha fijado  en los Decretos N° 587, 588, 589 y 590 de 1998  los aranceles que deberán cobrar por las diversas prestaciones  que desarrollen en su labor. 

Cabe precisar, que a estos funcionarios,  la sociedad  les ha entregado el rol de garantes por excelencia, de la verdad, contenida en los actos que realizan o celebran.  Su calidad de Ministro de Fe, reviste tal relevancia en distintas ocasiones, que sin ellos muchos actos carecerían  de valor o simplemente se reputarían inexistentes, motivos por los cuales su accionar debe ser absolutamente transparente.

Sin embargo, quienes  concurren  cada día  a  los establecimientos de estos auxiliares de la administración de justicia, principalmente Notarías, ven que  los  diversos  aranceles  casi nunca son respetados, como  lo demuestran las continuas   denuncias públicas que por años se han realizado a través de los medios de comunicación, sin obtener solución alguna.

El principal problema al que se ven enfrentados los usuarios cuando quieren hacer respetar los precios establecidos en los aranceles ya mencionados, los cuales  deben ser visibles por ley en cada establecimiento,  es que el proceso para   presentar los reclamos es engorroso y desconocido por la mayoría.  

En efecto, de a acuerdo a los decretos  leyes respectivos  estas denuncias deben ser presentadas  ante un Ministro Visitador, quien debe velar por el buen funcionamiento de las Notarías, etc., o las Intendencias y Gobernaciones para que éstas los deriven a la justicia ordinaria, este complejo trámite hace que los afectados prefieran aceptar pasivamente estos abusos, más aún cuando los ciudadanos no conocen el valor de dichos trámites.

Nadie puede desconocer  que en estas situaciones existe un prestador de un servicio (Notarios, Archiveros y Conservadores ) y una persona que los requiere (usuario), por lo que resulta incomprensible que esta relación no se encuentre reglamentada por la  Ley de los Derechos de los Consumidores y no por una norma especial como ocurre actualmente, más aún  cuando la Ley Nº 19.496 en  su artículo  primero número uno define que son consumidores "las personas naturales o jurídicas que en virtud de cualquier acto jurídico oneroso adquieran, utilicen, o disfruten, como destinatarios finales, bienes o servicios".  De igual forma, el mismo artículo en su numeral dos define como proveedores a "las personas naturales o jurídicas de carácter público o privado que habitualmente desarrollen actividades de producción,  fabricación, importación, construcción o comercialización de bienes o de prestación de servicios a consumidores por las que se cobre precio o tarifa".

Por tal motivo, deben suprimirse las referencias especiales en los Decretos Leyes que regulan la forma de reclamo en caso de incumplimiento a los aranceles a los auxiliares de la administración de justicia, que impiden actualmente que estas prestaciones se  rijan por  la Ley Nº 19.496.

En mérito a lo anteriormente expuesto, es que venimos  en presentar el siguiente:
Proyecto de Ley

Artículo primero:  substitúyase en el art.  5º del Decreto Ley Nº 587 de 1998 del Ministerio de Justicia  sobre Arancel de los Notarios Públicos su inciso segundo por el siguiente: "Cualquier persona podrá formular  reclamos por el incumplimiento de los preceptos de este arancel de acuerdo al procedimiento establecido por la Ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores."

Artículo segundo:   substitúyase en el art.  3º del Decreto Ley Nº 588 de 1998 del Ministerio de Justicia sobre Arancel de los Conservadores de Bienes Raíces y de Comercio su inciso tercero por el siguiente: "Cualquier persona podrá formular  reclamos por el incumplimiento de los preceptos de este arancel de acuerdo al procedimiento establecido por la Ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores".

Artículo tercero: substitúyase en el art.  3º del Decreto Ley Nº 589 de 1998 del Ministerio de Justicia sobre Arancel de los Conservadores de Minas su inciso tercero por el siguiente: "Cualquier persona podrá formular  reclamos por el incumplimiento de los preceptos de este arancel de acuerdo al procedimiento establecido por la Ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores".

Artículo cuarto: substitúyase en el art.  2º del Decreto Ley Nº 590 de 1998 del Ministerio de Justicia  sobre Arancel de los Archiveros su inciso tercero por el siguiente: "Cualquier persona podrá formular  reclamos por el incumplimiento de los preceptos de este arancel de acuerdo al procedimiento establecido por la Ley Nº 19.496 que establece normas sobre protección de los derechos de los consumidores".

(Fdo.):Jaime Naranjo Ortiz,


Camilo Escalona Medina,


Senador






Senador

Pedro Muñoz Aburto,

Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY SOBRE SALIDA DE MENORES DESDE CHILE

(4594-07)

Honorable Senado:

Vistos: 

Lo dispuesto en los artículos 1º, 19º y 63º, numeral 20º de la Constitución Política de la República, en la Convención sobre Derechos del Niño, en el Código Civil y en los ARTÍCULOS 6º y 7º del D.F.L. N° 1 del año 2000 que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de las Leyes de Menores y sobre abandono de familia y pago de pensiones alimenticias.

Considerando:

1.-
Que la Convención sobre los Derechos del Niño, acordada por la Organización de Naciones Unidas y ratificada por nuestro país, establece en su artículo 9º el derecho de los menores a mantener una relación personal y contacto directo con sus padres de modo regular.

2.-
Que dichas premisas están contenidas en nuestra legislación la que regula el denominado derecho de visitas, estableciendo así, a través de las normas, las condiciones indispensables para que dicha relación no se vea afectada por la eventual separación de los padres.

3.-
Que, más aún, la nueva ley de matrimonio civil, N° 19.947 estableció un completo sistema destinado a que los tribunales deban regular todo lo relativo al derecho de alimentos y de visitas de los menores, antes de acoger cualquier acción tendiente a la separación, divorcio o nulidad de sus progenitores.

4.-
Que estos principios se reflejan en diversas disposiciones, como es aquélla referida a la autorización para que los menores abandonen el país. 

Al respecto, por disposición del artículo 49 de la denominada Ley de Menores, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado, fue fijado por el D.F.L. 1, del año 2000 del Ministerio de Justicia se detallan  diversas reglas, distinguiendo si ha sido confiada o no la tuición del menor a uno de sus padres o a un tercero.

El inciso cuarto de la misma disposición precisa que en los casos en que se hubiera regulado el derecho de visitas, señalado en el artículo 229 del Código Civil, se requerirá, además, la autorización del padre en cuyo favor se hubiera decretado. Ello viene en cautelar el derecho reconocido en la Convención sobre Derechos del Niño.

Los últimos incisos precisan el procedimiento judicial a seguir en caso de ausencia del autorizante o de negativa injustificada de éste.

5.-
Que, por su parte, el ARTICULO 7º del D.F.L. N° 1, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias, establece en su artículo 19 que el incumplimiento en el pago de las pensiones de alimentos y la imposición de los apremios correspondientes constituye una circunstancia que debe ser considerada por el Juez para autorizar la salida de menores del país.

6.-
Que, sin embargo, el tenor y aplicación práctica de las normas resulta compleja, especialmente en aquéllos casos en que el padre o la madre que no viven con el menor se encuentran en situación de incumplimiento en sus obligaciones de alimentos y de visitas.

En tal caso, conseguir la autorización de éstos o aquella subsidiaria del Juez resulta un proceso lento y complejo que impone una carga excesiva a quien tiene el cuidado del menor.

7.- 
Que ello es particularmente grave en regiones extremas del país, donde el tránsito fuera del país es habitual y no consecuencia de vacaciones u otras actividades programadas, requiriéndose, por tanto una solución permanente y expedita para los casos en que se constate un absoluto desinterés del padre o madre ausentes para con sus hijos.

8.-
Que por ello vengo en proponer un procedimiento para el caso de la autorización de salida del país de menores cuyos padres se encuentran ausentes y en situación de grave incumplimiento de sus deberes, al no mantener un contacto directo y regular con su hijo.

Por lo anterior, el Senador que suscribe viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo único: Agréguese el siguiente artículo 50° al ARTÍCULO 6º del  D.F.L. 1 del año 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley Nº 16.618, Ley de Menores:
“Artículo 50.-
Cuando el derecho a que se refiere el artículo 229 del Código Civil no se haya ejercido regularmente, sin causa justificada, en los últimos seis meses, junto con autorizar la salida del menor, conforme lo dispuesto en el inciso sexto del artículo precedente, el Juez podrá resolver prescindir, en lo sucesivo, de dicha autorización mientras persista la negativa del padre o la madre ausente en mantener un contacto directo con su hijo.

Lo anterior será decretado con el mérito de una audiencia a la que concurrirá el padre o madre en cuyo favor se haya establecido el derecho citado o, en caso de desconocerse su paradero o de no poder concurrir, de los ascendientes y a los otros consanguíneos del menor, hasta el tercer grado en la línea colateral, siempre que la filiación estuviere determinada.
En su decisión el Juez tendrá, además, en consideración la circunstancia prevista en el artículo 19º del ARTICULO 7º del D.F.L. N° 1 de 2000, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 14.908, sobre Abandono de Familia y Pago de Pensiones Alimenticias.”
(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,


Camilo Escalona Medina,
Senador






Senador

Juan Pablo Letelier Morel,



Senador
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MOCIÓN DE LOS HONORABLES SENADORES MUÑOZ ABURTO, ESCALONA Y LETELIER, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO DE LEY QUE MODIFICA EL CÓDIGO AERONÁUTICO EN  MATERIA DE TRANSPORTE DE PASAJEROS Y SUS DERECHOS 

(4595-15)

Honorable Senado:

Vistos:

Lo dispuesto en los artículo 1º, 19º numerales 1º, 3º y 22º y 63º numeral 3) de la Constitución Política de la República y en el Código Aeronáutico.

Considerando:

1.-
Que las comunicaciones y el transporte resultan de especial importancia en el mundo actual, particularmente para un país como Chile, cuya extensa geografía las hace imprescindibles para su desarrollo armónico.

En este sentido, el transporte aéreo presenta, por su rapidez, indudables ventajas respecto de las restantes alternativas.

2.-
Que, lamentablemente, nuestro país cuenta con una anómala situación en dicho mercado. 

Hasta hace algunos años dos líneas aéreas mantenían una competencia significativa, Lan Chile y Ladeco. 

La fusión de ambas, autorizada por los organismos reguladores, pese a la notoria concentración de mercado que se ocasionó, dejó a Lan Chile, hoy Lan o Lan Express por largo tiempo como un cuasi monopolio en las rutas nacionales.

Por algunos años, Avant Airlines se constituyó en un intento serio de abrir el mercado, pero las prácticas predatorias de un tercer ofertante, AeroContinente, terminaron por sacarla de éste. A ello se sumó, posteriormente, el cese de operaciones de esta última, motivada en procedimientos judiciales.

3.-
Que el ingreso de Sky Airlines, en algunas de las rutas del país, no ha logrado consolidar aún una competencia real en el mercado aéreo nacional, ya que su participación global es todavía muy reducida, en tanto existen itinerarios en que no existe competencia alguna.

4.-
Que la incorporación de Aerolíneas del Sur al mercado motivó una gran esperanza, especialmente en las zonas extremas del país, como la Región de Magallanes, respecto de que esta vez se logrará consolidar un sistema más transparente y abierto, lo que aún no se consigue.  En ese mismo sentido, el ingreso de la aerolínea brasileña GOL es incipiente y no puede, todavía, preverse su impacto.

5.-
Que las circunstancias descritas en el mercado aéreo nacional motivan una gran preocupación de sus usuarios, en diversos sentidos.

En primer término, en cuanto a los valores de los pasajes, pues es sabido que la competencia constituye un importante estímulo para evitar alzas desmedidas. 

Cabe hacer presente, en esta materia, que el mercado aéreo presenta ciertas particularidades en que las comparaciones se hacen difíciles, pues no se cuenta con toda la información disponible. En efecto, la existencia de pasajes muy diferenciados, según especificaciones y restricciones impone un significativo factor de distorsión a cualquier análisis. No basta, entonces, un simple cotejo de tarifas, ya que las alzas pueden fácilmente ser encubiertas a través de alteraciones en el régimen de cupos.

En segundo término, en cuanto a que la especial condición de operador único o en posición dominante por parte de un oferente le permite ejecutar ciertas prácticas, tales como suspensión o retraso de vuelos que muchas veces, más que en comprensibles factores climáticos o de seguridad, amparados por la ley, pudieran responder, únicamente, a situaciones comerciales de escasa venta o rentabilidad de algunos vuelos.

Por último, en lo referido a los derechos de los usuarios para obtener información fidedigna y clara respecto de todo lo concerniente al vuelo desde la compra del billete de boleto hasta su llegada a destino.

6.-
Que, junto con las deficiencias anotadas, se constata que existe una legislación muy débil en materia de derechos de los usuarios del transporte aéreo, los que se contienen fundamentalmente el en Código Aeronáutico, cuyas disposiciones no han sufrido, en los últimos años, modificaciones sustantivas en lo relativo a indemnizaciones, compensaciones y reembolsos por cancelación o retardo en los vuelos y denegación de embarque.

7.-
Que, por el contrario, en el derecho comparado se observan importantes esfuerzos, siendo el principal el Reglamento (CE) N° 261/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 11 de febrero de 2004, que establece normas comunes sobre compensación y asistencia a los pasajeros aéreos en caso de denegación de embarque y de cancelación o gran retraso de los vuelos.

8.-
Que, por lo anterior creo indispensable, proponer las siguientes enmiendas al Código Aeronáutico:

a.-
Para reemplazar completamente el Párrafo que regula el transporte de pasajeros, incorporando las siguientes temáticas:

· Obligar de los vendedores de billetes de boleto de informar, en forma objetiva y clara, respecto de las diversas alternativas existentes para las rutas, privilegiando aquéllas de menor valor y, entre éstas, los vuelos directos respecto de los que tienen escalas. 

· Explicitar, al momento de la oferta y en los propios billetes las condiciones, restricciones y limitaciones de éstos, fuente permanente de dificultades y conflictos.

· Incorporar al texto las disposiciones administrativas referidas al transporte de personas con discapacidad o en grave estado de salud, con el objeto de facilitar el conocimiento de las normas.

· Perfeccionar las disposiciones respecto de la negativa de embarque, retardo y cancelación de los vuelos, equiparando las indemnizaciones, reembolsos y prestaciones adicionales a las vigentes en la Unión Europea.

b.-
Establecer que en caso de un accidente aéreo el operador deberá anticipar a los familiares de las víctimas una parte de las futuras indemnizaciones para atender los gastos más inmediatos.

c.-
Precisar que la sanción de las infracciones y el cobro de las indemnizaciones, prestaciones y reembolsos por retardos y cancelación de vuelos y por denegación de embarque se ajustarán a lo dispuesto en la ley 19.496, sin perjuicio al derecho de los usuarios de reclamar montos suplementarios por concepto de perjuicios por la vía ordinaria.

Por lo anterior, los Senadores que suscriben viene en presentar el siguiente:

PROYECTO DE LEY

Artículo Único: Modifíquese el Código Aeronáutico, cuyo texto fue establecido por la Ley 18.916, del siguiente modo:

1.- 
Reemplácese el Párrafo 1 del Capítulo V del Título VIII por el siguiente:

I.- Del transporte de pasajeros y sus derechos. (ARTS. 131 - 133)

“Artículo 131.- 


Quienes comercialicen billetes de pasaje deberán ofrecer información objetiva, exacta y completa sobre las diversas alternativas de tarifas y modalidades de vuelo disponibles.

Deberán privilegiar ofertar aquéllas de menor valor en lugar de las de mayor costo y, a iguales precios, los vuelos directos respecto de los que tengan escalas o conexiones. 

Permitirán, asimismo, a los usuarios acceder a la información contenida en la pantalla de los sistemas informáticos o a copias impresas de ella, si éstos así lo solicitaren y entregarán, por escrito y en forma clara toda información referida a las condiciones, restricciones y limitaciones de los billetes y al procedimiento a seguir en caso de cancelación o retraso de los vuelos y denegación de embarque.

Artículo 131 bis.- 

El transportador dará al pasajero un billete de pasaje, que deberá contener, a lo menos, las siguientes indicaciones:
a)  
Lugar y fecha de expedición,
b)  
Nombre del pasajero y del transportador o transportadores,

c)  
Puntos de partida y de destino, 

d)  
Precio y clase del pasaje, y 

e)
La explicitación clara e íntegra de las condiciones, restricciones y limitaciones a que estén sujetos.

El billete de pasaje hace fe de la celebración y de las condiciones del contrato de transporte. La falta, irregularidades o pérdida del billete no afectarán a la existencia ni a la validez del contrato.

Artículo 132.- 


El transportador puede rehusar o condicionar el transporte de aquellos pasajeros cuyo estado o condición constituyere un peligro para la seguridad, higiene o buen orden a bordo, o cuando requiriere atención o cuidado especial durante el viaje.
Lo anterior, no será aplicable a personas discapacitadas o de movilidad reducida que pueden valerse por sí mismas, las que sólo necesitarán acreditar esta situación a través de una certificación médica. 

Un reglamento establecerá las condiciones bajo las cuales se autorizará el transporte de personas orgánicamente descompensadas, agónicas o inconscientes.
Artículo 132 bis.- 

El transportador que no embarcare a un pasajero que se hubiere presentado oportunamente y cuyo boleto de pasaje estuviere previamente confirmado en un vuelo determinado o que cancelare injustificadamente un vuelo, estará obligado a informar a éste, en forma escrita, de sus derechos y a entregarle las siguientes cuatro prestaciones:

1) Una indemnización compensatoria de acuerdo a la siguiente escala:

I.- 
Vuelos de hasta 1500 kilómetros: 9 Unidades de Fomento.

II.-
Vuelos de más de 1500 y hasta 3500 kilómetros: 14.5 Unidades de Fomento.

III.-
Vuelos de más de 3500 kilómetros: 22 Unidades de Fomento.

La distancia se medirá considerando el último punto a que el pasajero llegará con retraso, respecto del itinerario original como consecuencia de la denegación de embarque o de la cancelación.

En caso de denegación de embarque la indemnización se reducirá a la mitad si se ofrece al pasajero un transporte alternativo que le permita llegar al destino final con menos de dos, tres o cuatro horas de retraso, según se trate de los numerales I, II o III precedentes, respectivamente.

En caso de cancelación del vuelo el transportista podrá excusarse del pago si informa al pasajero con más de quince días de antelación o si, avisándole con una antelación menor, le ofrece una alternativa de viaje que le permita llegar al destino final con el retraso señalado en el inciso anterior. Corresponde al transportista probar la existencia y oportunidad de la información.

Las indemnizaciones a que se refiere este artículo se pagarán en forma inmediata en efectivo o a través de transferencias bancarias electrónicas o cheques. Sólo si el pasajero acepta podrá efectuarse el pago a través de bonos, descuentos futuros u cualquier otro servicio.
2)
El reembolso del valor de su billete de pasaje o proporcionarles un transporte alternativo, de acuerdo a las siguientes alternativas:  
a)  
Reembolso del importe proporcional del trayecto no realizado e incluso de la parte efectuada si a consecuencia de la denegación o retardo el vuelo se ha hecho innecesario, junto con el retorno al punto de partida, si fuera el caso;

b)  
La continuación del viaje hasta el destino final en el mismo u otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, a la brevedad posible; o

c)
La continuación del viaje hasta el destino final, en el mismo u otro transportador, en las mismas condiciones estipuladas, en una fecha que convenga al pasajero.
3)
La alimentación y alojamiento por el período de espera necesario para comenzar el viaje, reanudarlo o retornar al origen y el transporte entre el lugar de alojamiento y el aeropuerto y viceversa; y

4)
Acceso a dos llamadas de comunicación telefónica, o al envío de igual número de fax, telégrafos o correos electrónicos, a elección del pasajero.

Tratándose de la circunstancia prevista en la letra c) del numeral 2) precedente, los servicios de alojamiento, transporte y alimentación sólo se prestarán hasta la fecha en que hubiera sido posible reanudar el viaje conforme lo dispuesto en la letra b) del mismo precepto.

Artículo 133.-


El transportador que iniciare, en forma injustificada, un vuelo con un retardo de más de dos horas respecto de la hora estipulada, deberá prestar al pasajero las atenciones señaladas en el numeral 3) del artículo precedente que correspondan según el horario. 

Con todo, en caso que el retardo exceda a cinco horas el pasajero tendrá derecho, además, a lo dispuesto en la letra a) del número 2) del artículo anterior.

Artículo 133 bis.-

Sólo serán causas justificadas para los efectos de lo dispuesto en los dos artículos precedentes, aquéllas señaladas en el artículo 127.

Artículo 133 ter.- 

Las acciones individuales o colectivas destinadas a sancionar las infracciones a las normas contenidas en este Párrafo y a la obtención de las prestaciones, reparaciones e indemnizaciones que en él se establecen, se tramitarán ante los tribunales y conforme al procedimiento señalado en el Título IV de la Ley 19.496.
Artículo 133 quater.-

El ejercicio de las acciones señaladas en el artículo anterior no obstarán al cobro de montos indemnizatorios suplementarios o no considerados, ante los tribunales ordinarios, si se estima que los perjuicios materiales y morales sufridos exceden la magnitud de los contenidos en este Párrafo.”
2.- 
Incorpórase el siguiente inciso tercero al artículo 144:

“El transportador estará obligado a identificar a los pasajeros afectados y a ofrecer a sus familiares, en un plazo no superior a quince días de ocurrida la tragedia, un abono anticipado de 1000 Unidades de Fomento para atender sus necesidades económicas inmediatas, lo que no supondrá un reconocimiento de su responsabilidad.”

3.-
Elimínese el artículo 147.

4.-
Agréguese en el Capítulo II del Título IX el siguiente artículo 154 bis:

“Artículo 154 bis.- La infracción a lo dispuesto en el artículo 131 y cualquier otra acción u omisión maliciosa que ocasione perjuicios al pasajero en la adquisición de los billetes de boleto, como asimismo, la vulneración del artículo 132 bis, en lo que se refiere a la información de los derechos de los pasajeros afectados por denegación de embarque o la cancelación de sus vuelos, se castigará con la multa a que hace referencia el inciso primero del artículo 24 de la ley 19.496 y su denuncia y sanción se ajustará a las normas de procedimiento de dicho texto legal.”

(Fdo.):Pedro Muñoz Aburto,



Camilo Escalona Medina,
Senador





Senador

Juan Pablo Letelier Morel,


Senador
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS HONORABLES SENADORES NARANJO, MUÑOZ ABURTO Y OMINAMI, SOBRE CONDENA A ENSAYO NUCLEAR REALIZADO POR COREA DEL NORTE 

(S 909-12)

Honorable Senado:

Considerando:

1.- Que hace algunos días el gobierno de Corea del Norte anunció a la opinión pública mundial que había realizado su primera prueba nuclear, con lo cual esta  nación se convirtió en el octavo país en realizar este tipo de ensayos.

2.- Que durante las semanas previas, diversos países, y la Organización de las Naciones Unidas hizo ver a las autoridades de Corea del Norte la inconveniencia de que desarrollara  pruebas nucleares, recomendación  que a la luz de los antecedentes no fue escuchada.    

 3.-  Que el 5 de marzo de 1970 entró en vigor  el Tratado de No Proliferación de Armas Nucleares ( TNP) , hecho que marca un hito histórico  y  cuyo objetivo es evitar  la proliferación de este tipo de armas; fomentar la cooperación en el uso pacífico de la energía nuclear y  promover la meta   de conseguir el desarme nuclear  general y completo.  Tratado al que hasta este momento han adherido 187 países.

4.-  Que por tanto esta  prueba constituye  una provocación y una amenaza  para la paz y la estabilidad mundial, infringiendo además gravemente  las convenciones de desarme y no proliferación  nuclear.

5.-    Que Chile como país libre de armas nucleares tiene el derecho a velar por un mundo libre de  este tipo de armas, por lo cual tiene autoridad moral para oponerse a toda acción destinada a aumentar el arsenal nuclear mundial.  Más aun cuando desde 1945 a la fecha se han realizado alrededor de 2.000 ensayos nucleares, con el consabido riesgo para la humanidad. 

6.- Por los motivos anteriormente expuestos venimos en aprobar el siguiente Proyecto de Acuerdo:

PROYECTO DE ACUERDO

“El Senado de la República acuerda condenar el ensayo  nuclear realizado por el gobierno de Corea del Norte, y solicita a Su Excelencia la Presidente de la República señora Michelle Bachelet que por intermedio del Ministerio de Relaciones Exteriores apoye toda resolución de la Organización de las Naciones Unidas tendiente  a  obligar a las autoridades de Pyongyang  a deponer  su programa de armas nucleares, siempre que estas medidas o sanciones no impliquen un costo  para el pueblo norcoreano en materia humanitaria”.    

(Fdo.):JAIME NARANJO ORTIZ,


PEDRO MUÑOZ ABURTO,



Senador







Senador

CARLOS OMINAMI PASCUAL,

Senador

� Ley N° 19.968.


� Juan Agustín Castellón, Diccionario de Derecho Procesal Civil, Santiago, 2004, pág. 167).


� Corte Suprema, Gaceta Jurídica, Marzo 2000, N° 237, pág. 147.


� Artículo 192 del Código de Procedimiento Civil.


� El artículo 119 de ley Nº 19.968, que creó los Tribunales de Familia dispone que “Todas las referencias que se hagan en leyes generales o especiales a los juzgados de letras de menores, a los jueces de menores o con competencia en materia de menores, se entenderán hechas a los juzgados y jueces de familia o con competencia en materia de familia, respectivamente. De la misma forma, las referencias a las causas o materias de menores se entenderán hechas a las causas o materias de familia.”. 


� A septiembre de 2006, desde $ 32.206 hasta $ 483.090.


� “En los casos que no resultare posible practicar la primera notificación personalmente, el juez dispondrá otra forma, por cualquier medio idóneo, que garantice la debida información del notificado para el adecuado ejercicio de sus derechos.”.


� “Artículo 332.- Los alimentos que se deben por ley se entienden concedidos para toda la vida del alimentario, continuando las circunstancias que legitimaron la demanda. 





Con todo, los alimentos concedidos a los descendientes y a los hermanos se devengarán hasta que cumplan veintiún años, salvo que estén estudiando una profesión u oficio, caso en el cual cesarán a los veintiocho años; que les afecte una incapacidad física o mental que les impida subsistir por sí mismos, o que, por circunstancias calificadas, el juez los considere indispensables para su subsistencia.”.


� “Artículo 327.- Mientras se ventila la obligación de prestar alimentos, podrá el juez ordenar que se den provisoriamente, desde que en la secuela del juicio se le ofrezca fundamento plausible”.


� El apremio puede consistir en arresto hasta por quince días o multa proporcional, y se puede repetir para obtener el cumplimiento de la obligación. Cesa el apremio si el deudor paga las multas impuestas y rinde además caución suficiente.


� A septiembre de 2006, desde $ 193.236 hasta $ 644.120.


� A septiembre de 2006, desde $ 32.206 hasta $ 128.824.


� Artículo 26 de la ley N° 19.968.


� El artículo 16 original fue derogado por la ley N° 19.741, de 2001.


� Por no pago de pensiones.


� Artículo 225 del Código Civil.


� Artículo 271, N° 2, del Código Civil.


� “En caso de que no pudiere otorgarse o sin motivo plausible se negare la autorización por uno de aquellos que en virtud de este artículo debe prestarla, podrá ser otorgada por el juez de letras de menores del lugar en que tenga su residencia el menor. El juez, para autorizar la salida del menor en estos casos, tomará en consideración el beneficio que le pudiere reportar y señalará el tiempo por el que concede la autorización.”.





� “Artículo 49.- La salida de menores desde Chile deberá  sujetarse a las normas que en este artículo se señalan, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley Nº 18.703.





Si la tuición del hijo no ha sido confiada por el  juez a alguno de sus padres ni a un tercero, aquél no  podrá salir sin la autorización de ambos padres, o de aquel que lo hubiere reconocido, en su caso. 





Confiada por el juez la tuición a uno de los padres o a un tercero, el hijo no podrá salir sino con la autorización de aquel a quien se hubiere confiado.   





Regulado el derecho a que se refiere el artículo 229 del Código Civil por sentencia judicial o avenimiento aprobado por el tribunal, se requerirá también la autorización del padre o madre a cuyo favor se estableció.





El permiso a que se refieren los incisos anteriores deberá prestarse por escritura pública o por escritura privada autorizada por un Notario Público. Dicho permiso no será necesario si el menor sale del país en compañía de la persona o personas que deben prestarlo.





En caso de que no pudiere otorgarse o sin motivo plausible se negare la autorización por uno de aquellos que en virtud de este artículo debe prestarla, podrá ser otorgada por el juez de letras de menores del lugar en que tenga su residencia el menor. El juez, para autorizar la salida del menor en estos casos, tomará en consideración el beneficio que le pudiere reportar y señalará el tiempo por el que concede la autorización.





Expirado el plazo a que se refiere el inciso anterior sin que el menor, injustificadamente, vuelva al país, podrá el juez decretar la suspensión de las pensiones alimenticias que se hubieren decretado.





En los demás casos para que un menor se ausente del país requerirá la autorización del juzgado de letras de menores de su residencia.





� El juez del domicilio del alimentante, o el del domicilio del alimentario, a elección de este último.


� Ver nota 8.
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